Madrid, a 12 de diciembre de 2011

La Instrucción 3/2008, de 30 de julio sobre el Fiscal de Sala Coordinador de Menores y las Secciones de Menores atribuye a la Fiscal de Sala Coordinadora, entre otras funciones, la de promover la remisión de información sobre Derecho de Menores.

En efecto, puede leerse en la referida Instrucción que el Fiscal de Sala Coordinador de Menores dirigirá la Red de Fiscales especialistas de Menores como foro de intercambio de información y difusión de criterios de actuación en todo el territorio nacional.

Más específicamente, en el punto 2) del epígrafe II de la Instrucción se encomienda al Fiscal de Sala Coordinador de Menores la elaboración de resúmenes jurisprudenciales sobre menores.

En cumplimiento de tales cometidos hemos elaborado un nuevo resumen con extractos de las resoluciones jurisdiccionales de Audiencias Provinciales.

Debe tenerse presente que la remisión lo es a los puros efectos informativos, sin que deba colegirse que necesariamente se asumen por la Fiscal de Sala Coordinadora los criterios interpretativos contenidos en las resoluciones.

Esta nueva remisión procede de la base de datos jurisprudencial de El Derecho y de Tirant on Line, donde puede encontrarse el texto íntegro de las resoluciones.

El índice que antecede el resumen jurisprudencial es un índice estándar que se utilizará (sin perjuicio de las ampliaciones que se requieran) con carácter general para sucesivas entregas, por lo que no siempre se encontrarán resoluciones de todos los epígrafes del índice.

Con la esperanza de que la nueva selección extractada de sentencias pueda ser de interés, aprovecho la ocasión para enviarte un cordial saludo,

Fdo. Consuelo Madrigal Martínez Pereda

Fiscal de Sala Coordinadora de Menores de la Fiscalía General del Estado
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A.- II.- REGLAS DE DETERMINACIÓN DE LAS MEDIDAS

Delito de encubrimiento ejecutado en grupo compuesto por un menor y tres mayores de edad. Posibilidad de aplicar el internamiento cerrado

SAP Sevilla secc. 3ª nº 508/2011, de 20 de octubre Pte: Holgado Merino, José Manuel
“Consideramos aplicable el art. 9.2 c) de la LORRPM . y la medida impuesta es ajustada a derecho. El tipo de medida impuesto al menor acusado, como es el internamiento en régimen cerrado, se justifica por el Juzgado por aplicación del artículo 9.2 letra c/ de la LORRPM que permite la imposición de esta medida a delitos cometidos en grupo (aunque el encubrimiento no esté previsto como delito grave en el artículo 33 del Código Penal ni en su ejecución se haya empleado violencia o intimidación o no se haya generado grave riesgo para la vida o la integridad de las personas) ya que el propio menor acusado en su reconocimiento parcial e inicial de los hechos alude a la actuación conjunta y de mutuo acuerdo en las labores de ocultación del cuerpo de Marcelina de otras tres personas mayores de edad ( Artemio, Samuel y Eulalio) sin que ello suponga prejuzgar la culpabilidad de estas personas ya que ello no es función de este juzgador sino que exclusivamente tiene trascendencia jurídica para el menor acusado y a los efectos únicos y exclusivos de la presente resolución. Ciertamente la ley no nos da una definición de concepto de actuación en grupo que fue introducido en la LORRPM con la reforma operada por la LO 8/2006. Pues bien, dando por acertadas la referencias a la acepción gramatical del término "grupo" que se efectúa en sentencia, es lo cierto que pude concluirse que la presencia de, al menos, tres personas en la ejecución de un hecho tan vil y reprobable como el que ahora enjuiciamos, comporta la actuación en grupo a efectos de aplicación de tal agravante,"... por la mayor reprochabilidad no sólo social sino jurídica de la conducta y que permite superar la interpretación restrictiva que debe dejar fuera de la mencionada "agravante" supuestos en los que la actuación colectiva no revista especial lesividad y no sea más que una mera manifestación de las tendencias grupales tan frecuentes en la adolescencia y en etapas de la vida ligeramente superiores a la misma...", como se afirma en sentencia”.

A.- II.--3 PROPORCIONALIDAD

Principio de proporcionalidad. No quiebra porque el Ministerio Fiscal y la acusación particular soliciten 50 horas de Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad y la sentencia imponga la medida de cuatro meses de realización de tareas socio educativas

SAP Sevilla secc. 3ª nº 293/2011 Ponente Luis Gonzaga De Oro Pulido Sanz
“Considera la defensa de Leopoldo que se ha vulnerado el principio acusatorio, al haber interesado el Ministerio Fiscal y la acusación particular 50 horas de Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad y haberle impuesto la sentencia la medida de cuatro meses de realización de tareas socio educativas. El recurso tampoco puede prosperar...El artículo 8.1 LORPM dice que " El Juez de Menores no podrá imponer una medida que suponga una mayor restricción de derechos ni por un tiempo superior a la medida solicitada por el Ministerio Fiscal o por el acusador particular"...Entiende el

recurrente que la medida impuesta en la sentencia de instancia lesiona dicho precepto pues la duración de la medida impuesta (4 meses de realización de tareas) es superior a la petición realizada por las acusaciones (50 horas de trabajos en beneficio de la comunidad ); sin embargo, no compartimos la alegación del recurrente, al considerar que cuando el artículo 8 dice que no se podrá imponer una medida por " un tiempo superior a la medida solicitada por el Ministerio Fiscal" se refiere solo a la comparación entre medidas de la misma naturaleza (número de fines de semana, número de años o meses de privación de libertad, duración de convivencia con grupo educativo, número de horas de servicios a la comunidad, etc.), no refiriéndose a aquellos supuestos en el que, como en el presente caso, se impongan medidas distintas a las solicitadas, pues de otra forma no se entendería la facultad que concede la Juez el artículo 9.1 de la Ley , para imponer, en el caso de las faltas distintas medidas (libertad vigilada hasta un máximo de seis meses, amonestación, permanencia de fin de semana hasta un máximo de cuatro fines de semana, prestaciones en beneficio de la comunidad hasta cincuenta horas, privación del permiso de conducir o de otras licencias administrativas hasta un año, la prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez hasta seis meses, y la realización de tareas socio-educativas hasta seis meses), careciendo además de sentido que se le prive al Juez de optar entre las distintas medidas que permite la Ley imponer y que quede vinculado por la medida pedida por las partes, si considera como más adecuada otra medida atendiendo a las circunstancias concurrentes, siempre que la misma no suponga, como sucede en autos, una mayor restricción de derechos”.

Aplicación de medidas. Interés del menor. Necesidad de que el menor comprenda el rechazo social que su comportamiento merece.

SAP Málaga, secc. 8ª nº 493/2010, de 21 de junio Pte: Caballero Bonald Campuzano, Manuel
“En la aplicación de la medida al menor debe existir un margen amplio de discrecionalidad, que no arbitrariedad, en la elección por el Juez atendiendo a las circunstancias concretas de cada caso y la valoración del mencionado interés del menor. En este sentido, la decisión concerniente a la medida a aplicar y a su duración ha de buscar, en principio, el interés del menor, pero sin que la norma prescinda absolutamente de los hechos y de su gravedad. Y es que, en definitiva, ambas cosas, (el interés del menor y la gravedad de los hechos), aparentemente autónomas, presentan notables espacios de intersección, pues a nadie conviene tanto como al propio menor, la necesidad de comprender el rechazo social que su comportamiento merece, siendo preciso para su completa formación que perciba la repugnancia que provoca en la sociedad su conducta.”

A.- IV VIGENCIA DEL ART. 4 LORPM: APLICACIÓN DE LA LORPM A MAYORES DE 18 AÑOS

Amenazas. El delito se consuma cuando las amenazas se difunden. El imputado contaba con 18 años. Aplicabilidad de la LORPM por la entrada en vigor del art. 4 LORPM en su redacción originaria.

AAP Madrid secc. 4ª nº 71/2011, de 14 de febrero Pte: Molina Marín, Josefina
“Se discute en el presente recurso la competencia objetiva, considerando el Ministerio Fiscal y el Magistrado de Instrucción que los hechos objeto de la causa tuvieron lugar durante el curso académico 2003/2004, cuando contaba el imputado 16-17 años de edad, por lo que conforme a lo dispuesto en el art. 5.3 de la LORPM corresponde a la Jurisdicción de Menores la competencia para el conocimiento de los hechos. Mientras que la parte recurrente alega que los hechos objeto de la causa tuvieron lugar el 10.03.06, cuando el imputado difunde a través de la página web www.youtube.com el video presuntamente amenazante, y es conocido por la perjudicada, fecha en la que aquél contaba con 18 años de edad...El recurso debe prosperar. Tratándose de un presunto delito de amenazas, éste se consuma cuando el anuncio conminativo llega a su destinatario, que en el caso de autos es cuando se difunde el video, el 10.03.06, y por tanto cuando el imputado contaba con 18 años de edad, en tanto que nacido el 5.05.1987, aun cuando el video se hubiera grabado dos años antes junto con un grupo de alumnos en la clase del colegio en el que estos estudiaban, y la perjudicada impartía clases...Ahora bien, debemos tener en cuenta que le es de aplicación el art. 4 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero...La entrada en vigor de lo dispuesto en este precepto se encontraba aplazada hasta el 1 de enero de 2007, según la disposición transitoria única de la LO 9/2002, de 10 de diciembre...Sin embargo, la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre...deroga el mencionado art. 4 LORPM ...No obstante, como su Disposición Final Segunda, dispone que su entrada en vigor se producirá a los dos meses de su publicación en el Boletín Oficial del Estado...En este caso, en el acusado concurren los dos primeros requisitos del mencionado art. 4...al imputársele un presunto delito de amenazas, cometido el 10.03.06 al colgar en la página de internet un video de contenido presuntamente amenazante (no lo hemos podido valorar al no haberse remitido el mismo ni descrito diligenciadamente su contenido), fecha en la que tenía 18 años, en cuanto nacido el 5 de mayo de 1987, y no constarle que tenga antecedentes penales. Precepto que resulta de aplicación a los jóvenes que cometan ilícitos penales durante el periodo de su vigencia e incluso con anterioridad, siempre que este último caso no haya recaído sentencia firme antes del 1 de enero de 2007, según los acuerdos adoptados por la Junta de Magistrados de las Secciones Penales de esta Audiencia Provincial de 12 de enero de 2007”.

Nota: este AAP Madrid es contrario a la doctrina sentada por la Instrucción 5/2006, sobre los efectos de la derogación del art. 4 LORPM, prevista por LO 8/2006 y a las SSTS nº 657/2009, de 17 de junio Pte: Soriano Soriano, José Ramón y nº 105/2009, de 30 de enero Pte: Sánchez Melgar, Julián

Delito de conducción temeraria, delito de atentado con instrumento peligroso y dos faltas de lesiones. No procede aplicar la LORPM al autor de más de 18 años aunque se entienda que su art 4 llegó a entrar en vigor.

SAP Tarragona secc. 2ª nº 336/2011, de 9 de junio Pte: Romero Adán, Samantha
“Del conjunto de lo anterior se desprenden una serie de consideraciones. En primer lugar y, a propósito de la redacción de las Disposiciones Transitorias de las Leyes Orgánicas 9/2000 y 9/2002, podemos concluir que el art. 4 LRPM en la redacción original conferida por la LO 5/2000....cuya aplicación se pretende...han permanecido suspendidos en su aplicación desde su nacimiento hasta el día 1 de enero de 2007 (Obsérvese cómo la Disposición Transitoria Única LO 9/2000 suspende su aplicación

por un plazo de 2 años a contar desde su entrada en vigor y la Disposición Transitoria Única prorroga la suspensión de su aplicación hasta el 1 de enero de 2007). En segundo lugar, si bien la LO 8/2006...no entra en vigor hasta el 5 de febrero de 2007 (Disposición Final 2ª) y, la misma no contiene una previsión expresa a cerca de la aplicación o no del art. 4 LRPM en su redacción original durante el período comprendido entre el día 1 de enero de 2007 y el día 5 de febrero de 2007, ni se pronuncia acerca de la previsión normativa contenida en el art. 69 CP, ha invitado en algún caso a sostener que tal circunstancia...permitían estimar que la voluntad del legislador no era otra que la de suprimir definitivamente la aplicación de dicha norma y, en otros a considerar que dicho vacío legal permitía estimar que durante el período comprendido entre el 1 de enero de 2007 y el día 5 de febrero de 2007 dicho precepto se hallaba vigente y por lo tanto resultaba de aplicación a quienes se hallaran en las circunstancias en él previstas, en tanto que norma más favorable...Sea como fuere, y aún acogiendo las tesis más favorables para el recurrente, consideramos que, en el presente supuesto no concurren los requisitos exigidos por el artículo 69 LORPM para estimar de aplicación la legislación de menores. Así, en primer lugar, no se han adverado circunstancias personales en el recurrente que justifiquen la pretensión que postula y, en segundo lugar, consideramos que, aún cuando tales circunstancias se hubieran justificado, al recurrente se le imputan un delito de conducción temeraria, un delito de atentado con instrumento peligroso y dos faltas de lesiones, es decir, hechos a los que resulta inherente, según la calificación provisoria realizada y, sin perjuicio, obviamente del resultado de la actividad probatoria que pudiera desplegarse en el acto de juicio oral, la puesta peligro de la vida e integridad física de las personas, circunstancia que proscribe la aplicación del artículo pretendido...Por todo ello, procede desestimar el recurso de apelación presentado”.

B.-II.-DILIGENCIAS DE INSTRUCCIÓN

Improcedencia de práctica de diligencias en la fase intermedia

AAP Barcelona secc. 3ª nº 714/2011, de 25 de octubre Pte: Manzano Meseguer, Mª Jesús
“Por lo que respecta a la práctica de pruebas, tal como señala el Juez de Menores corresponde al Ministerio Fiscal la práctica de aquellas diligencias de instrucción que considere convenientes de acuerdo con lo establecido en el art. 16 de la LORPM . Por su parte, el art. 26 señala que las partes podrán solicitar del Ministerio Fiscal la práctica de cuantas diligencias consideren necesarias. El Ministerio Fiscal decidirá sobre su admisión, mediante resolución motivada y las partes podrán, en cualquier momento, reproducir ante el Juzgado de Menores la petición de las diligencias no practicadas. Por tanto, no está prevista la práctica de dichas diligencias en la fase intermedia”.

B.-V.- DESISTIMIENTO Y ARCHIVO. EFECTOS

Decreto de archivo del Fiscal. Irrecurribilidad. Solo cabe plantear la cuestión ante el superior jerárquico del Fiscal

AAP Madrid, secc. 4ª, nº 127/2010, de 24 de junio Pte: Molina Marín, Josefina
“En la Jurisdicción especial de menores, la decisión de admitir o no a trámite la denuncia corresponde al Ministerio Fiscal, que agota la posibilidad de tramitación penal de la misma, y aunque tal decisión debe notificarse al denunciante, éste no puede reproducir su denuncia ante la autoridad judicial, al corresponder la instrucción al Ministerio Fiscal (art. 16.1 y 2 de La LORPM ), como tampoco cabe impugnar esta decisión ante la Jurisdicción ordinaria, sino solo ante el superior jerárquico del Fiscal. Interpretación que se desprende no solo del tenor de los arts. 16 y 18 de la LORPM , sino del propio art. 4 de la referida Ley...En el supuesto de autos, el Ministerio Fiscal dictó decreto por el que motivadamente razonaba el archivo del mismo en el sentido de que no queda acreditado el ánimo libidinoso que pudiera constituir el delito de abuso sexual consistente en el abrazo que el menor dio a la niña de 7 años, no siendo tampoco concluyente el informe psicológico de la víctima. Resolución que es plenamente compartida por esta Sala. Ante este decreto del Fiscal, el Juzgado de Menores solo podía adoptar la resolución impugnada, sin que exista posibilidad de impugnación por la parte denunciante”.

B.-IV.- MEDIDAS CAUTELARES

Amenazas condicionales proferidas a la progenitora. Medida cautelar de internamiento en régimen semiabierto. Procedencia.

AAP Tarragona secc. 2ª nº 104/2011, de 24 de febrero Pte: Montardit Chica, Mª Concepción
“La Sala, tras el análisis de las actuaciones, comparte los razonamientos expresados por el Juez de instancia. Sin entrar en la valoración de la existencia de indicios sobre la comisión del delito que se imputa al menor, en tanto que no se cuestionan en el recurso y resultan tanto de la denuncia de la progenitora como del propio reconocimiento por parte del menor, aunque manifestando éste que no tenía intención de llevar a cabo el contenido de las amenazas de muerte proferidas, debe convenirse en la proporcionalidad de la medida si se tiene en cuenta que ya con anterioridad a los hechos que han dado lugar a la formación de la presente causa, el menor estuvo sometido a la jurisdicción de menores, imponiéndosele una medida, por agresión física a su madre, así como que despliega una conducta agresiva llegando a romper objetos en el domicilio familiar y que en éste convive una hermana de tan sólo cuatro años de edad, constando asimismo la existencia de un requerimiento de cumplimiento de medida de libertad vigilada que le había sido impuesta y que, según informaba el Equipo Técnico no cumplía...Todo ello apunta, sin duda, a la concurrencia de los requisitos contemplados en el art. 28 de la LORRPM , apreciándose una peligrosidad y riesgo de reiteración en la conducta, que hace necesaria la adopción de una medida de contención que, no existiendo garantías de que la convivencia con los abuelos pudiera corregir y reconducir al menor, dado que, en efecto, no consta informe alguno al respecto ni han sido oídos aquéllos sobre tal extremo, ni se sabe si serían idóneos para aquellos fines, necesariamente debe pasar por la medida acordada en el auto recurrido, teniendo en cuenta, a mayor abundamiento, que la medida de libertad vigilada que le fuera impuesta en otro procedimiento ha resultado infructuosa dado el incumplimiento de la misma por parte del menor”.

Delito de robo con violencia del artículo 242 CP. Medida cautelar de internamiento semiabierto. Procedencia.

AAP Madrid secc. 4ª nº 122/2011, de 12 de julio Pte: Medina Hernández, Modesta Mª
“La gravedad del delito que se imputa al menor, singularmente considerada la edad de la víctima, el hecho de que carezca de un entorno familiar de apoyo y control, las fugas que ha protagonizado de los Centros de Protección, la reciente imputación de otro hecho delictivo de similar entidad, justifican en este momento la medida cautelar adoptada, medida que se estima proporcionada por la gravedad del delito y en interés del menor, siendo de destacar que el informe del Equipo Técnico en atención a la situación de riesgo en la que se encuentra el menor, proponía una medida de mayor contención a la acordada, el internamiento en régimen cerrado”.

Robo con intimidación. Medida cautelar de internamiento semiabierto. Procedencia

AAP Madrid secc. 4ª nº 125/2011, de 14 de julio Pte: Medina Hernández, Modesta Mª
“Contra la adopción de la medida cautelar de internamiento semiabierto de la menor, alega su defensa que es desproporcionada por ser un anticipo de la posible medida que pudiera imponérsele, y resulta innecesaria a la vista del informe emitido por el Equipo Técnico...No podemos compartir las alegaciones del recurrente. A la menor Enrique, se le imputa la participación en dos delitos de robo con violencia cometidos el 19 de abril de 2011 en unión de otras dos menores, quienes abordaron en dos ocasiones a dos grupos de jóvenes, apoderándose de dos teléfonos móviles y de una cámara de fotos. Los indicios resultan tanto de la ocupación de la cámara de fotos en poder de una de las menores, como de la declaración de las otras menores imputadas quienes reconocieron en buena parte los hechos y la implicación de la recurrente, quien por otro lado admitió encontrarse en compañía de Coral y de Guillerma aunque negó haber cometido ningún robo...Por otro lado, el informe emitido por el Equipo Técnico, pone de manifiesto que la menor se encuentra en una incipiente situación de riesgo principalmente por su fracaso escolar y el elevado absentismo, dada su corta edad (14 años) y que su familia, monoparentel y que le proporciona un buen vínculo afectivo y adecuadas pautas educativas, no parece contar con recursos para reconducir la situación de desmotivación por la formación o al menos no le dan la suficiente importancia. El Equipo Técnico destaca que también es susceptible de valoración el entorno social de la menor por la falta de estructuración del tiempo de ocio en relación con el contexto en el que sucedieron los hechos, y propone un intervención cautelar con una medida de libertad vigilada donde poder trabajar en las carencias detectadas a nivel social y educativo y que al mismo tiempo apoye a la familia en el seguimiento de la menor...Tratándose la medida cautelar adoptada de las previstas en el artículo 28 de la LORRPM , y siendo la propuesta por el Equipo Técnico, estimamos que la medida es proporcionada y necesaria dada a la situación de la menor y justificada por la gravedad de los hechos que se le imputan. Por todo ello, el recurso debe ser desestimado”.

Medida cautelar de libertad vigilada. Improcedencia. No puede utilizarse como ejecución anticipada.

AAP Huelva secc. 1ª nº 8/2011, de 10 de enero Pte: García García, Santiago
“El Ministerio Fiscal discrepa de la resolución apelada porque entiende que dada la gravedad de los hechos que se han denunciado -conducción temeraria, desobediencia, lesiones y amenazas a agentes de Policía Local- y los informes sobre la falta de control de impulsos de Justino, menor de edad, se requiere una intervención inmediata sobre el mismo, sin esperar a la audiencia, pues no reconoce su responsabilidad ni la enfermedad o trastorno que padece. Y propone la medida cautelar de libertad vigilada, conforme al art. 28 LORPM...Se opone la Defensa, que argumenta encontrarse el menor sometido a control familiar suficiente...Acción protectora de los padres que le garantiza seguir el tratamiento médico adecuado, medicación y la atención suficiente en el cumplimiento de sus horarios, ocio, ocupaciones escolares y rendimiento académico...Convenimos con la resolución apelada que no debe imponerse la medida cautelar que se ha interesado por el Ministerio Fiscal, con oposición de la Defensa. Supone añadir una intervención anticipada y perturbadora para el desarrollo natural del proceso judicial -de instrucción sencilla y rápida- y el desenvolvimiento de la relación familiar, reforzando su desarrollo educativo...Queda por determinar la verdadera dimensión de los hechos denunciados...Sería profundamente injusto cumplir por adelantado una medida judicial que no resulte después proporcionada a lo ocurrido realmente...Errores a los que un menor es especialmente sensible, consecuencia de su falta de madurez, con una personalidad aun en evolución...Sabida es la naturaleza protectora, mas que reformadora, de las medidas cautelares respecto de menores infractores, que a menos lo requiera el riesgo y conflicto social en el que vivan, no deben ser objeto de una intervención cautelar que se extralimite en sus necesidades de protección educativa, para adentrarse en la simple y pura sujeción a medidas coercitivas de control, propias de la fase de ejecución reformadora, una vez impuestas por sentencia firme...Este fue el gran avance que supuso en el Derecho Penal Juvenil la Ley Orgánica 4/1992, seguida por la actual LORPM del año 2000, frente al anterior sistema regido por ideas de defensa social, en que lo importante no era tanto juzgar como intervenir y ejecutar...De los testimonios de particulares que aporta en esta instancia el Ministerio Fiscal como parte recurrente, no se aprecia una situación actual de riesgo o desprotección del menor. Que aconseje una medida cautelar que, en tanto se celebra el acto de audiencia, asegure la instrucción del expediente, tanto en su vertiente de puesta a disposición judicial del menor como de garantizar la legítima obtención de pruebas de los hechos perseguidos. El informe del Equipo Técnico no está, en realidad, mas próximo al Ministerio Fiscal que a la resolución recurrida, al considerar aconsejable la medida cautelar "con el fin de facilitarle un apoyo externo al medio familiar"...Y es que no es aconsejable una medida cautelar de libertad vigilada, cuando la familia del menor puede prescindir de este apoyo protector, y no constan resultados insatisfactorios del control parental sobre el seguimiento del tratamiento médico prescrito al menor, y programas académicos y educativos propios de su edad...Se informa por el Ministerio Fiscal de la incoación de otro expediente anterior, en el que se imputaba a Justino una falta de lesiones, y que fue desistido finalmente...Lógicamente, no puede ser tenido en cuenta en este expediente, sin que se llegase a determinar su posible responsabilidad...Por todo ello, procede mantener la denegación de medida cautelar respecto de Justino, que no consta se encuentre en actual situación de abandono, riesgo o conflicto social, y sin el adecuado control o sujeción familiar”.

Medida cautelar de internamiento en régimen semiabierto. La finalidad de evitar reiteración delictiva es una finalidad legítima.

AAP Castellón secc. 1ª nº 187/2011, de 19 de abril Pte: Garrido Sancho, Pedro Luis
“La conducta que motivó la incoación del expediente cuya resolución ha provocado este recurso es, en principio, subsumible en los tipos delictivos de atentado, previsto y penado en el art. 550 CP, y de daños del art. 263 CP, en razón al grave altercado que protagonizo en la noche del 20 de diciembre de 2010, tanto en el centro de protección como durante el traslado a la Comisaría. El Juez de Menores fundamentó su decisión en la discrecionalidad que le concede el art 28 LORPM , basándose en los indicios que implican al menor en esos delitos y en el peligro de reiteración delictiva, a la vista de otros expedientes de reforma incoados en Fiscalía de Menores y de sus circunstancias personales, familiares y sociales, con disciplina inapropiada, pautas educativas inconsistentes, bajo rendimiento académico, consumo habitual de drogas, ataques de cólera y grupo de relación de riesgo...Aplicando tales parámetros a la resolución de instancia se aprecia que la misma expresa razonadamente el fin legítimo que se persigue con tal medida cautelar: evitar la reiteración delictiva. Dicha posibilidad se fundamenta en un dato objetivo inicial, cuales son los indicios delictivos expresados que, conjugando con otros datos concurrentes que tienen que ver con el resto de circunstancias concretas y subjetivas del recurrente, se sobreponen, en opinión del Juez de Menores, a las alegaciones efectuadas por aquél. Y ello es así por cuanto de las diligencias de investigación practicadas consta en la causa la existencia de unos hechos que presentan los caracteres al menos por ahora y con carácter indiciario de los delitos de amenazas, atentado y daños, además de constarle otros diez expedientes de reforma, por lo que en supuestos como el de autos tal medida se presenta como medida de prevención, no para lograr la efectividad de la sentencia penal, sino para prevenir hechos delictivos que el autor amenaza realizar en el futuro, en cuyo caso tal medida cautelar debe ser proporcionada a la peligrosidad del autor...Por otro lado, y contrariamente a lo alegado en el recurso, concurren los demás requisitos exigidos por la ley para mantener la medida cautelar, pues debemos tener en cuenta las circunstancias personales del citado menor en las que no nos consta arraigo familiar, social o laboral alguno, pese a lo manifestado al respecto en el escrito recurso. Se añade a lo anterior la necesidad de evitar la reiteración delictiva, como antes se ha dicho, de modo tal que si entre los criterios que jurisprudencialmente se han venido considerando relevantes para el enjuiciamiento de la suficiencia y racionalidad de la motivación se encuentran, en primer lugar, las características del delito, y en segundo lugar las circunstancias concretas y las personales del interesado, siendo importante también el momento procesal en que la medida se adopte, puede decirse que, desconociendo esta Sala si ha finalizado la instrucción de la causa y a la vista de los términos en que se expresa el auto impugnado, la decisión judicial ha sido adoptada de manera fundada y suficiente (por referirse a todos los extremos que autorizan y justifican la medida), razonada (por expresar el proceso lógico que individualiza la aplicación de las exigencias constitucionales al caso concreto) y acorde con los fines de la institución...En este caso, por tanto, la resolución judicial por la que se decretó el internamiento del menor en régimen semiabierto puede considerarse suficientemente motivada, en la medida en que aporta elementos de convicción acerca de la existencia real del riesgo que se intentaba evitar y que constituía un fin constitucionalmente legítimo justificativo de la imposición de tan excepcional medida cautelar, por lo que al concurrir entonces todos los requisitos legales y jurisprudencialmente establecidos para la adopción de la medida cautelar de referencia el recurso de apelación debe ser desestimado”.

Finalidades legítimas del internamiento cautelar

AAP Lleida secc. 1ª nº 253/2011, de 7 de junio Pte: Juan Agustín, Mercè
“...la Jurisprudencia de las Audiencia Provinciales ha venido entendiendo que para valorar la corrección o no de dichas medidas cautelares deberá estarse a la concurrencia de los siguientes presupuestos: a) regla de juicio, consistente en que es suficiente la concurrencia de indicios racionales de la comisión de un hecho delictivo y la participación en el mismo del menor, en el bien entendido de que dichos indicios no deben confundirse con la prueba de cargo suficiente para destruir el principio de presunción de inocencia, cuya concurrencia sólo podrá valorarse en sentencia tras la celebración del correspondiente juicio; y b) regla de tratamiento, es decir que la medida cautelar responda a algunos de los fines constitucionalmente legítimos, que son la obstrucción de la justicia, la sustracción a su acción, la reiteración delictiva o la protección de la víctima, con la singularidad de tomar en especial consideración el interés del menor”.

Recurso del Fiscal contra auto por el que no se accede a su petición de medida cautelar de internamiento y se acuerda la de libertad vigilada. Necesidad de articular una finalidad legítima. Improcedencia de proponer en segunda instancia una medida cautelar no interesada del Juez de Menores.

AAP Barcelona secc. 3ª nº 647/2011, de 12 de septiembre Pte: Valle Esqués, Fernando
“...parece que el Ministerio Fiscal justifica su petición en base a la gravedad de los hechos imputados al menor, pero dicha circunstancia, por si sola, no parece que sea suficiente para modificar la adopción de la medida impuesta por la tan gravosa como lo es la de internamiento en régimen cerrado. En cuanto a una hipotética reiteración delictiva, la misma no puede deducirse de las circunstancias personales o sociales del menor, sino que por la parte apelante parece ser que se intenta justificarla en la forma de actuar de la tribu urbana "Latin King's"; razón aquélla por la que estimamos que la medida cautelar adoptada por la Magistrada de instancia se ajusta y es proporcionada a la información que tenía sobre las circunstancias personales y sociales del menor y sobre la gravedad de los hechos denunciados, por lo que procede anunciar la desestimación del recurso...El Ministerio Fiscal, subsidiariamente, solicita que se adopte una medida de alejamiento del menor Maximo respecto de la víctima, Adrian. Dicha pretensión no puede prosperar, no porque sea inadecuada a las circunstancias que concurren en la víctima y en su presunto agresor, sino por entender que no cabe plantear por primera vez en la segunda instancia peticiones que nunca han sido formuladas ante el Juez de Menores. Si en este momento procesal entráramos a resolver sobre la medida de alejamiento solicitada por el Ministerio Fiscal, contra nuestra resolución ya no cabría interponer recurso alguno y privaríamos al menor de la posibilidad de discutir dicha cuestión en las dos instancias a las que tiene derecho conforme a lo dispuesto en la LORPM . Por lo tanto, lo ahora resuelto no impide que el Ministerio Fiscal inste ante el Juzgado de Menores num. 2 de Barcelona la adopción de la medida cautelar de alejamiento reproduciendo los argumentos expuestos en el presente recurso. Por todo lo expuesto, es procedente desestimar el recurso de apelación interpuesto y ratificar íntegramente la resolución impugnada”.

Necesidad de justificar la finalidad perseguida por la medida cautelar

AAP Santa Cruz de Tenerife, secc. 2ª, de 29 de marzo de 2010 Pte: Requena Juliani, Jaime
“La adopción de medidas cautelares en el ámbito de la jurisdicción de menores está condicionada a la concurrencia de un doble requisito (cfr. art. 28.1 LORPM ): la existencia de indicios suficientes de la comisión del delito; y de una finalidad legítima (evitar el riesgo de fuga o la necesidad de protección de la víctima). La medida debe ser adoptada en interés del menor (la Ley habla de "medidas cautelares para la custodia y defensa del menor expedientado o para la debida protección de la víctima" (art. 28.1 p I LORPM ), pero ese interés no justifica por sí mismo la adopción de la medida en cuestión...Pues bien, la resolución recurrida no expresa ni concreta cuáles son los elementos de los que deriva el riesgo de fuga del menor, y no consta tampoco ninguna circunstancia de la que derive el riesgo de que el menor pudiera volver a atentar contra los intereses del propietario del establecimiento en el que se cometió el robo...Tampoco consta en la resolución recurrida una valoración específica de las circunstancias que pueden llevar a justificar -acreditado el cumplimento de los requisitos del art. 28.1 LORPM - la adopción de una medida de internamiento (art. 28.2 LORPM ): los hechos imputados no resultan de especial gravedad -se trata de un delito patrimonial cometido sin violencia-; no se justifica la existencia de un riesgo de fuga grave; se alude en el antecedente de hecho del auto recurrido a la existencia de otras imputaciones por delitos de igual naturaleza, pero ni se concreta cuáles son esas actuaciones, de qué infracciones se trata, ni cuáles fueron las medidas adoptadas en esos procedimientos...Es cierto que los informes técnicos aconsejan una intervención sobre el menor en un contexto de contención, pero como se indicó anteriormente, ese posible interés del menor no justifica por sí mismo la adopción de medidas cautelares. Es más, las actuaciones remitidas parecen en algún punto hacer referencia a la existencia de otras medidas en ejecución: si es así, lo correcto -visto ese invocado interés- será valorar la posible modificación de la medida ya en cumplimiento (art. 51 LORPM )...En definitiva, no puede compartirse que haya quedado suficientemente acreditado el cumplimiento de los requisitos que justifican la posible adopción de medidas cautelares (art. 28.1 LORPM ), y menos aún, para la adopción de una medida de internamiento (art. 28.2 LORPM )”.

Menores que desarrollan su actividad delictiva los fines de semana. Posibilidad de imponer como medida cautelar la medida de permanencia de fines de semana

AAP Alava, secc. 2ª, nº 3/2011, de 11 de enero Pte: Tapia Parreño, José Jaime
“En el primero de los motivos del recurso de apelación el Ministerio Fiscal entiende que el auto dictado por el Juzgado de Menores conculca el principio de taxatividad y de seguridad jurídica...En el desarrollo de este motivo aquél aduce que el art. 28 de la LORPM sólo contempla la imposición de ciertas medidas cautelares y que no se pueden imponer otras...Si no atenemos a una interpretación literal y estricta de dicho precepto, podríamos aceptar el planteamiento impugnativo, pero ese precepto, como otros, especialmente en el ámbito de la justicia llamada cautelar, y en particular cuando se trata de la adopción de medidas cautelares respecto de menores, puede ser interpretado de otra manera, siguiendo criterios teleológicos y sistemáticos...En efecto, a diferencia de lo que ocurre con las medidas cautelares que se pueden establecer respecto de un

adulto, el art. 28.1 de la LORPM indica que las medidas cautelares tienen una doble finalidad " la custodia y defensa del menor expedientado o la debida protección de la víctima", debiendo recalcar, en lo que aquí interesa, ese primer fin, esto es, la custodia y defensa del menor expedientado...Igualmente tal norma en su primer apartado establece que el Juez (de Menores) ha de resolver " tomando en consideración el interés del menor" y el apartado segundo contempla que " para la adopción de la medida cautelar de internamiento se atenderá a la gravedad de los hechos, valorando también las circunstancias personales y sociales del menor"...Por su parte el art. 158 CC EDL 1889/1 , complementando ese precepto, señala que el Juez de oficio puede acordar en cualquier procedimiento penal, en el que se incluye el proceso previsto en la LORPM , " las demás disposiciones que considere oportunas, a fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios"...Estas menciones legales nos permiten una exégesis del precepto diferente que la literal que nos propone el Ministerio Fiscal, de modo que cuando el art. 28 LORPM establece que las medidas cautelares puede consistir en unas determinadas no está excluyendo que se puedan tomar otras que puedan redundar en beneficio o interés del menor; que sirvan para su defensa o para evitarle perjuicios, singularmente en este supuesto la comisión de nuevos hechos delictivos, y dentro de tales medidas se puede integrar aquellas que la propia LORPM prevé como medidas definitivas, que tienen una finalidad sancionadora, pero también y esencialmente educativa o reformadora de la conducta...Así pues, la relación de medidas recogidas en el art. 28 LORPM no sería "numerus clausus", sino simplemente enunciativa, porque, en todo caso, por la vía del art. 158 CC el Juez de Menores podría adoptar otras medidas para evitar perjuicios al menor, que es lo que, según inferimos de la motivación del auto apelado, ha pretendido la Magistrada del Juzgado de Menores. En segundo término, el Ministerio Fiscal aduce básicamente que no se puede adoptar la medida de permanencia de fina de semana como medida cautelar, porque no es una modalidad atenuada de internamiento, y el Juzgado de Menores habría fundamentado su decisión en que la medida de permanencia de fin de semana lo es...El examen de la argumentación del auto permite diferentes interpretaciones de lo que se ha querido significar cuando tal resolución alude a la medida de permanencia de fines de semana como medida atenuada de internamiento.

Estrictamente, tendría razón el Ministerio Fiscal cuando mantiene que no es una modalidad del internamiento. Éste, según el punto III 16 de la Exposición de Motivos y el art. 7.1 a) b) y c) de la LORPM está previsto en tres concretas formas, como son el internamiento cerrado, semiabierto y abierto, y el punto III 21 de la Exposición de Motivos y el art. 7.1 g) de dicho Cuerpo Legal contemplan la permanencia de fin de semana como una medida diferente de la medida de internamiento...Ahora bien, el análisis de la motivación del auto permite otra perspectiva hermenéutica de la expresión modalidad atenuada de internamiento, que ha podido servir razonablemente de fundamento para acordar la medida cautelar de permanencia de fin de semana...Así, es diáfano que en su configuración legal, según la descripción que la LORPM hace de esta medida, aquélla es una medida privativa de libertad, y así lo indica expresamente el art. 8 de dicho Texto Legal incluyendo a la misma entre las medidas privativas de libertad. Por otro lado, si se analiza la descripción legal de la medida de internamiento tanto en la Exposición de Motivos como en el art. 7, en particular del internamiento en régimen abierto, y especialmente si se tiene en cuenta la forma práctica de ejecución de estas medidas que se viene haciendo por parte de los Juzgados de Menores, sobre la base de los principios flexibles de ejecución que contempla la LORPM y el Reglamento de dicha Ley, que permiten una ejecución de las medidas privativas de libertad acomodada

a las necesidades y circunstancias del menor, se puede concluir que el Juzgado de Menores dentro de los límites legales puede establecer condiciones de cumplimiento de las medidas privativas de libertad, y en particular del internamiento...Esto significa, desde nuestra perspectiva, que dentro de la medida de internamiento en régimen semiabierto, que permite que las personas sometidas a esta medida residan en un centro, pero puedan realizar fuera del mismo alguna o algunas de las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio establecidas en el programa individualizado de ejecución de la medida, y del internamiento en régimen abierto, según el cual las personas sometidas a esta medida llevan a cabo todas las actividades del proyecto educativo en los servicios normalizados del entorno, residiendo en el centro como domicilio habitual, con sujeción al programa y régimen interno del mismo, el Juzgado de Menores puede acordar que el menor sólo tenga que acudir al centro de menores los fines de semana y que durante la semana permanezca en su domicilio y cumpla con sus obligaciones escolares, en orden a su integración social.

Si tomamos en consideración esta interpretación, el Juzgado ha podido querer significar que está autorizado para adoptar la medida de permanencia de fin de semana como medida cautelar, porque podría haber adoptado como medida cautelar un internamiento (sí previsto como medida cautelar en el art. 28 LORPM ) con unas condiciones o circunstancias de ejecución que en la práctica serían similares a la medida de permanencia de fin de semana...Esta misma argumentación avala la tesis mantenida de que se ha podido adoptar como medida cautelar la establecida en el auto impugnado.

Finalmente el Ministerio Fiscal entiende que no se puede fundamentar la medida cautelar en que los menores desarrollan su actividad delictiva los fines de semana, porque esta circunstancia ocurriría en la mayoría de los casos...No debe ser esto necesariamente así, cuando, a diferencia de otras medidas, el legislador en el punto III 21 de la Exposición de Motivos explica que esta medida de permanencia de fin de semana es adecuada "para menores que cometen actos de vandalismo o agresiones leves en los fines de semana"...Suponiendo que sea cierto que efectivamente sean los fines de semana cuando generalmente los menores delinquen, ello no es óbice para que en el caso concreto la Magistrada del Juzgado de Menores, tomando en consideración el informe del Equipo Psicosocial y del Gobierno Vasco, que proponían una medida cautelar no privativa de libertad como era la Libertad Vigilada, haya podido valorar que los menores objeto del expediente cometen los hechos los fines de semana y que durante el resto de la semana no existe tal peligro, porque por razones familiares, educativas o de otra índole existe una posibilidad real de evitar su perpetración.

En tal sentido, no podemos compartir la ponderación que en términos generales y para el supuesto concreto lleva a cabo la representante del Ministerio Fiscal.

En términos abstractos parece entender que cuando un menor delinque es porque tiene carencias o déficits de control y de autoridad y que los mismos sólo se pueden abordar acordando una medida de internamiento, lo que no se compadece con el hecho de que el invocado por el Ministerio Fiscal art. 28 LORPM prevea medidas cautelares que no son privativas de libertad.

Y en segundo lugar, en relación al caso analizado, el criterio del Ministerio Fiscal sobre la medida más adecuada para los menores imputados no es acorde con el informe del Equipo Psicosocial, y tampoco expone aquél porque, frente al criterio de éste, debe prevalecer su postura.

La gravedad de los hechos es uno de los elementos que se han de ponderar en la determinación de la medida cautelar, pero, aparte de aquélla, según expusimos, se han de valorar las circunstancias del menor.

En este caso, el Juzgado ha motivado razonablemente porqué en interés de los menores, atendidas sus concretas circunstancias familiares, educativas y sociales, consideraba procedente la imposición de la medida de permanencia de fin de semana, y esta Sala no encuentra motivos poderosos para que se deba adoptar la medida de internamiento en régimen semiabierto, que no está aconsejada por el Equipo Psicosocial ni por el Gobierno Vasco, que, aunque no emiten informes vinculantes, sí tienen relevante importancia para constatar o apreciar el interés del menor.

Por ello, hemos de rechazar el recurso de apelación, y es de confirmar el auto apelado”.

Internamiento cautelar semiabierto en robo con fuerza. Finalidad de evitar reiteración delictiva

AAP Castellón secc. 1ª nº 342/2010, de 15 de septiembre Pte: Garrido Sancho, Pedro Luis
“No debemos olvidar, en ese sentido, que si bien la citada medida cautelar es de naturaleza excepcional y que exige como presupuesto la existencia de indicios racionales de la comisión de un delito y, como objetivo, la consecución de fines constitucionalmente legítimos y congruentes con la naturaleza de la misma, es lo cierto que entre esos fines se encuentran respecto del menor Juan Carlos precisamente el de evitar "el riesgo de que cometa otros hechos delictivos"...Si entre los criterios que jurisprudencialmente se han venido considerando relevantes para el enjuiciamiento de la suficiencia y racionalidad de la motivación se encuentran, en primer lugar, las características del delito y su gravedad, y en segundo lugar las circunstancias concretas y las personales del menor, puede decirse que, atendiendo a los términos en que se expresa el auto impugnado en relación con los anteriores consideraciones, la decisión fue adoptada de manera fundada y suficiente (por referirse a todos los extremos que autorizan y justifican la medida), razonada (por expresar el proceso lógico que individualiza la aplicación de las exigencias constitucionales al caso concreto) y acorde con los fines de la institución...Por ello, al fundamentar la medida de internamiento, además de en los requisitos del art. 28 LORPM , en la necesidad de evitar la reiteración delictiva, se había expresado razonadamente por el Juez de Menores una fundamentación que es coherente con la naturaleza y fines de la decisión adoptada, y que expresaba la ponderación de las circunstancias personales del menor y las del caso concreto, máxime a tenor de lo señalado en su escrito de impugnación del recurso por el Ministerio Fiscal, de modo que al concurrir en las circunstancias expresadas los requisitos legales establecidos en ese sentido, el recurso debe ser desestimado. Todo ello, sin perjuicio de que carece de objeto actualmente el recurso al haber finalizado la medida de internamiento”.

Medida cautelar de internamiento en centro en régimen semiabierto. Malos tratos de hija a su madre y hermana. Riesgo de atentar contra los bienes jurídicos de la víctima

AAP Castellón secc. 1ª nº 301/2011, de 5 de julio Pte: Fernández Hernández, Antonio
“Analizadas las declaraciones prestadas por la madre de la menor, Dª Benita, ante el
Fiscal de Menores, y de la propia menor Modesta, que reconoció los hechos en la
misma Sede, puede afirmarse la concurrencia de los indicios racionales de la comisión

de un delito, dándose por tanto, el primero de los presupuestos legalmente exigidos para poder acordar la medida cautelar impuesta y ahora recurrida. El segundo de los presupuestos, que se encuentra descrito de forma alternativa en la LORRPM y que debe añadirse al fumus boni iuris es, en este caso, el riesgo de atentar contra los bienes jurídicos de la víctima. A este respecto, Dª Benita manifestó en la Fiscalía de Menores que las agresiones que Modesta dirige contra la declarante y la hermana menor de aquella tienen lugar desde hace tiempo " aunque las agresiones no eran tan continuas como ahora. Que anteriormente eran una vez al mes, refiriéndose la declarante a las agresiones físicas. Que actualmente las agresiones son casi todos los días tiene agresiones físicas por parte de su hija (...) Que Modesta también ha agredido a su hermana pequeña. (...) Que las amenazas e insultos se producen todas los días. Que esta situación empieza hace unos 5 años "...Se opone a ello en el recurso que Modesta comprende la incorrección de su conducta mostrando arrepentimiento, así como que se ha optado directamente por el internamiento sin haberse contactado antes con otros familiares. En relación a la primera de las alegaciones, la propia Modesta declaró en Fiscalía de Menores que cuando su madre le contesta (o le dice que apague el televisor o no le lleva en coche a Castellón) se pone muy nerviosa y que cuando se pone muy nerviosa, se pone agresiva y lo paga con su madre. Por lo que respecta a la ausencia de establecimiento de contactos con familiares a fin de evitar el internamiento, el Informe-Propuesta emitido por el Centro Educativo Colonia San Vicente Ferrer pone de manifiesto que a Modesta se le ha diagnosticado un Trastorno Disocial (f. 42), presentando durante el tiempo que ha transcurrido en el mismo Trastorno Negativista Desafiante, habiendo observado los profesionales que han intervenido con ella que Modesta se relaciona muy poco con los adultos, "no busca la relación, no acepta consejos, no se muestra comunicativa, ni confiada, espontánea o respetuosa", concluyendo dicho informe que entre las características de riesgo que Modesta presenta se encuentra que "probablemente tiene un Trastorno Negativista-Desafiante, su locus de control es externo, muchas dificultades para resolver problemas interpersonales, tendencia a verlo todo negro, escasas habilidades sociales y de relación con los demás"...Si a ello le añadimos además que su madre (denunciante, conviene no olvidarlo) "es el único referente educativo y afectivo adulto, ya que no disponen de apoyos por parte de la familia extensa del padre de Modesta (fallecido) y la familia de origen de Benita residen en otra comunidad autónoma", no parece que las medidas propuestas con carácter alternativo a la adoptada judicialmente sean las más apropiadas para la menor Modesta. Máxime si se tiene en cuenta que, según consta en el Modelo individualizado de intervención, "durante el periodo de internamiento cautelar y una vez transcurrido el correspondiente periodo de adaptación, que tendrá una duración aproximada de dos semanas, se realizarán las correspondientes exploraciones (psicológica, pedagógica y social), así como una observación prolongada dentro de su grupo educativo para detectar las posibles necesidades educativas que presente" ...habiendo mostrado, según el Informe Propuesta "durante el tiempo que Modesta lleva ingresada en el Centro (...) una evolución positiva pero lenta". No puede, en atención a todo ello, compartirse la posición de la recurrente.

El diagnóstico que presenta Modesta, así como la existencia de otras diligencias por agresiones, iniciadas a consecuencia de otra denuncia presentada por su madre, llevan a esta Sala a estimar acorde a Derecho la medida cautelar adoptada, procediendo consecuentemente, la desestimación íntegra del recurso interpuesto. Todo ello por no mencionar que el hecho de que Modesta padezca una enfermedad mental o que carezca de antecedentes en nada influye en la determinación de la gravedad de los hechos

cometidos -que lo son-, la cual debe determinarse en este caso en atención a las circunstancias objetivas que rodean al mismo, sirviendo las subjetivas además, para considerar, como ya se dijo con anterioridad, más adecuada la medida cautelar impuesta por el Juez a quo que la pretendida por la recurrente, pues no se ha aportado dato alguno, reiteramos, que permita a esta Sala considerar la convivencia con algún familiar distinto a la madre resulte más beneficiosa para Modesta que el internamiento acordado”.

Robo con violencia. Riesgo de reiteración delictiva. Justificación de la medida cautelar de internamiento

AAP Albacete secc. 2ª nº 146/2011, de 26 de julio Pte: Montalvá Sempere, Mª Angeles
“en contra de la tesis esgrimida por la representación de la menor, la medida sí resulta conveniente y ello porque de las actuaciones testimoniadas se deriva que : 1º existen indicios racionales de la comisión de un delito de robo con intimidación previsto en el art 242 del CP, pues la menor nacida el 17/5/1997 resulta identificada con las cámaras existentes en el Centro Comercial donde suceden los hechos, la cual aborda a la víctima diciéndole "dame el dinero que llevas o te mato aquí mismo" consiguiendo su propósito. 2º Que el hecho es grave y no es el primero cometido por la menor pues ya con once años inició su trayectoria....la cual se llegó a fugar del Centro de Toledo el 3/1/2010. 3º Que valorando sus circunstancias su entorno marginal propicia su conducta delictiva, como así se deriva del Informe del Equipo Técnico...,resultando que la menor ya ha tenido ingresos e incidencias en el Centro de Acogida "Arco Iris" y "Paideia" de Bargas en Toledo...En suma, no logrando socializarse la menor, habida cuenta el inicio temprano de su trayectoria y su entorno hostil y nada ejemplar, sus fugas, su negativa a acatar normas de conducta, la trayectoria que también tiene sus padres y hermanos, se puede concluir que la medida está sobradamente justificada, existiendo además claro y evidente riesgo de reiteración, por lo que con desestimación del recurso interpuesto procede mantener la indicada medida cautelar”.

B.-VII SECRETO DE LAS COMUNICACIONES

Solicitud de autorización judicial para obtener listado de llamadas entrantes y salientes en la investigación de un delito de lesiones. Procedencia de la autorización judicial

AAP Sevilla secc. 3ª nº 519/2011, de 9 de septiembre Pte: Holgado Merino, JoséManuel
“El secreto de las comunicaciones puede limitarse por resolución judicial que pretenda
un fin constitucionalmente legítimo, resolución judicial en la que se debe efectuar el
llamado juicio de proporcionalidad. Pues bien, en el presente caso se investiga la presunta participación  del  menor  Millán en la comisión de un delito de lesiones. Si tenemos en cuenta la naturaleza del delito investigado, la distinta versión que ofrecen quienes fueron únicos testigos directos, no cabe la menor duda de que es proporcional para la investigación de los hechos acceder a lo solicitado porque puede ser importante, incluso decisivo, el resultado de la intervención.

Si la prueba puede ser decisiva y fundamental comprobar si efectivamente esas comunicaciones se han realizado y si la denunciante ha seguido llamando con naturalidad y asiduidad al denunciado por cuanto de un lado si eso fuera cierto desvirtuaría la denuncia y declaración en la Fiscalía... y si no lo es sería prueba fundamental de que el imputado falta a la verdad en su declaración; la prueba interesada por el Ministerio Fiscal nos parece útil y necesaria para la investigación de los hechos. El resultado de la intervención demostrará o no su utilidad, pero, en todo caso, ahora y en este estado de la investigación, a pesar del tiempo transcurrido, resulta justificada.

En definitiva, consideramos relevante, necesaria, pertinente y posible conocer del tráfico de llamadas en los términos solicitados, porque para este tipo de delito, visto el resultado de las manifestaciones de los implicados, es fundamental utilizar este mecanismo de investigación.

No cabe la menor duda de que es proporcional para la investigación de tales hechos acceder a lo solicitado, teniéndose en cuenta que no se alcanza a conseguir el fin constitucional-la investigación del delito y la indiciaria participación de la persona implicada-,de manera menos gravosa que la limitación del derecho fundamental cuestionado”.

B.- VIII DOBLE JURISDICCIÓN

Problemas generados por la doble jurisdicción

SAP Sevilla secc. 3ª nº 508/2011, de 20 de octubre Pte: Holgado Merino, José Manuel
“La doble jurisdicción comporta un derroche de energías y esfuerzo en sedes policial y judicial que no se ve compensado por ventaja alguna. Los derechos de todos, mayores y menores, quedan igualmente salvaguardados con una sola investigación. No advertimos su utilidad ni son necesarios dos procedimientos paralelos porque, tanto en la jurisdicción de mayores como menores, deben aplicarse estrictamente todas las garantías constitucionales. En este sentido, es acertada la manifestación del Juzgado de menores que señala, como el Tribunal Constitucional ha reiterado en diversas resoluciones...que las garantías constitucionales que disciplinan el procedimiento penal son también de aplicación al procedimiento de menores)...La existencia de un procedimiento paralelo, en la fase de investigación supone complejidad y duplicidad de tramites injustificados y distorsiona la vista oral porque, quien declara como imputado en una vista tiene que declarar como testigo "sui generis" en la otra, cuando no se ha celebrado juicio y puede dar lugar a sentencias contradictorias difíciles de entender por la ciudadanía...Esta primera consideración, parece una constante crítica al sistema legal vigente por parte de los que diariamente nos dedicamos a la cada día mas delicada y criticada labor de impartir justicia, cuando existen implicados mayores y menores en el mismo hecho. Tanto el Juzgado de Menores como la Fiscalía hacen referencia a ello y este Tribunal no puede dejar pasar la ocasión para sumarse a esa crítica, cuyo fin último, es evitar dos procedimientos paralelos sobre unos mismos hechos, que pueden condicionar y perjudicar el esclarecimiento de la verdad material, principio que orienta toda la actuación judicial y al que se refiere el Ministerio Fiscal en su escrito de recurso. No depende de los Tribunales, como es obvio, la modificación del sistema actual del doble procedimiento, pero consideramos que el legislador debería ser sensible a esta sugerencia y no demorar, algo que, por lo expuesto, necesita de una reforma legislativa si queremos una justicia fiable. No debemos olvidar que los jueces utilizamos el

vehículo procesal que el legislador ofrece y si éste tiene dos compartimentos o dos conductores con sendos volantes es difícil manejarlo, y la consecuencias de la eventual colisión, no debe recaer solo en los conductores sino y sobre todo, en el fabricante, por el defectuoso medio puesto a disposición de aquellos”.

B.- IX ABSTENCIÓN/ RECUSACIÓN POR HABER PARTICIPADO EL JUEZ DE MENORES EN LA INSTRUCCIÓN

Adopción de medida cautelar de internamiento. No contamina.

SAP Málaga secc. 8ª nº 302/2011, de 31 de mayo Ponente Manuel Caballero Bonald Campuzano
“Se alega igualmente en el recurso interpuesto en nombre de la menor Elisenda que el juez de menores se encuentra "contaminado por sus actuaciones anteriores" citando la Sentencia de 15 de Julio de 2005 , con vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías, por pérdida de imparcialidad del Juzgador. Petición que, siendo razonable, no alcanza la necesaria entidad como para justificar una nulidad de actuaciones con estimación del recurso, ya que, como tiene señalado el Tribunal Supremo en sentencias de 18 de julio de 2003 o 22 de marzo de 2002 , para los supuestos de pronunciamiento sobre la corrección de la medida cautelar de prisión preventiva y aplicable claramente al presente caso por analogía, el hecho de pronunciarse sobre la procedencia, o no, de la medida cautelar de prisión preventiva de los sometidos a procedimiento, no tiene por qué contaminar , en modo alguno, la imparcialidad objetiva de esos Juzgadores, siempre, lógicamente, que no entren en sus resoluciones en una valoración, de cierta intensidad y detallada, del material probatorio disponible para el enjuiciamiento, que configure realmente un prejuicio, o adelanto de juicio, acerca de la procedencia de la acusación. Lo que no ha ocurrido en el presente caso si se observa el contenido del Auto de 10 de mayo de 2010 por el que se acuerda la medida cautelar de internamiento y en el que hay una mínima referencia a los indicios de comisión de un delito y una más amplia a la valoración de los factores de riesgo puestos de manifiesto en los informes del Equipo Técnico y de la Entidad Pública”.

B.-X SOBRESEIMIENTO

Sobreseimiento por encontrarse los menores imputados en paradero desconocido. El expediente debe mantenerse en Fiscalía

AAP Vizcaya secc. 1ª nº 35/2011, de 23 de junio Pte: Mora Sánchez, Juan Miguel
“En el escrito de formalización del recurso de apelación la parte ahora recurrente, el Ministerio Fiscal, entiende que desde el momento en que se dictó el auto por el Juez de Menores de sobreseimiento provisional del expediente, debe ser el propio Juez de Menores de oficio el que tenga que decretar mediante auto su archivo definitivo, debiendo permanecer el mismo en la sede de dicho Juzgado. Todo ello por los motivos que en el correspondiente escrito de recurso se indican...Vistas las alegaciones efectuadas por el Ministerio Fiscal y lo dispuesto en la resolución recurrida la Sala entiende, adelantamos, que la decisión del Juez de Menores debe ser mantenida.

En primer lugar, cabe advertir que nos hallamos ante una cuestión poco relevante desde el punto de vista jurídico, de mera organización en la tramitación de los expedientes de reforma, y que no tiene tan siquiera la categoría de cuestión procesal propiamente dicha. Es por ello que lo mismo venía siendo resuelto de manera efectiva con una determinada práctica que hasta ahora no se había cuestionado, ya que no está prevista expresamente en la regulación procesal...Aún así, y ya que la cuestión se plantea ante esta Audiencia Provincial, trataremos de darle una respuesta ajustada a la normativa globalmente considerada y acorde fundamentalmente a las reglas de la lógica...Debe indicarse, en primer lugar, que el asunto no puede tener como única base de resolución el art. 30 LORPM , a pesar de lo que sostiene el Ministerio Fiscal, puesto que tal precepto está previsto para una situación procesal bien distinta. El citado art. 30 regula la remisión del expediente al Juez de Menores (y en efecto así se titula el precepto), pero lo hace precisamente en la fase procesal de conclusión de la instrucción. En esa situación, cuanto la instrucción (que compete al Ministerio Fiscal) está concluida es cuando se remite el expediente al juzgado para la fase de audiencia. Y es cierto que en ese momento procesal concreto el Juez de Menores puede decidir el sobreseimiento del expediente sobre la base de alguna de las causas de la LECrim y mediante auto motivado...Equivale esta previsión legal a la posibilidad que tiene el Juez de lo Penal o la Audiencia Provincial de sobreseer el procedimiento por alguna de las causas del arts. 637 ó 641 LECrim. cuando recibe la causa del Juzgado de Instrucción para su enjuiciamiento...El sobreseimiento del que estamos tratando en este caso, sin embargo, no descansa en una valoración por parte del órgano de enjuiciamiento sobre los indicios del delito, sobre eventuales exenciones de responsabilidad o sobre una valoración jurídico penal de los hechos; se trata por el contrario de un archivo automático previsto por el art. 841 LECrim para los casos en que el reo (en este caso el menor expedientado) esté en paradero desconocido. Si esta situación se produjera en el proceso de mayores, estando la instrucción sin terminar, nadie cuestionaría que tal archivo se debe acordar en Instrucción y el expediente debe quedar físicamente en tal sede.

Por ello insistimos en que el art. 30 LORPM no resuelve la cuestión, no al menos en cuanto a la decisión de dónde debe quedar físicamente el expediente, puesto que tal precepto está previsto para el caso de conclusión de la instrucción y para ese ejercicio de valoración jurídica inicial por parte de quien ha de enjuiciar, y aquí no se dan ninguna de ambas circunstancias.

Dicho esto, y tal como señala el auto recurrido, las gestiones sobre el paradero del menor afectado se llevarán desde la Fiscalía de Menores y ello, añadimos nosotros, está en consonancia con la disposición general que establece el art. 6 de la LORPM cuando regula la intervención del Ministerio Fiscal en el procedimiento de menores. En concreto, señala este precepto que le corresponde al Fiscal "la gobernancia de las garantías del procedimiento, para lo cual dirigirá personalmente la investigación y ordenará que la policía judicial practique las actuaciones necesarias....impulsando el procedimiento". En nuestra opinión, si corresponde al Ministerio Fiscal el impulso del procedimiento, estando en contacto con la policía judicial para que se realicen las gestiones de búsqueda del menor y si le corresponde, en definitiva, la conclusión de la instrucción de la causa, se ajusta a la lógica y a la eficacia de la tramitación, que el expediente se mantenga en Fiscalía físicamente mientras se localiza al menor”.

Sobreseimiento correctamente acordado conforme al art 27.4 LORPM AAP Madrid secc. 4ª nº 126/2011, de 15 de julio Pte: Molina Marín, Josefina
“En el recurso se discrepa de la decisión de sobreseimiento provisional, al considerarla, en síntesis, precipitada, por cuanto existe un procedimiento previo entre la hermana del denunciante y la menor expedientada, en la que ha recaído sentencia condenatoria para esta última de fecha 27.11.09; que los hechos ahora denunciados (insultos y vejaciones al haberle pegado un chicle en el pelo a Narciso) tienen lugar con posterioridad a esa condena, en enero de 2010, por lo que estima que existe un elevado riesgo de reiteración de hechos, que determinarían la continuación del procedimiento y no su sobreseimiento por la recomendación del Equipo Técnico...La Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores, haciendo uso flexible del principio de intervención mínima en función del interés superior del menor contempla entre las formas de finalización, el sobreseimiento instado por el Fiscal a propuesta del equipo técnico (art. 27 LORPM ). En el supuesto de autos, el auto de sobreseimiento que se recurre, era la resolución procedente por venir avalada por el informe del Equipo Técnico, de conformidad con lo dispuesto en el art. 27.4 de la LORPM...En el supuesto de autos, el ET ha emitido informe según el cual las actuaciones llevadas a cabo ya han supuesto suficiente reproche a la conducta realizada por la menor, y que la continuación del expediente contribuye al enconamiento de las condiciones de conflicto en la relación, no aportando ningún beneficio ni satisfacción real a las partes implicadas. Y concluye que la elección del proceso judicial para la resolución del conflicto, conlleva un menoscabo en la función educativa, proponiendo otras alternativas más mediadoras y preventivas que contribuyan a su resolución, y que orienta hacia la recuperación del "Agente Tutor de Zona".Consecuentemente el recurso debe desestimarse, al ser ajustada a derecho la resolución impugnada”.

La petición de sobreseimiento conforme a los arts 19, 27.4 y 33, c) LORPM es una facultad exclusiva del Ministerio Fiscal sin que en este trámite se otorgue intervención a la Acusación Particular.

AAP Madrid, secc. 4ª nº 17/2011, de 11 de febrero Pte: Molina Marín, Josefina
“La Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores, haciendo uso flexible del principio de intervención mínima en función del interés superior del menor contempla entre las formas de finalización, el sobreseimiento instado por el Fiscal a propuesta del equipo técnico (art. 27 LORPM )...En el supuesto de autos, se cumplen todos los requisitos del art. 19 de la LORPM , toda vez que las lesiones sufridas por el recurrente se producen cuando él intentó abrir la puerta y la menor desde el interior la cerró, por lo que a lo sumo estaríamos ante unas lesiones imprudentes. Por ello el auto de sobreseimiento que se recurre, era la única resolución procedente conforme a la normativa vigente, (art. 19, 27.4 y 33, c) de la LORPM ), toda vez que, por un lado, es una facultad exclusiva del Ministerio Fiscal la de pedir el sobreseimiento, acordándolo necesariamente el Juzgado de Menores, sin que en este trámite se otorgue intervención a la Acusación Particular. En consecuencia, el Juzgado de Menores, tal y como establece el art. 33.c) de la Ley de Responsabilidad Penal de los Menores, deberá proceder al archivo por sobreseimiento de las actuaciones cuando el Ministerio Fiscal solicite el desistimiento... Por otro lado, era la resolución procedente por venir avalada por el informe del Equipo Técnico, de conformidad con lo dispuesto en el art. 27.4 de la LORPM , según el cual "podrá el equipo técnico proponer en su informe la conveniencia de no continuar la tramitación del expediente en interés del menor, por

haber sido expresado suficientemente el reproche al mismo a través de los trámites ya practicados, o por considerar inadecuada para el interés del menor cualquier intervención...El que no se haya llevado a cabo la conciliación con el perjudicado, obedece a la negativa de éste, tal y como se constata con el informe del Programa de Reparaciones Extrajudiciales emitido por el ARRMI, de 15.10.10, motivo por el cual la menor ha realizado la intervención propuesta por dicho organismo, consistente en Actividad Educativa, que según el informe de 22 de noviembre siguiente, se llevó a cabo los días 3,4,10,11,17 y 18 de noviembre de 2010, considerando que su seguimiento fue positivo, en el sentido de considerar que había cumplido la reparación extrajudicial”.

Resoluciones que se pronuncian en el mismo sentido

AAP Madrid, secc. 4ª nº 124/2010, de 24 de junio Pte: Molina Marín, Josefina AAP Madrid, secc. 4ª nº 105/2010, de 26 de mayo Pte: Molina Marín, Josefina AAP Madrid, secc. 4ª nº 183/2010, de 7 de octubre Pte: Molina Marín, Josefina AAP Madrid, secc. 4ª nº 128/2010, de 24 de junio Pte: Molina Marín, Josefina
Sobreseimiento de las actuaciones conforme al art 19 LORPM. La acusación particular no tiene intervención y su oposición no tiene efectos

AAP Barcelona secc. 3ª nº 421/2011, de 1 de junio Pte: Manzano Meseguer, Mª Jesús
“...Sin embargo, la Ley Orgánica 15/2003 modificó el contenido del art. 25 de la Ley de Responsabilidad Penal de los Menores introduciendo la Acusación Particular en el proceso de menores. Debe destacarse que en dicha reforma, aparte del art. 25 ya mencionado, tan solo se modificó el art. 8 para disponer que el Juez de Menores no puede imponer una medida que suponga una mayor restricción de derechos ni por un tiempo superior a la medida solicitada por el Ministerio Fiscal o por el acusador particular. En consecuencia, se introdujo la acusación particular dentro del proceso penal de menores pero se mantuvo inalterado el procedimiento, lo que provocó algunas disfunciones evidentes. En este sentido, el Auto de esta misma Audiencia Provincial de fecha 17 de mayo del año 2005 ya se dijo que "esta modificación, por olvido o precipitación del legislador, no afectó a otros preceptos de la Ley 5/2000, que permanecieron inalterados, cuya estricta aplicación supondría la vulneración del espíritu de la modificación, pues haría ilusoria esa intervención de la acusación particular en todos los trámites. Así, cuando se regula la conclusión de la fase de instrucción y la fase de audiencia, no se ha ten ido en cuenta a la acusación particular y se le veda cualquier posibilidad de intervención. El art. 30.4 sólo prevé la solicitud de sobreseimiento por parte del Ministerio Fiscal; el art. 31 únicamente prevé el traslado al letrado del menor; y el art. 33 igualmente, tal solo contempla la petición del Ministerio Fiscal y el escrito de alegaciones del letrado del menor." En la misma resolución, se concluía que la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y en particular lo dispuesto para los trámites del procedimiento abreviado, tiene el carácter de norma supletoria (disposición final primera de la Ley Orgánica 5/2000), por lo que se estimaba que debía darse intervención a la acusación particular en esta fase de conclusión de la instrucción del mismo modo que el art. 780 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal ordena que se le dé

traslado de las actuaciones para solicitar la apertura del juicio oral formulando escrito de acusación o el sobreseimiento de la causa y, una vez cumplido este trámite, deberá el Juez de Menores, con libertad de criterio, adoptar alguna de las decisiones previstas en el art. 33 de la Ley Orgánica 5/2000...Dicha discordancia adquiere especial relevancia cuando entra en juego el llamado principio de oportunidad....Parece claro que la reforma del art. 25 de la Ley de Responsabilidad Penal de los Menores en nada afectaba a las facultades atribuidas al Ministerio Fiscal por el art. 18 de dicho texto legal, toda vez que, en estos casos, al no haberse incoado el procedimiento, tampoco cabía personación del acusador particular, debiendo destacarse que en estos casos tampoco existe ninguna intervención del Juzgado de Menores puesto que no llega a iniciarse el proceso penal propiamente dicho...Mayores problemas planteaban los casos de desistimiento previstos en el art. 19 de la Ley de Responsabilidad Penal de los Menores, discutiéndose por la doctrina si seguían manteniéndose íntegramente las facultades del Ministerio Fiscal o si, en dichos casos, la acusación particular podía oponerse al desistimiento solicitado por el Ministerio Fiscal...A nuestro entender, para resolver dicha cuestión e interpretar correctamente el alcance del art. 25 de la Ley de Responsabilidad Penal de los Menores es necesario analizar el contenido de la última reforma de dicha ley, operada por la Ley Orgánica 8/2006... da una nueva redacción al art. 31 del texto legal a fin de regular la intervención de la acusación particular y dispone que "recibido el escrito de alegaciones con el expediente, las piezas de convicción, los efectos y demás elementos relevantes para el proceso remitidos por el Ministerio Fiscal, el secretario del Juzgado de Menores los incorporará a las diligencias, y el Juez ce Menores procederá a abrir el trámite de audiencia, para lo cual el secretario judicial dará traslado simultáneamente a quienes ejerciten la acción penal y la civil para que en un plazo común de cinco días hábiles formules sus respectivos escritos de alegaciones y propongan las pruebas que consideren pertinentes". En el mismo sentido la Ley también ha reformado el art. 26 de la LORPM , referido a las diligencias que las partes pueden proponer al Ministerio Fiscal durante la instrucción del expediente, haciendo mención expresa a la parte que ejercita la acción penal...De la misma forma, también se da una nueva redacción al art. 19 de la Ley de Responsabilidad Penal de los Menores, concretamente al apartado segundo de dicho precepto, debiendo destacarse que en su nueva redacción sigue siendo una facultad exclusiva del Ministerio Fiscal la de pedir el desistimiento, sin que en dicho trámite se otorgue ninguna intervención a la acusación particular, por lo que debemos concluir que, en estos casos, la petición de la acusación particular solicitando la continuación del procedimiento carece de relevancia. En consecuencia, el Juzgado de Menores, tal y como establece el art. 33.c) de la Ley de Responsabilidad Penal de los Menores, deberá proceder al archivo por sobreseimiento de las actuaciones cuando el Ministerio Fiscal solicite el desistimiento", supuesto que concurre en el presente caso.

El Juzgado de Menores conforme al art. 33 debe proceder al archivo por sobreseimiento de las actuaciones cuando el Ministerio fiscal solicite el desistimiento. Menores que han pedido perdón a las perjudicadas, mostrando su arrepentimiento por los insultos y lesiones inferidos a aquellas, sin que estas hayan aceptado tales disculpas

AAP Barcelona secc. 3ª nº 327/2011, de 9 de mayo Pte: Pérez de Rueda, Mª Pilar
“Solicita la parte recurrente se proceda a la continuación de los tramites previstos en la Ley Orgánica de Responsabilidad del Menor contra las menores reseñadas por cuanto las perjudicadas no aceptan la mediación, constituyendo infracción del principio constitucional de tutela judicial efectiva, argumentando que no concurren los requisitos establecidos en el artículo 19 de la Ley de Responsabilidad del Menor alegando así mismo, infracción del principio acusatorio por entender que el auto dictado no ha tenido en cuenta a la Acusación Particular... en su nueva redacción sigue siendo una facultad exclusiva del Ministerio Fiscal la de pedir el desistimiento sin que en dicho trámite se otorgue ninguna intervención a la acusación particular, por lo que debemos concluir que en estos casos la petición solicitando la continuación del procedimiento carece de relevancia. En consecuencia, el Juzgado de Menores tal como establece el artículo 33.C deberá proceder al archivo por sobreseimiento de las actuaciones cuando el ministerio fiscal solicite el desistimiento....Examinadas las actuaciones que comportan el presente rollo de apelación, y especialmente los informes emitidos por la jefa del servicio de mediación respecto de las menores..., se observa que ambas menores han pedido perdón a las perjudicadas, mostrando su arrepentimiento por los insultos y lesiones inferidos a aquellas, sin que estas hayan aceptado tales disculpas. Debe destacarse que el artículo 19.4 de la LORPM ha previsto que se produzca tal situación al establecer que "una vez producida la conciliación o cumplidos los compromisos de reparación asumidos con la victima o perjudicado por el delito o falta cometido, o cuando una o otros no pudieran llevarse a efecto por causas ajenas a la voluntad del menor, el Ministerio Fiscal dará por concluida la instrucción y solicitará del Juez el sobreseimiento y archivo de las actuaciones, con remisión de lo actuado"... El recurso debe ser desestimado”.

AAP Barcelona secc. 3ª nº 337/2011, de 9 de mayo Pte: Pérez de Rueda, Mª Pilar En el mismo sentido que el anterior

AAP Barcelona secc. 3ª nº 338/2011, de 9 de mayo Pte: Pérez de Rueda, Mª Pilar En el mismo sentido que el anterior
Sobreseimiento por principio de oportunidad. Requisitos. No es óbice que los hechos consistan en una agresión leve. El Juez no debe entrar a analizar si existe o no prueba

AAP Guadalajara secc. 1ª nº 223/2011, de 19 de septiembre Pte: Regalado Valdés, Manuel Eduardo
“En la resolución del presente recurso de apelación es necesario recordar que el auto dictado por el Juzgado de Menores obedece a una proposición de sobreseimiento que realiza el Ministerio Fiscal durante la fase de instrucción. El expediente ya se había iniciado y se habían practicado determinadas pruebas. El Fiscal en su solicitud se apoya en el informe del Equipo Técnico respecto a los dos menores expedientados. Este informe atendiendo a las circunstancias personales, familiares y sociales de los mismos, considera conveniente la no continuación del procedimiento, por entender que el procedimiento judicial ha resultado suficiente para que el menor consiga los objetivos educativos pretendidos mediante la imposición de una medida judicial.

No se contemplan esencialmente los hechos objeto del procedimiento, respecto a si están o no acreditados los mismos, sino fundamentalmente si ha existido conciliación o reparación entre el menor y la víctima o si a través de los trámites ya practicados consta un suficiente reproche para los menores expedientados o si por el tiempo transcurrido desde la comisión de los hechos se considera inadecuada para el interés del menor cualquier intervención. El Juzgado de Menores, para resolver sobre la propuesta que le formula el Ministerio Fiscal, habrá de atender exclusivamente, a si concurren o no tales requisitos concretos establecidos en dichos artículos...Desde lo que precede consideramos acertada la decisión adoptada por el juez de menores. Los hechos no son graves- cláusula genérica del artículo 19 apartado primero referida a la gravedad y circunstancias de los hechos y del menor (se trata de una presunta agresión no constitutiva de delito)-, y además- cláusula específica del mismo precepto que opera como proposición alternativa, a saber, la conciliación del menor con la víctima, la asunción del compromiso de reparación del daño causado, o el cumplimiento de la actividad educativa propuesta por el equipo técnico en su informe- en dicho informe y como hemos señalado más arriba se recoge que el procedimiento seguido ha resultado suficiente para el menor con lo que entendemos que se da cumplimiento a las exigencias del artículo 19, máxime cuando lo que se investiga es una pelea aceptada, o una respuesta agresiva a un acometimiento previo, supuesto éste en el que la conciliación del menor con la víctima o el compromiso de reparar el daño causado tienen como presupuesto una determinación de responsabilidad que aún no se ha producido recobrando plena operatividad, como aquí ha acontecido a la vista del informe del equipo técnico de menores, que el procedimiento haya resultado bastante para el menor, lo que provoca la desestimación del recurso de apelación interpuesto, la confirmación de la resolución recurrida y la no imposición de costas en esta alzada.

Una mera agresión no impide la utilización del art 19 LORPM. Tampoco lo impide la negativa de la víctima. Sobreseimiento de las actuaciones conforme al art 19 LORPM. La acusación particular no tiene intervención y su oposición no tiene efectos

AAP Barcelona secc. 3ª nº 668/2011, de 21 de septiembre Pte: Manzano Meseguer, Mª Jesús
“Concurren asimismo los requisitos del art. 19.1 de la Ley, pues la violencia utilizada no es grave y se trató de una agresión puntual. Por lo que respecta a la reparación consta en la causa que el menor quiso acogerse al programa de mediación y que la víctima se negó, por lo que resultaría de aplicación del apartado 4 del citado artículo 19. ..En base a todo ello el Ministerio Fiscal solicitó el sobreseimiento de la causa...El recurrente muestra su disconformidad con el sobreseimiento y archivo acordado por el Juez de menores, lo que nos lleva a examinar la posición que ocupa la Acusación Particular dentro del procedimiento de menores...sigue siendo una facultad exclusiva del Ministerio Fiscal la de pedir el desistimiento, sin que en dicho trámite se otorgue ninguna intervención a la acusación particular, por lo que debemos concluir que, en estos casos, la petición de la acusación particular solicitando la continuación del procedimiento carece de relevancia. En consecuencia, el Juzgado de Menores, tal y como establece el art. 33.c) de la Ley de Responsabilidad Penal de los Menores, deberá proceder al archivo por sobreseimiento de las actuaciones cuando el Ministerio Fiscal solicite el desistimiento", supuesto que concurre en el presente caso...Por ello resulta

irrelevante que no se hayan practicado las diligencias de instrucción señaladas por el recurrente, pues en nada afectarían a lo ya expuesto.

Obligación del Juzgado de dar traslado a la acusación particular de la petición de sobreseimiento del Fiscal antes de acordarlo

AAP Barcelona secc. 3ª nº 551/2011, de 27 de julio Pte: Grau Gasso, José
“La Magistrada de instancia accedió al sobreseimiento provisional de las actuaciones solicitado por el Ministerio Fiscal sin que, previamente, hubiera dado cumplimiento a lo dispuesto en el art. 31 de la Ley Orgánica reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores...Efectivamente, de conformidad con lo dispuesto en el art. 33 de la LORPM , el Juzgado de Menores puede acordar el sobreseimiento de las actuaciones dictando una resolución motivada, pero, previamente, el Secretario Judicial deberá dar traslado de las actuaciones a quienes ejercitan la acción penal i civil y también a los letrados de las defensas, y solo teniendo en cuenta los escritos presentados por las acusados y las defensas podrá decidir si hay elementos suficientes para abrir el trámite de audiencia o si, por el contrario, procede acordar el sobreseimiento de las actuaciones...En consecuencia, sin entrar a conocer sobre la corrección o no del auto impugnado, es procedente estimar el recurso de apelación interpuesto y dejar sin efecto dicha resolución, a fin y efecto de que el Juzgado de Menores cumpla con el trámite previsto en el art. 31 de la Ley Orgánica reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores como trámite previo para decidir si procede abrir el trámite de audiencia o, en su caso, acordar el sobreseimiento de la causa”.

AAP Barcelona secc. 3ª nº 714/2011, de 25 de octubre Pte: Manzano Meseguer, Mª Jesús
“...se precipita al acordar el sobreseimiento, pues el art. 31 de la LORP establece que recibido el escrito de alegaciones con el expediente remitido por el Ministerio Fiscal, el secretario del Juzgado de Menores los incorporará a las diligencias, y el Juez de Menores procederá a abrir el trámite de audiencia, para lo cual el secretario judicial dará trasladado simultáneamente a quienes ejerciten la acción penal y la civil para que en un plazo común de cinco días hábiles formulen sus respectivos escritos de alegaciones y propongan las pruebas que consideren pertinentes. Evacuado este trámite, el secretario judicial dará traslado de todo lo actuado al letrado del menor y. en su caso, a los responsables civiles, para que en un plazo de cinco días hábiles, formule a su vez escrito de alegaciones y proponga la prueba que considere conveniente. Sólo tras la práctica del trámite anterior el Juez de Menores, al amparo del art. 33 del Cp, puede acordar el archivo por sobreseimiento...Por todo lo expuesto, procede revocar la resolución de instancia en el único extremo de dejar sin efecto el sobreseimiento acordado dándose trámite a lo previsto en el art. 31 de la LORPM” .

B.-XI INTERVENCIÓN DEL EQUIPO TÉCNICO El informe del ET no tiene carácter vinculante.

SAP Málaga, secc. 8ª nº 493/2010, de 21 de junio Pte: Caballero Bonald Campuzano, Manuel
“...el juez de menores no se encuentra vinculado por el criterio reflejado por el Equipo Técnico en la selección y ejecución de las sanciones, pues, aunque los conocimientos ofrecidos por los profesionales que integran dicho Equipo son fundamentales sobre la situación psicológica, educativa, familiar y social del menor (artículo 27.1 LORPM ), y acerca de la procedencia de las medidas solicitadas respecto del menor (artículo 37.2 LORPM ), ni el Ministerio Fiscal ni el Juez deben acoger necesariamente la propuesta de dicho Equipo”.

Atribución de las funciones de mediación a un equipo distinto del Equipo Técnico. Un programa de mediación externo a los equipos técnicos convencionales dependientes funcionalmente de la Fiscalía no infringe ningún precepto legal.

AAP Huelva, secc. 3ª, nº 227/2010, de 23 de noviembre Pte: García Valdecasas y García Valdecasas, Luis
“Se impugna por el Ministerio Fiscal la decisión adoptada por el Juzgado de Menores de denegar el sobreseimiento y archivo de las actuaciones por no ajustarse las actuaciones a la normativa legal prevista en la LORPM al carecer la causa del preceptivo informe del Equipo Técnico. Según la Juez a quo, la atribución de las funciones de mediación a un equipo distinto del Equipo Técnico incumple la normativa legal, considerando que en este caso el equipo de Mediación de Cruz Roja carece de competencia para la realización de la actividad mediadora extrajudicial, por lo que dicha mediación no puede tener efecto legal alguno, y en consecuencia, entiende que el Equipo Técnico no ha realizado el preceptivo informe contenido en el artículo 27 de la LORPM .

Discrepa el apelante de la interpretación que realiza la Juzgadora de Instancia de los artículos 19 y 27 de la LORPM y 4, 5 y 8 del Reglamento que la desarrolla. Considera que la creación del Equipo Técnico de Mediación de Cruz Roja se realizó cumpliendo los preceptos legales, y su actuación cumple también la normativa en materia de menores recogida en la LORPM y su Reglamento, pues la mediación comprendida en los citados artículos 19 y 27 de la LORPM es una actividad extrajudicial que en ningún caso conlleva una ejecución de una medida judicial, añadiendo que " en la LORPM no se veda la posibilidad de creación de Equipos de Mediación dependientes de entidades que hayan conveniado sus funciones con las entidades públicas de las Comunidades Autónomas "...El número 3 del artículo 19 de la LORPM determina:"El correspondiente equipo técnico realizará las funciones de mediación entre el menor y la víctima o perjudicado, a los efectos indicados en los apartados anteriores, e informará al Ministerio Fiscal de los compromisos adquiridos y de su grado de cumplimiento", y en los números 1 y 6 del artículo 27 : "1. Durante la instrucción del expediente, el Ministerio Fiscal requerirá del equipo técnico, que a estos efectos dependerá funcionalmente de aquél sea cual fuere su dependencia orgánica", 6. El informe al que se refiere el presente artículo podrá ser elaborado o complementado por aquellas entidades públicas o privadas que trabajen en el ámbito de la educación de menores y conozcan la situación del menor expedientado".

Un examen de dichos artículos pone de manifiesto -como se expone en el recurso- que en el primero de ellos se hace referencia a un equipo técnico indeterminado " el correspondiente equipo técnico ", no haciendo mención a que dicho equipo deba establecerse dentro o fuera de las Fiscalías o Juzgados, y el artículo 27, aparte de hablar

de "diversas" dependencias orgánicas del Equipo Técnico, menciona expresamente la posibilidad de que los informes que realicen los Equipos podrán ser elaborados o complementados por aquellas entidades públicas o privadas que trabajen en el ámbito de la educación de menores.

Y si a ello se une lo dispuesto en los artículos 4, 5 y 8 del Reglamento que desarrolla la citada Ley, disponiendo éste último en su número 7. "Sin perjuicio de las funciones de mediación atribuidas en el art. 19.3...también las entidades públicas podrán poner a disposición del Ministerio Fiscal y de los juzgados de menores, en su caso, los programas necesarios para realizar las funciones de mediación a las que alude el citado artículo", y el artículo 5 en su número 3. "3. Lo dispuesto en este artículo podrá ser aplicable al procedimiento de mediación previsto en el art. 51.2 sin perjuicio de la competencia de la entidad pública y de lo dispuesto en el art. 15 de este reglamento. Las referencias al equipo técnico hechas en este artículo se entenderán efectuadas a la entidad pública cuando, de conformidad con lo establecido en el art. 8.7 de este reglamento, dicha entidad realice las funciones de mediación"; este Tribunal llega a la misma conclusión que el Ministerio Fiscal en el sentido de que el establecimiento de un programa de mediación externo a los equipos técnicos convencionales dependientes funcionalmente de la Fiscalía no infringe ningún precepto legal ni se produce ninguna extralimitación por la creación de los mismos por la Entidad Pública Andaluza.

Por consiguiente, procede la estimación del recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, acordándose por consiguiente el Sobreseimiento y Archivo del Expediente en virtud de lo establecido en el artículo 27 de la LORPM”.

AAP Huelva, secc. 3ª, nº 228/2010, de 25 de noviembre Pte: García Valdecasas y García Valdecasas, Luis

En el mismo sentido que el anterior

AAP Huelva, secc. 3ª, nº 10/2011, de 26 de junio Pte: García Valdecasas y García Valdecasas, Luis

En el mismo sentido que el anterior
C.- I.-1 DECLARACIONES DE LOS COIMPUTADOS

Imposibilidad de valorar una declaración inculpatoria que no pudo ser contradicha por la defensa del menor

SAP Sevilla secc. 3ª nº 508/2011, de 20 de octubre Pte: Holgado Merino, José Manuel
“Convenimos que es acertada la conclusión a que llega el Juzgado de Menores cuando priva de eficacia probatoria a la declaración del co-imputado Artemio prestada ante el Juzgado de Instrucción num. 4 de Sevilla en fecha de 17 de marzo de 2009 por haberse vulnerado durante la instrucción del expediente de reforma la exigencia básica del principio de contradicción ya que el abogado del menor acusado no ha podido realizar, por causa no imputable al mismo, ni una sola pregunta al "testigo" o co-imputado que atribuye a su defendido la comisión de nada menos que un delito de asesinato y dos delitos de agresión sexual ya que no se le ha dado durante la instrucción por parte de Fiscalía de Menores una ocasión adecuada y suficiente para ello...Insistimos que no

existió posibilidad de contradicción para la defensa del menor en la fase instructora en la declaración prestada por el coimputado Artemio, a que nos venimos refiriendo y tal irregularidad no fue subsanada en el plenario porque la simple lectura, como hemos visto, no subsana. Las razones que expone el Ministerio Fiscal en su recurso "evitar que la complicadísima labor de investigación se viera dificultada por una investigación paralela en el panorama de una instrucción marcada por la difícil y novedosa circunstancia en un caso de tan difícil resolución, como era la existencia de dos procedimientos paralelos, supuesto sobre el que existen escasísimos pronunciamientos jurisprudenciales y la posible resultados nefastos para el éxito de la investigación que hubiera podio comportar la duplicidad de diligencias", son quizás entendibles, por el deficiente sistema procesal establecido, a que hemos hecho referencia y que debería ser modificado en el futuro, para evitar la resolución de asuntos de modo no satisfactorio para la sociedad y para los que trabajamos en beneficio de la justicia; ahora bien, aunque podamos llegar a resultados nefastos, como afirma el Ministerio Fiscal, ello es solo una hipótesis y la complejidad del asunto no puede llevar a sustraernos al rigor que las garantías que el estado de derecho exige y que son irrenunciables...La declaración inculpatoria analizada afecta y de qué manera, al menor que no pudo contradecirla en sede de mayores. Y tampoco pudo contradecirla en el procedimiento de menores porque no se le dio oportunidad en la instrucción, y en la audiencia, en su legitimo derecho, el mayor de edad se negó a contestar, por lo que no puede tener eficacia probatoria.

C.- I.-3 VALOR DE LAS DILIGENCIAS PRACTICADAS DURANTE LA FASE DE INSTRUCCIÓN

Diligencia de declaración testifical en la instrucción sin participación de la defensa del menor imputado. Vicio carente de efectos sobre la validez del acto.

SAP Málaga secc. 8ª nº 302/2011, de 31 de mayo Ponente Manuel Caballero Bonald Campuzano
“Respecto a la vulneración de derechos fundamentales por no permitir la intervención de la defensa en diligencias cruciales de la Instrucción, la cuestión ya fue resuelta por esta Sala por Auto de 26 de octubre de 2010 en el sentido de que :" Aún siendo cierto el defecto procesal que se denuncia, el mismo no puede tener la consecuencia radical de nulidad absoluta que pretende la parte recurrente pues ninguna indefensión se ha causado con tal vulneración legal. No estamos ante una prueba preconstituida sino ante una simple diligencia instructora de ratificación de una denuncia, estando pendiente la celebración de juicio, acto en el que deberán practicarse las pruebas correspondientes, con plenitud de los principios de oralidad y contradicción, que son las que tendrán que ser valoradas por el juez competente para el enjuiciamiento y fallo de la causa. En todo caso, la parte recurrente pudo solicitar en su momento y en fase de instrucción la reiteración de tales declaraciones. En definitiva y como se señala en la STS de 25 de octubre de 1995 "...Resulta fundada la observación del Ministerio Fiscal de que la no intervención de Letrado del imputado no produce efecto alguno sobre la validez del acto. En cualquier caso, y como argumento definitivo de la sinrazón del motivo, en el juicio oral compareció la referida testigo , donde fue interrogada contradictoriamente, pudiendo la defensa ., sin restricción alguna, realizar cuantas preguntas estimase convenientes. El motivo ha de ser desestimado...". Decisión que ratificamos en la

presente sentencia pues tales diligencias se han practicado en el acto de la Vista bajo los principios de contradicción y defensa y con plena intervención de esta última”.

C.-VI ACUSACIÓN PARTICULAR EN AUDIENCIA

Posibilidad de personación de la acusación particular aún con posterioridad a los escritos de alegaciones de Fiscal y Defensa

AAP Madrid secc. 4ª nº 144/2010, de 23 de julio Pte: Molina Marín, Josefina
“Se alza el recurrente contra la providencia por la que se tiene por personada en calidad de Acusación Particular al menor víctima de los hechos objeto de este expediente, seguido por un presunto delito de agresión sexual del art. 181.1 del CP, y un delito intentado de abuso sexual de los arts. 181.1 y 182.1º y 2º del CP , en la consideración de que no se prevé la posibilidad de personación una vez se han producido los escritos de alegaciones del Ministerio Fiscal y la defensa, dictándose Auto de Apertura del Trámite de Audiencia, y estando convocada la celebración de la vista, todo ello conforme al art. 4 de la LORPM , como a los arts. 109 y 110 de la LECR..El recurso debe ser desestimado...En el supuesto de autos, la personación del menor víctima de los hechos como Acusación Particular, cumple con los requisitos que la LORPM exige para la personación como Acusación Particular en el expediente de reforma, de conformidad a lo dispuesto en el art. 25 de la Ley Orgánica 5/2000, antes trascrito, así como de la Disposición Final Primera de la referida Ley, que establece el carácter de norma supletoria de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en particular del régimen legal del Procedimiento Abreviado, y de la jurisprudencia configurada por las SSTS de 18 de febrero de 2005 y de 2 de octubre de 2005 en orden a la interpretación del artículo 785.3 de la citada LECR, sin que pueda estimarse extemporánea la personación de la víctima en la fase de calificación, salvo para formular escrito de alegaciones y proponer las pruebas que considere oportunas (art. 31 de la LORPM ), pues como señala el Juez a quo, la Acusación Particular puede personarse en cualquier fase del procedimiento, teniendo por precluidos los trámites en que no haya intervenido”.

D.- I.- QUEBRANTAMIENTO DE MEDIDA Quebrantamiento de medida. Constitutivo de delito

SAP Ourense secc. 2ª nº 299/2011, de 30 de junio Pte: Blanco Arce, Ana Mª del Carmen
“Se plantea pues una cuestión estrictamente jurídica, esto es, la posibilidad de subsunción de esta conducta en el contenido objetivo del artículo 468.1 del Código Penal, como quebrantamiento de condena al derivar este incumplimiento de una declaración de responsabilidad en el ámbito del orden jurisdiccional penal del menor...El Juzgador opta por un pronunciamiento absolutorio, en base a la imposibilidad de interpretar extensivamente el citado precepto en perjuicio del reo siguiendo al respecto una postura seguida por otras, por SAP Barcelona de 4 octubre 2010...Si bien la Sala se adscribe a la postura mayoritaria seguida entre otras por SAP Valladolid de 17 noviembre 2009, SAP Jaén de 12 noviembre 2009, SAP Madrid de 2 abril 2009 y SAP Las Palmas de 27 marzo 2009, todas las cuales concluyen que la

particularidad de la finalidad educadora perseguida en la jurisdicción de menores no impide la subsunción del pronunciamiento judicial en el ámbito del concepto de condena que contempla el art. 468 CP 95...La discrepancia que se produce en la Jurisprudencia de las AAPP, surge de la interpretación del artículo 50 de la LORPM , en el que tan solo aparece la posibilidad de que tal conducta, del que quebranta, pueda ser constitutiva de alguna infracción merecedora del reproche sancionador, previsto en la propia Ley Reguladora de la responsabilidad penal del menor de edad y no prevé en su contenido, que se remita el testimonio al que se refiere el precepto, al Juez de Instrucción, para que inicie en su caso, las correspondientes actuaciones por un posible delito del art. 468 CP...Si bien tal aparente silencio o laguna legal viene determinada por el hecho de que ni los Jueces de Menores pueden conocer (en el sentido de enjuiciar), ni la LORPM se puede aplicar para exigir responsabilidad por hechos delictivos cometidos por personas de 18 o más años...Siendo ello así ninguna interpretación extensiva se produce del contenido del artículo 468 del Código Penal, cuando el mismo se aplica a mayores de edad, sujetos en la ejecución delictiva a tal Cuerpo legal, aun cuando el quebrantamiento recaiga sobre una medida impuesta en el ámbito de menores, por hechos en su momento cometidos y ejecutados por menores, puesto que recae de lleno en el concepto de condena a que se refiere el citado precepto 468 del Código Penal; al considerar por tal, medida impuesta en procedimiento sancionar (naturaleza del proceso que la propia exposición de motivos de la LORPM recalca insistentemente), por mas que la misma posea una finalidad " preventivo especial".

Quebrantamiento de medida. Sustitución de la medida de libertad vigilada por la de internamiento terapéutico

AAP Madrid secc. 4ª nº 78/2010, de 23 de abril Pte: Molina Marín, Josefina
“El único argumento esgrimido por la defensa del menor contra el auto que acuerda la sustitución de la medida de libertad vigilada por la de internamiento terapéutico, consiste en que a su entender no se ha producido quebrantamiento de la medida impuesta, en los términos establecidos en el art. 50 de la LORPM , sino un incumplimiento parcial del programa de ejecución individualizado de la libertada vigilas, solicitando, en consecuencia, la revocación del auto dictado...El recurso debe ser rechazado...El art. 50 de la LORPM regula, en efecto, el quebrantamiento de la medida, quebrantamiento que es claro a la vista de los informes de la Entidad Pública y del ARRMI, en los que se describe la absoluta falta de colaboración del menor hacia el cumplimiento de la medida, y las dificultades que presenta el desarrollo de la misma, derivada de su actitud y características personales, en tanto que no se implica en el cumplimiento de la medida, solo acude de manera ocasional a las citas concertadas con el técnico de libertad vigilada, no justificando sus ausencias, negándose a ser valorado por el servicio de salud mental ni acudiendo a la cita en el centro de Día asignado. Conducta que incide en lo dispuesto en el art. 14 del Reglamento de la LORPM , aprobado por Real Decreto 1774/2004 de 30 de julio, según el cual "la entidad pública comunicará al Juez de menores y al Ministerio Fiscal a los efectos, en su caso, de lo dispuesto en el art. 50 de la LO 5/2000 de 12 de enero, los incumplimientos... de los que tenga constancia: ...c)En las medidas no privativas de libertad, la falta de presentación a las entrevistas a las que el menor haya sido citado para elaborar el programa de ejecución y el cumplimiento de cualquiera de las obligaciones que, según lo dispuesto

en el eart. 7 de la LO 5/2000 de 12 de enero, conforman el contenido de cada medida....". En todo caso, el Juzgado de Ejecutorias, valorando el quebrantamiento imperfecto de la medida de libertad vigilada que se pretende ejecutar, así como las concretas circunstancias personales y familiares del menor, no ha acordado deducir testimonio por ese incumplimiento, tal y como prevé el art. 50.3 de la referida Ley “.

Sustitución de una medida no privativa de libertad por el internamiento en régimen semiabierto en caso de quebrantamiento. Improcedencia de la deducción de testimonio.

AAP Tarragona, secc. 2ª nº 478/2010, de 21 de octubre Pte: Romero Adán, Samantha
“Consideramos, que, atendido el contenido del art. 50 LORPM el incumplimiento de la medida impuesta al menor, ahora mayor de edad, únicamente puede tener como consecuencia que el hecho sea susceptible de incardinarse en alguna de las infracciones a las que se refiere el artículo 1 de la citada ley orgánica, ejecutar la medida inicial, sustituirla por otra de la misma naturaleza o, excepcionalmente, sustituir la medida por internamiento en régimen semiabierto por el tiempo que reste para su cumplimiento.

Por otra parte, el art. 14.1 LORPM , en la redacción conferida por la LO 8/2006, de 4 de diciembre, prevé que el menor que alcanzara la mayoría de edad continuará cumpliendo la medida hasta alcanzar los objetivos propuestos en la sentencia...De la interpretación conjunta de lo anterior, consideramos improcedente la deducción de testimonio acordada en tanto que el efecto del incumplimiento de la medida impuesta al menor, ahora mayor de edad, no está previsto que sea la deducción de testimonio por un presunto delito de quebrantamiento previsto en el art. 468.2 CP, sino los previstos en el art. 50 LORPM , considerando improcedente equiparar al menor, mayor de edad, que quebranta la medida impuesta con los quebrantamientos de condena a los que se refiere el art. 468.2 CP en tanto la medida impuesta al menor no pretende la sanción sino la reeducación del menor, naturaleza que no se pierde por el hecho de que el quebrantamiento se consume cuando el menor haya alcanzado la mayoría de edad.

En atención a lo expuesto, tomando en consecuencia que la legislación especial en materia de responsabilidad penal de menores contiene unas previsiones específicas para los supuestos de quebrantamiento de la medida impuesta, entre la que no se encuentra la acordada, la Sala, considera oportuna la estimación del recurso de apelación presentado y, consecuentemente deja sin efecto la providencia de fecha 13 de julio de 2010 y el auto de fecha 2 de septiembre de 2010”.

Sustitución de una medida no privativa de libertad por el internamiento en régimen semiabierto en caso de quebrantamiento

AAP Madrid, secc. 4ª nº 92/2011, de 8 de junio Pte: Jiménez-Clavería Iglesias, Eduardo
“La posibilidad de sustitución de una medida no privativa de libertad por el internamiento en régimen semiabierto en caso de quebrantamiento de de la primera, como sucede en este caso, en que el menor se encuentra en paradero desconocido y fugado del recurso de protección donde debería residir, y en consecuencia incumpliendo las pautas socio educativas de la intervención, se encuentra contemplada en el art. 50.2 LORPM , por lo que procede confirmar la resolución recurrida, pues es acorde a los intereses del menor, tal y como informó el equipo técnico en la Vista celebrada, una

medida de mayor contención, una vez valorada todas las áreas implicadas en el proceso personal del joven (psicológica, social y educativa), máxime los diferentes factores de riesgo que concluyen en Calixto (consumo de tóxicos, posible pertenencia a banda latina, ninguna motivación laboral informativa y ausencia de apoyo familiar) lo que conduce al equipo técnico a dictaminar que el joven ha incumplido con el programa de ejecución elaborado para el cumplimiento de la medida judicial, criterio que compartimos, por lo que procede desestimar el recurso interpuesto que carece de todo fundamento”.

Sustitución de libertad vigilada por internamiento semiabierto. No basta con incumplimientos aislados, parciales, ni con mera renuencia, falta de esfuerzo y dedicación a las actividades

AAP Huelva secc. 3ª nº 45/2011, de 16 de marzo Pte: García Valdecasas y García Valdecasas, Luis
“...la expresión utilizada por el precepto es la de quebrantamiento, debiendo entenderse por tal la creación por el menor de una situación que frustre o impida el cumplimiento de la medida. Es preciso una voluntad o actitud contraria y permanente en la ejecución. No bastará con incumplimientos aislados, parciales, ni con mera renuencia, falta de esfuerzo y dedicación a las actividades. Del mismo modo, la utilización de la expresión "excepcionalmente", determina que solo deberá acudirse a esta posibilidad cuando la ejecución de la medida inicialmente impuesta no puede conseguir ningún tipo de resultados por la propia desidia del menor.

En el supuesto de autos, la Juez a quo, a la vista de los datos obrantes en el expediente y las circunstancias concurrentes concluye que en el momento del dictado de la providencia "era prematuro valorar el caso como un incumplimiento de la medida con las graves consecuencias de pasar de libertad vigilada a una medida privativa de libertad", y este Tribunal comparte dicha conclusión, compartiendo igualmente el criterio de la Juez a quo en el sentido de que no habiendo transcurrido hasta la fecha del dictado de la providencia suficiente tiempo para valoración del desarrollo de la es ajustado a la Ley desatender la petición de audiencia para modificación de la medida cuando se considere que no hay motivos para valorar un quebrantamiento de la misma”.

Sustitución de libertad vigilada por internamiento semiabierto

AAP Madrid secc. 4ª nº 30/2011, de 24 de febrero Pte: Medina Hernández, Modesta Mª
“El art. 50 de la LORPM regula el quebrantamiento en la ejecución y en el caso de autos, el quebrantamiento es claro a la vista de los informes de la ARRMI. En ellos se describe el incumplimiento de las obligaciones impuestas a Amelia en el programa de ejecución, las reiteradas incomparecencias de la menor a las entrevistas con la técnico, la no realización de actividad formativa o laboral, y la asistencia irregular a los recursos ofrecidos, mostrando un escaso interés y motivación hacia la intervención, una actitud pasiva y de nula colaboración; además, el aludido informe destaca la falta de asunción de la figura materna como referente prosocial y de autoridad, cuestionando por todo ello el correcto cumplimiento de la medida de libertad vigilada permaneciendo el factor de riesgo inicialmente detectado...La Letrada de la menor no niega la realidad de los incumplimientos si bien alude a dificultades económicas en la menor y su familia para

realizar los desplazamientos. Sin embargo, a la vista del informe realizado por el Equipo Técnico de Ejecución de la libertad vigilada, no podemos acoger este motivo como justificación de la conducta de la menor; en dicho informe también se alude a la dificultad económica alegada si bien señala que intentaron paliarla derivando a la menor a otros talleres próximos a su domicilio, aunque no pudo llevarse a efecto dadas sus continuas incomparecías, no habiendo comparecido tampoco ante los Servicios Sociales para gestionar la ayuda económica que posibilitara seguir el programa de ejecución. Por otro lado, es importante tener en cuenta que la revocación de la medida no solo se justifica en que la menor no acuda a las citas sino en la actitud que ha mantenido de no implicación en la ejecución de la medida, ni responsabilizarse de su conducta, señalando también el informe que minimiza los hechos que han motivado la intervención...Por todo lo dicho, entiende la Sala que los informes señalados, así como la falta de interés, compromiso y responsabilidad que destaca el auto objeto de recurso, ponen de manifiesto la ineficacia de la medida y revelan el quebrantamiento de la medida de libertad vigilada, de ahí que estimamos ajustado a derecho la sustitución acordada por el Juzgado de Ejecuciones, de internamiento en régimen semiabierto en los términos que vienen señalados...Por último señalar que, la existencia de la oferta de trabajo a la que aludió la Letrada en la vista oral, no es suficiente para justificar la revocación del auto. En cualquier caso, se trata de una oferta de trabajo que de ser contrastada, podría ser objeto de valoración por el Juez de Ejecuciones en los términos previstos en el artículo 51 de la LRRPM”.

D.-VII SUSPENSIÓN DE CONDENA

Improcedencia de la suspensión

AAP Madrid secc. 4ª nº 143/2010, de 21 de julio Pte: Molina Marín, Josefina
“Se fundamenta el recurso esgrimido por la defensa de la menor contra el auto del Juzgado de Ejecutorias que, sin perjuicio de lo previsto en los arts. 13 y 51 de la LORPM , rechaza la suspensión de la medida de prestaciones en beneficio de la comunidad durante 20 horas, impuesta a la menor recurrente, Natalia, en la infracción del art. 40 de la LORPM , por vulneración del principio de proporcionalidad de las penas, al estimar que las circunstancias personales, sociales, familiares y de formación de la menor, así como su trayectoria, ponen de relieve que tiene una vida normalizada y encauzada a sus estudios, por lo que el hecho de haber tenido que acudir a los llamamientos judiciales por estos hechos, ya sería suficiente reproche, habiendo reconocido su culpabilidad previamente a la celebración del Juicio, sin que haya cometido ninguna otra infracción...El recurso no puede prosperar, resultando la suspensión que se interesa improcedente, porque no se alegan circunstancias que no hayan sido tenidas en cuenta a la hora de fijar la medida, teniendo en cuenta que el informe del ET emitido en respuesta a su solicitud, claramente concluye en la necesidad de que la menor inicie el cumplimiento de la medida impuesta, no habiéndose modificado significativamente ninguna de las variables que aconsejaron la adopción de la misma, desde el punto de vista educativo, como respuesta acorde a la conducta emitida”.

Revocación de la suspensión por incumplir la obligación de permanecer en el centro de protección que en cada momento la Administración señale.

AAP Pontevedra secc. 4ª nº 356/2010, de 5 de octubre Pte: Cid Guede, Nélida
“La representación de Gumersindo, recurre la resolución del Juzgado de Menores que acuerda alzar la suspensión y acuerda la ejecución de la Sentencia en sus propios términos, alegando que el informe del menor de fecha 2 de julio de 2010 emitido por el centro Arela, refleja una mejoría en el comportamiento del penado que aconseja su permanencia en el mismo, interesando la revocación del Auto impugnado y que se mantenga la suspensión...Sin perjuicio de la evolución del comportamiento del menor valorable a los efectos de cumplimiento de la condición impuesta en el ap b) del art. 40 de la LORPM , no puede desconocerse que en la Sentencia le fue impuesta al menor la obligación de permanecer en el centro de protección que en cada momento la Administración señale como guardadora de hecho del menor y que a tal efecto se señalo el centro Chavea, sito en Villagarcia y que en fecha 6/5/2010, el menor se fugo del centro, siendo detenido e las proximidades de Pontevedra, lo que implica incumplimiento de la condición impuesta que determina el alzamiento de la suspensión, de acuerdo con lo dispuesto en el último párrafo del referido art.40 de la LORPM . a cuyo tenor: "Si las condiciones expresadas en el apartado anterior no se cumplieran, el Juez alzará la suspensión y se procederá a ejecutar la sentencia en todos sus extremos. Contra la resolución que así lo acuerde se podrán interponer los recursos previstos en esta Ley". Debiendo, por ello, desestimarse el Recurso interpuesto...”.

Revocación de la suspensión por incumplimiento

AAP Barcelona secc. 3ª nº 342/2011, de 10 de mayo Pte: Valle Esqués, Fernando
“Según se desprende del testimonio de particulares recibido, en su día se impuso al menor Fausto la medida de 4 meses de internamiento en régimen semiabierto, que fue suspendida y condicionada al correcto funcionamiento de 18 meses de libertad vigilada. Obra en las actuaciones un informe de Justicia Juvenil, de fecha 7 de febrero de 2011, poniendo en conocimiento del juzgado, entre otros extremos, que el joven no cumple con la medida sustitutiva y su situación "ha sufrido una involución importante" y que el consumo de tóxicos ha ido en aumento, sin que desde el 21 de enero se hayan tenido más noticias del mismo en los servicios de Medio Abierto. Y en la comparecencia celebrada el 21 de marzo de 2011, el Equipo Técnico reitera que se está incumpliendo la libertad vigilada y que desde enero no se sabe nada de él. A la vista de ello, el auto de fecha 23 de marzo de 2011 que se apela resulta ser conforme a derecho, a tenor de las previsiones que se contienen en el art. 40.3 de la LORPM . Por todo ello, y de conformidad con lo solicitado por el Ministerio Fiscal, procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado”.

Revocación de la suspensión por incumplimiento

AAP Sevilla secc. 3ª nº 393/2011, de 16 de junio Pte: Jurado Hortelano, Inmaculada
“Una vez examinadas las actuaciones, procede desestimar el recurso de apelación entablado por el Letrado de la menor Esperanza, por cuanto estimamos ajustada a derecho la decisión impugnada, ya que no hace más que dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 40.3 de la L.O.R.R.P.M, según el cual "si las condiciones

expresadas en el apartado anterior no se cumplieran, el Juez alzará la suspensión y se procederá a ejecutar la sentencia en todos sus extremos"...Entre dichas condiciones, se establecía en el auto del día 14 de diciembre de 2.010, por el que le otorgaba el beneficio de la suspensión de la ejecución del fallo de la sentencia dictada, de conformidad, ese mismo día que dicha menor quedaba sujeta al cumplimiento de una serie de condiciones, entre ellas, que cumpliera durante el plazo de la suspensión de 1 año, un régimen de libertad vigilada con la regla de conducta consistente en la obligación de someterse a un tratamiento terapéutico de carácter psicológico lo cual, a la vista del Informe de Incidencias, que al Juzgado remite el Equipo Técnico de Intervención en Medio Abierto datado el 04-02-11, fue incumplido de forma reiterada por la sancionada quien, no de una forma puntual o esporádica, sino hasta en cuatro ocasiones no asiste a las citas que se le programaron, siendo así que incluso consta en dicho informe que se contacta con la madre y un hermano de Esperanza emplazándola para que acuda el día 28 de diciembre, y que en tal fecha no concurre a la citación establecida. Inasistencia que no ha sido justificada de manera alguna por la menor, como le incumbía, por lo que debemos considerarla voluntaria y que supone un claro ejemplo de incumplimiento de las condiciones fijadas en el auto de suspensión de la medida impuesta, como así se recoge en el art. 14.c) del Reglamento de desarrollo de la L.O.R.R.P.M. , cuya consecuencia es la ejecución de la medida de internamiento en régimen semiabierto acordada en la sentencia de fecha 14 de diciembre de 2.010...Si a ello unimos que la decisión recurrida es acorde con el informe del representante del Equipo Técnico num. 3, de la Fiscalia de Menores de Sevilla, que se mostró favorable respecto a la solicitud de alzamiento de la suspensión del fallo de la sentencia, atendiendo a dicho incumplimiento de la menor de la medida impuesta, es evidente que debemos confirmarla y desestimar el recurso planteado”.

Suspensión de condena. Medida de internamiento de 20 días en centro de menores de ejecutoriado de 19 años que está desempeñando trabajo remunerado

AAP Soria secc. 1ª nº 90/2011, de 6 de junio Pte: Rodríguez Greciano, Jose Luis
“...es preciso, a los efectos de acordar la suspensión de la ejecución de la medida, la sustitución de la misma por otra, valorar las circunstancias laborales o familiares del menor que justifiquen o no la adopción de esta sustitución. Es evidente que el menor no ha cometido infracción penal alguna durante el tiempo en que se pospuso la ejecución de la medida, o al menos no consta, siendo las medidas impuestas por hechos cometidos antes de febrero del 2010, no después. Y del mismo modo, no solo ha desempeñado una actividad laboral sino que lo ha hecho con éxito, hasta el punto de haber obtenido una prórroga en su contrato. De lo que se infiere que la suspensión de la ejecución de la medida, tal como ha sido planteada, no va a ser en absoluto negativa, o al menos, no existe constancia que lo vaya a ser con los datos que se poseen actualmente. De ello ha de concluirse que en interés del menor, sea preciso adoptar la decisión solicitada por la representación letrada recurrente. Siendo el Juez de Menores el que podrá determinar el tiempo de duración de la suspensión de la ejecución o fijar las condiciones en que habrá de desarrollarse esa suspensión de la ejecución y las exigencias a imponer al menor durante dicho periodo de tiempo”.

D.-VIII INDULTO

Petición de indulto. Improcedencia de suspender la ejecución de la medida de cuatro años de internamiento impuesta

AAP Cádiz secc. 4ª nº 342/2010, de 16 de septiembre Pte: Martínez del Toro, Susana
“Respecto del segundo motivo del recurso de apelación, El artículo 4,4 párrafo segundo del CP faculta al Juez o Tribunal acordar la suspensión de ejecución de la condena penal mientras se tramita el indulto, "cuando de ser ejecutada la sentencia, la finalidad de éste (el indulto) pudiera resultar ilusoria", es decir, cuando la ejecución de la pena o penas de que se trata pudiera frustrar el indulto que previsiblemente hubiera de concederse por el Poder Ejecutivo. Se trata de una fórmula abierta, básicamente pensada para los supuestos en los que la brevedad de la condena unida a la tramitación el procedimiento de indulto, pudiera frustrar la concesión de éste, en tanto que se concediera el indulto una vez que se ha cumplido la pena...En el caso que nos ocupa, teniendo en cuenta la entidad de la pena impuesta, no es previsible que la resolución de indulto solicitado se demore tanto en el tiempo que en el supuesto de su concesión, total o parcial, lo hiciera ilusorio, y aunque no pueda llegarse a prever el resultado final de la solicitud de indulto, dado que la competencia para su concesión se ubica en sede extrajudicial, sí es cierto que no se observan en la causa hechos o razones que induzcan a pensar que aquél sea viable.Por todo lo anterior, procede la desestimación del recurso y la plena confirmación de la resolución recurrida, con expresa imposición de costas al apelante en aplicación de los artículos 239 y 240 LECriminal”

D.-IX SUSTITUCIÓN AGRAVATORIA DE MEDIDAS

Sustitución de internamiento en régimen semiabierto por internamiento cerrado. Comparecencia inicialmente convocada a instancias de Letrado, para modificar un internamiento semiabierto en medida en medio abierto en cuyo seno se transforma la medida en internamiento cerrado. No se aprecia ni incongruencia ni indefensión.

AAP Madrid secc. 4ª nº 132/2010, de 2 de julio Pte: Pestana Pérez, Mario
“La parte recurrente alega, en síntesis, que la resolución apelada vulnera el artículo 24 de la Constitución Española y el artículo 51 de la Ley Orgánica Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (LORPM ), al desconocer la prohibición de la reformatio in peius que forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva. Destaca que fue la defensa recurrente la que interesó la modificación de la medida de internamiento en régimen semiabierto que venía cumpliendo el menor, a fin de que fuera sustituida por una medida de libertad vigilada, y que hasta el momento de la celebración de la comparecencia señalada para resolver sobre tal petición ni el Ministerio Fiscal ni el Equipo Técnico habían solicitado ninguna modificación. Termina solicitando la revocación del auto apelado y que en su lugar se acuerde la continuación de la medida que venía cumpliendo el menor...El Ministerio Fiscal impugna el recurso y contra alega que en la sentencia que se ejecuta...se estableció que el internamiento en régimen semiabierto se transformará en cerrado si la evolución del menor era negativa; que en la comparecencia celebrada en el Juzgado de Menores tanto el Equipo Técnico como la Entidad Pública informaron sobre la conveniencia para el menor de adoptar una medida de mayor contención debido a los factores de riesgo apreciados; que no cabe estimar la

existencia de una reforma a peor, ya que el auto recurrido aplica el artículo 51.2 de la LORPM y se inspira en el interés del menor...La prohibición de la reformatio in peius como garantía procesal integrada en el derecho a la tutela judicial efectiva opera en el ámbito de los recursos...Por lo tanto, el no muy exacto planteamiento del recurrente sólo podría admitirse si fuese detectable que el auto apelado es incongruente o bien que se ha dictado con vulneración del derecho de defensa de menor. Ninguna de tales vulneraciones se ha producido...No cabe hablar de incongruencia ya que el Ministerio Fiscal formuló expresamente la pretensión que acogió el Juez de Menores, además de pronunciarse motivadamente y en sentido desestimatorio respecto a la deducida por la defensa hoy recurrente...Y por lo que se refiere a la indefensión, ni siquiera el recurrente la alega como tal de modo específico. Si bien es cierto que la comparecencia señalada en el Juzgado de Menores lo fue a raíz de la petición articulada por la defensa letrada del menor a fin de modificar la medida que se hallaba cumpliendo Octavio, ello no impide que en dicho acto puedan formularse pretensiones al respecto por la contraparte. Y en tal contexto, estaba al alcance del Letrado del menor haber solicitado, si así lo entendía necesario en aras del derecho de defensa, la suspensión de dicho acto. De haberse denegado la suspensión, sí podría haberse producido la lesión del derecho de defensa. Pero no ha sido el caso...Además, y tal como subraya el Ministerio Fiscal, la sustitución del tipo de internamiento responde a lo específicamente previsto y acordado en el fallo de la sentencia de cuya ejecución tratamos, resolución dictada por el Juzgado de Menores núm. 3 de Madrid con fecha 14 de octubre de 2009 (Expediente de reforma núm. 69/2009); constituye un reflejo de lo previsto en el artículo 51.2 de la LORPM , y se fundamenta en los informes emitidos por el Equipo Técnico, que aconsejan concretamente la modificación que se adopta en la resolución apelada. El recurso, en definitiva, debe desestimarse.

Sustitución de medida de internamiento en régimen semiabierto por internamiento en régimen cerrado justificada.

AAP Madrid secc. 4ª nº 34/2011, de 10 de marzo Pte: Jiménez-Clavería Iglesias, Eduardo
“Procede confirmar la decisión del juez a quo, que modifica la medida de internamiento en régimen semiabierto impuesta al menor, Estanislao, por la de internamiento en régimen cerrado, al haberse apreciado por parte del menor el quebrantamiento de la medida de internamiento en régimen semiabierto acordada, y todo ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50.2 de la LORRPM...Ello es debido, a que el menor a lo largo del cumplimiento de la presente medida ha protagonizado en dos ocasiones, dos "no reingresos" al centro, con una duración total de 45 días, lo que demuestra, tanto la falta de supervisión familiar como el escaso compromiso por parte del menor en la adquisición de compromisos, mostrando un bajo interés por superar su déficit personales, sociales y formativos, truncándose los avances logrados por el mismo en relación a la reflexión de los factores de riesgo existentes en su entorno social, por lo que tanto el Equipo Técnico como la Entidad Pública, aconsejan acorde en interés del menor, modificar el régimen actual a una mayor contención de cara a expresar el reproche de sus conductas y a poder abordar las razones que ha motivado que se haya producido estos dos "no reingresos", criterio que compartimos, por lo que concluimos, que es acorde al interés del menor y consideramos que redunda en su beneficio y

protección, la sustitución de medida realizada por el Juez a quo, por lo que procede desestimar el recurso interpuesto que carece de todo fundamento”.

Sustitución de medida de internamiento en régimen semiabierto por la de internamiento en régimen cerrado justificada.

AAP Madrid secc. 4ª nº 57/2011, de 12 de abril Pte: Jiménez-Clavería Iglesias, Eduardo
“Procede confirmar la decisión del juez a quo, que modifica la medida de internamiento en régimen semiabierto impuesta al menor, Jesús Manuel, por la de internamiento en régimen cerrado, al haberse apreciado por parte del menor el quebrantamiento de la medida de internamiento en régimen semiabierto acordada, y todo ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50.2 de la LORRPM .

Ello es debido, a que el menor a lo largo del cumplimiento de la presente medida ha protagonizado un "no regreso" al centro en que se encontraba internado, habiendo estado fugado y en paradero desconocido, desde el día 6 enero 2011 hasta el día 3 febrero del mismo año, en total 27 días, durante los cuales, ha cometido presuntamente, diversos actos delictivos, contando con un nuevo expediente en la fiscalía de menores (expediente fiscalía 168/11), por unos presuntos hechos de robo con violencia intimidación, hurto y uso de vehículos, cometidos el día 3 febrero 2011, por lo tanto durante la fuga del menor, lo que demuestra, tanto la falta de supervisión familiar como el escaso compromiso por parte éste en la adquisición de compromisos, mostrando un bajo interés por superar su déficit personales, sociales y formativos, truncándose los avances logrados por el mismo en relación a la reflexión de los factores de riesgo existentes en su entorno social, por lo que tanto el Equipo Técnico como la Entidad Pública, aconsejan acorde en interés del menor, modificar el régimen actual a una mayor contención de cara a expresar el reproche de sus conductas y a poder abordar las razones que ha motivado que se haya producido este "no reingreso", así como la reincidencia delictiva, criterio que compartimos, por lo que concluimos, que es acorde al interés del menor y consideramos que redunda en su beneficio y protección, la sustitución de medida realizada por el Juez a quo, por lo que procede desestimar el recurso interpuesto que carece de todo fundamento”.

Sustitución de medida de internamiento en régimen semiabierto por la de internamiento en régimen cerrado justificada

AAP Madrid secc. 4ª nº 52/2011, de 5 de abril Pte: Jiménez-Clavería Iglesias, Eduardo
“Procede confirmar la decisión del juez a quo, que modifica la medida de internamiento en régimen semiabierto impuesta al menor, Gonzalo, por la de internamiento en régimen cerrado, al haberse apreciado por parte del menor el quebrantamiento de la medida de internamiento en régimen semiabierto acordada, y todo ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50.2 de la LORRPM...Ello es debido, a que el menor a lo largo del cumplimiento de la presente medida ha protagonizado un "no regreso" al centro en que se encontraba internado, habiendo estado fugado y en paradero desconocido, desde el día 10 junio 2010 hasta el día 29 enero 2011, en total 232 días, lo que demuestra, tanto la falta de supervisión familiar como el escaso compromiso por parte del menor en la adquisición de compromisos, mostrando un bajo interés por superar su déficit

personales, sociales y formativos, truncándose los avances logrados por el mismo en relación a la reflexión de los factores de riesgo existentes en su entorno social, por lo que tanto el Equipo Técnico como la Entidad Pública, aconsejan acorde en interés del menor, modificar el régimen actual a una mayor contención de cara a expresar el reproche de sus conductas y a poder abordar las razones que ha motivado que se haya producido este "no reingreso", criterio que compartimos, por lo que concluimos, que es acorde al interés del menor y consideramos que redunda en su beneficio y protección, la sustitución de medida realizada por el Juez a quo, por lo que procede desestimar el recurso interpuesto que carece de todo fundamento”.

Suspensión de las actividades a realizar en el exterior en el internamiento en régimen semiabierto

AAP Madrid secc. 4ª nº 104/2011, de 17 de junio Pte: Medina Hernández, Modesta Mª
“La defensa del menor Rogelio, fórmula recurso oponiéndose a que se suspendan las salidas del menor para realizar las actividades formativas y educativas previstas en el programa individualizado de ejecución; alega que la decisión se adopta en base al riesgo potencial que supone para el menor el regreso al medio externo, basándose dicha decisión únicamente en una sospecha de los educadores de que vuelva a producirse el no regreso al centro...El recurso no puede ser estimado. La suspensión de las actividades a realizar en el exterior en el internamiento en régimen semiabierto está prevista en el artículo 7.1b) de la LORRPM . La decisión se adopta por el Juez de Ejecuciones a propuesta del Director del Centro Teresa de Calcuta, con informes de seguimiento del Equipo Técnico del Centro, en el que se hace constar el quebrantamiento de la medida durante seis meses, con reingreso del menor acompañado por la Fuerza Pública. Dichos informes exponen la situación del menor, en el que se detecta la falta de estabilidad del entorno familiar sin garantía hacia el proceso de reinserción social, así como la falta de responsabilidad del menor ante la medida judicial y la ausencia de arrepentimiento por el quebrantamiento. De forma detallada exponen la situación del menor, los déficit que presenta y la necesidad de suspender la realización de actividades en el exterior por el elevado riesgo de que vuelva a quebrantar la medida, proponiéndose la suspensión acordada en aras a garantizar una correcta ejecución...A la vista de los citados informes y del quebrantamiento realizado por el menor, así como el tiempo que se mantuvo en dicha situación, sin desistir de la misma de forma voluntaria y el riesgo de nuevo incumplimiento, estimamos ajustada a derecho la suspensión de las salidas acordada y ello porque la situación del menor y el antecedentes de quebrantamiento es una sospecha fundada que justifica la decisión adoptada. Por todo lo dicho, procede la desestimación del recurso y la confirmación del auto recurrido”.

D.-X MODIFICACIÓN, CANCELACIÓN O SUSTITUCIÓN ORDINARIA

No procede la modificación de la medida interesada al no estar la ejecutoriada a disposición del Juzgado encargado de la ejecución de la media impuesta

AAP Madrid secc. 4ª nº 5/2011, de 18 de enero Pte: Pestana Pérez, Mario
“...las pretensiones deducidas en el recurso no pueden estimarse. Una cosa es la
suspensión de la ejecución de una medida impuesta en sentencia sobre la base de lo

previsto en el artículo 40 de la LORPM , o bien su sustitución en los términos previstos en el artículo 51 de dicha Ley, y otra distinta es el archivo provisional de la ejecutoria a causa de la no localización del menor afectado por la medida y la consiguiente imposibilidad de ponerla en práctica...El Juez a quo señala acertadamente que no se dan los requisitos previstos en los citados artículos de la LORPM . La ausencia de localización de la menor expedientada debido a que al parecer se marchó a su país de origen, impide la verificación de los requisitos legales para la suspensión o bien sustitución de la medida a ejecutar. La ejecución requiere en todo caso que el menor esté a disposición del Juzgado de Menores y de los técnicos encargados de aplicar las medidas impuestas. Lo mismo sucede a la hora de decidir sobre la eventual suspensión o sustitución. Lo que carece de sentido es precisamente pronunciarse en los términos que pretende la parte recurrente sin que la menor se halle a disposición del Juzgado...Una vez que Tomasa sea habida y se halle a disposición del Juzgado encargado de la ejecución de la media impuesta, cabrá comprobar sus circunstancias personales y familiares de cara, en su caso, a una eventual sustitución de la medida de libertad vigilada. Mientras tanto, solo cabe el archivo provisional -que no suspensión- de la ejecución. El recurso, en definitiva, debe desestimarse”.

Si el Juzgado de Menores puede sustituir o cancelar las medidas, también puede posponer el inicio de su ejecución

AAP Soria secc. 1ª nº 90/2011, de 6 de junio Pte: Rodríguez Greciano, Jose Luis
“El artículo 14 de la Ley de Responsabilidad Penal del Menor LO 5/2000 de 12 de enero, en su redacción tras la reforma de la LO 8/06 de 4 de diciembre, viene a indicar que la medida impuesta puede ser modificada por el Juez, tras oír a una serie de partes, y en todo caso al Equipo Técnico y en su caso a la Unidad de Intervención Educativa. Pudiendo no solo modificarla, sino dejarla sin efecto, reducir su duración o sustituirla por otra, en interés del menor y se exprese suficientemente a este el reproche merecido por su conducta. Evidentemente también puede posponer el inicio de su ejecución”

No procede sustituir el internamiento cerrado por semiabierto en un caso de menor de 17 años condenado a 8 años de internamiento por homicidio. Fines de prevención general y especial. Historial de sanciones disciplinarias.

AAP Las Palmas secc. 1ª nº 74/2011, de 24 de febrero Pte: Parramon i Bregolat, Miguel Angel
“La pretensión impugnatoria actuada por el Ministerio Fiscal contra el auto de fecha 18/10/2010, por el que se acuerda modificar el régimen de internamiento de la medida impuesta al joven Alfredo en sentencia firma de fecha 19/10/2005, se fundamenta, en síntesis, en la gravedad de los hechos en virtud de los cuales se le impuso la medida de internamiento en centro cerrado - homicidio - y al breve cumplimiento del total de los 8 anos que se le impuso, de los cuales ha cumplido 5 anos y 5 meses si se incluye el periodo de internamiento cautelar...Alega el Ministerio Fiscal recurrente que dicho periodo de efectivo cumplimiento no guarda proporcionalidad con la naturaleza del hecho cometido ni resulta suficiente para entender consolidados los objetivos fijados en el programa individualizado de ejecución de tal medida, sin olvidar, que desde un punto de vista disciplinario tampoco el comportamiento del joven se revela como adecuado,

dado el elevado número de partes de incidentes que constan en el expediente, lo que a juicio del apelante evidencia que el joven aún no está preparado para desarrollar un estilo de vida idóneo en un contexto de régimen semiabierto...Frente a ello la resolución judicial que acuerda la modificación de la medida se apoya en los informes favorables del Equipo Técnico, que destaca que la progresión del joven durante el cumplimiento de la medida ha sido en general positiva y las limitaciones formativas y ocupacionales del centro en que cumple la medida; de la Dirección General de Protección del Menor y la Familia, que considera que los objetivos previstos para la medida de internamiento cerrado han sido ya alcanzados; y del equipo educativo del CEMJ " Amparo Rodríguez Pérez ", en el que el joven cumple la medida, que indica que por lo general el joven expedientado muestra un comportamiento ajustado a las normas de convivencia, así como una baja incidencia en la emisión de comportamientos contrarios al reglamento de régimen interno...El Juez de Menores basa su decisión en que Alfredo está demostrando un adecuado nivel de compromiso de cara al cumplimiento de los objetivos de la medida judicial y que lleva ya cumplidos 5 anos y 5 meses de internamiento cerrado por lo que entiende que el componente sancionador de la medida definitiva se ha desarrollado suficientemente y la prolongación de su situación genera un estancamiento en su evolución y roces con el personal del centro, con riesgo de involución en su progreso de reinserción social...Así planteados los términos del debate considera este Tribunal que la sustitución de la medida acordada por el juez de menores, conforme a los artículos 13 y 51 de la LORRPM , no resulta procedente atendidas las circunstancias concurrentes y procede revocar la misma y mantener la medida de internamiento en régimen cerrado inicialmente impuesta al joven en la sentencia firme, sin perjuicio de la posibilidad de reconsiderar en un futuro la misma dependiendo de la variación de aquellas y de la evolución positiva del joven internado...Es nuestro parecer que la extrema gravedad de los hechos por los que fue sancionado el joven expedientado, el periodo de efectivo cumplimiento y la conducta sostenida por el mismo en el centro cerrado donde cumple la medida desaconsejan la sustitución de la misma por una de régimen semiabierto...Conviene recordar que la medida impuesta al joven en la sentencia fue de 8 anos de internamiento en centro cerrado, el máximo de lo legalmente previsto, por un delito de homicidio, cometido cuando el expedientado tenía una edad de entre 17 anos y seis meses y los 18 anos y 6 meses, de la cual ha cumplido una parte - 5 anos y 5 meses -, lo cual nos lleva a entender que el periodo de efectivo cumplimiento aunque sea de mas de las dos terceras partes no es suficiente por si solo para asegurar los fines de prevención general y especial propios del derecho penal y de la medida impuesta...Desde luego que este Tribunal comparte la opinión del Juez de Menores sobre la finalidad de las medidas previstas en la Ley Orgánica 5/2000, en el sentido que aquellas no persiguen solamente el castigo del menor infractor, sino sobre todo su reeducación y reinserción social, pero también como se ha dicho la adecuada prevención y retribución por el delito cometido...Pero es que además, pese a los informes técnicos favorables al cambio de régimen del internamiento, el historial reciente de sanciones disciplinarias del joven expedientado - 5 en seis meses - pone en prudente entredicho y desvirtúa esa evolución positiva del internado a la que se refiere el juez de menores, dado que pese a que aquellas se impusieron ciertamente por faltas leves de desobediencia, no parecen meramente anecdóticas, ni se pueden calificar como incidentes aislados y mas bien son demostrativas de una evidente dificultad de resocialización que puede verse todavía mas comprometida con el cambio a un régimen atenuado que puede ser percibido por el joven como la concesión de un inmerecido beneficio pese al dudoso comportamiento

mantenido en cuanto a la convivencia respecta...El juez de menores en sus dos resoluciones sobre el particular, tan rigurosas como bien fundamentadas, subraya también que la edad del expedientado es muy superior a la media de los menores internos en el centro, lo que supone un obstáculo anadido a sus relaciones con estos y a la aplicación del programa educativo del establecimiento, pero aun compartiendo la Sala dichas prevenciones, perfectamente razonables, tales consideraciones no pueden merecer influencia decisiva para modificar la medida inicialmente acordada, en el bien entendido que los criterios fundamentales a tener en cuenta son, como no puede ser menos, los de prevención y reeducación anteriormente referidos, los cuales habida cuenta del tiempo pendiente de cumplimiento y el comportamiento del joven en el centro parecen que no están todavía alcanzados en el momento actual de ejecución de la sanción discutida...Sin perjuicio de que la evolución posterior permita reconsiderar la decisión actual o incluso aconseje la alternativa de cumplimiento en establecimiento penitenciario perfectamente factible conforme a lo previsto en el artículo 15 de la LO 5/2000 y que este Tribunal no considera a priori desacertado si ello fuera de interes para alcanzar los objetivos de reforma y reeducación del joven expedientado.

Modificación de medidas. Necesidad de audiencia de las partes.

AAP Madrid secc. 4ª nº 93/2011, de 8 de junio Pte: Jiménez-Clavería Iglesias, Eduardo
“El día 25 abril 2011 el Juzgado de Menores num. 7 de Madrid, dictó auto acordando modificar la medida de 60 horas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad impuesta al menor, Imanol, en sentencia... por la medida de seis permanencias de fin de semana en Centro, en los términos establecidos la sentencia dictada.... Procede estimar el recurso interpuesto, pues tal y como se postula en el mismo, la sustitución de la medida impuesta, se ha realizado sin oir a las partes, y en concreto, al menor y a la defensa de este, audiencia preceptiva, a tenor de lo dispuesto en el artículo 13. 2 y 51 de la LORPM , por lo que se ha producido la indefensión alegada por el recurrente, lo que conlleva la consecuencia ineludible de la nulidad de la resolución recurrida, debiendo de retrotraerse las actuaciones al momento en que se originó tal vicio de nulidad”.

Modificación de la medida de tareas socio educativas por la de nueve meses de libertad vigilada

AAP Madrid secc. 4ª nº 24/2011, de 17 de febrero Pte: Jiménez-Clavería Iglesias, Eduardo
“Procede confirmar la decisión del juez a quo, que modifica la medida de tareas socio educativas impuestas al menor...por la de nueve meses de libertad vigilada, en los términos establecidos en la referida sentencia, al haberse apreciado por parte del menor la escasa participación y sometimiento por parte de este al programa individualizado de ejecución de la medida de tareas socio educativas impuestas al mismo, y todo ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50.2 de la LORRPM ...Ello es debido, a que el menor a lo largo del cumplimiento de la presente medida ha mostrado su falta de interés, protagonizando un absentismo al Centro de Día, superando sus ausencias en gran medida al número de asistencias, lo que ha provocado la no consecución de los objetivos propuestos en el programa de ejecución, lo que irremediablemente ha abocado

a que no se hayan podido abordar con el joven otros objetivos no alcanzados, ni repasar los pocos en los que este ha avanzado, mostrándose ineficaz el proceso educativo que dicha medida pretendía, principalmente, por falta de colaboración del menor...En definitiva, el menor no ha cumplido la medida impuesta, sin ninguna razón válida o creíble que lo justifique, por lo que procede la sustitución por la de nueve meses de libertad vigilada prevista en la sentencia que condenó al menor por un delito de robo con fuerza en las cosas en grado de tentativa, desestimándose por lo tanto el recurso interpuesto que carece de todo fundamento”.

E.- RESPONSABILIDAD CIVIL

E.- I.-- CUESTIONES PROCESALES

Acordado el sobreseimiento y archivo del expediente, ya sea definitivo o provisional, no puede ser ejercitada la acción civil en el proceso penal

AAP Madrid, secc. 4ª nº 126/2010, de 24 de junio Pte: Molina Marín, Josefina
“En el recurso se discrepa de la decisión de sobreseimiento provisional, al considerar, en síntesis, que el auto que acuerda el sobreseimiento de las actuaciones, veta toda posibilidad de ejercer la acción civil contra las menores expedientadas, en reclamación de la indemnización pretendida, infringiendo el art. 64 de la LORPM y el art. 24 de la Constitución, por la indefensión que le causa, lo que determinaría la nulidad del mismo... La Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores, haciendo uso flexible del principio de intervención mínima en función del interés superior del menor contempla entre las formas de finalización, el sobreseimiento instado por el Fiscal a propuesta del equipo técnico (art. 27 LORPM )....En el supuesto de autos, el auto de sobreseimiento que se recurre, era la única resolución procedente conforme a la normativa vigente, (art. 19, 27.4 y 33, c) de la LORPM ), toda vez que, por un lado, es una facultad exclusiva del Ministerio Fiscal la de pedir el sobreseimiento, acordándolo necesariamente el Juzgado de Menores, sin que en este trámite se otorgue intervención a la Acusación Particular. En consecuencia, el Juzgado de Menores, tal y como establece el art. 33.c) de la Ley de Responsabilidad Penal de los Menores, deberá proceder al archivo por sobreseimiento de las actuaciones cuando el Ministerio Fiscal solicite el desistimiento...Por otro lado, era la resolución procedente por venir avalada por el informe del Equipo Técnico, de conformidad con lo dispuesto en el art. 27.4 de la LORPM...El que no se halla llevado a cabo la conciliación con los perjudicados, obedece a la negativa de éstos, motivo por el cual las menores han realizado tareas asistenciales de apoyo y acompañamiento a personas, cuyo seguimiento por el ARRMI, fue positivo, en el sentido de considerar que ambas menores habían cumplido la reparación extrajudicial...Y acordado el sobreseimiento y archivo del expediente, ya sea definitivo o provisional, no puede ser ejercitada la acción civil derivada del posible delito o falta, tal y como pretende el recurrente, que deberá acudir a dicha jurisdicción y a través de los trámites establecidos por la LEC, al ser evidente que no puede serlo en el ámbito de un procedimiento penal archivado”.

Acordado el sobreseimiento y archivo del expediente, ya sea definitivo o provisional, no puede ser ejercitada la acción civil en el proceso penal

AAP Madrid, secc. 4ª nº 17/2011, de 11 de febrero Pte: Molina Marín, Josefina AAP Madrid, secc. 4ª nº 128/2010, de 24 de junio Pte: Molina Marín, Josefina
Si el perjudicado se persona, el Fiscal pierde legitimación para ejercer acciones civiles, y esa pérdida de legitimación también irradia a la posibilidad de recurrir en relación con cuestiones civiles

SAP Barcelona secc. 3ª nº 880/2011, de 25 de octubre de 2011 Pilar Pérez De Rueda
“El Ministerio Fiscal solicita la nulidad parcial de la sentencia dictada en la instancia por entender que la misma carece de toda motivación en lo que respecta a la fijación del importe de la responsabilidad civil...Este último motivo de impugnación tampoco puede prosperar. Es cierto que la sentencia recurrida carece de la mínima motivación que le sería exigible, pero en todo caso el Ministerio Fiscal no esta legitimado para pedir la nulidad parcial de la sentencia, concretamente la que hace referencia a la fijación de la responsabilidad, toda vez que la art. 61 de la LORPM establece claramente que el Ministerio Fiscal ejercitara la acción civil salvo que el perjudicado renuncie a ella, la ejercite por si mismo (como ocurre en el presente caso, en el que Jose Francisco se ha personado como Acusación Particular en la causa) o se la reserve para ejercitarla ante el orden jurisdiccional civil...En consecuencia, si habiéndose personado la Acusación Particular, el Ministerio Fiscal carecía de legitimación para ejercitar la acción civil a favor de dicho perjudicado, es patente que también carece de legitimación para interponer recurso alguno que tenga por objeto la fijación de dicha responsabilidad civil”.

La sentencia de instancia condena civilmente al menor y a sus padres. El Fiscal recurre, pues se había personado el perjudicado y éste no pidió la condena civil de los representantes legales del menor. La Audiencia Provincial desestima el recurso del Fiscal al entender que conllevaría un perjuicio para los perjudicados, considerando la postura del Fiscal demasiado formalista.

SAP Pontevedra secc. 2ª nº 281/2011, de 20 de octubre Ponente: Matilde Etheldreda García Brea
“Tendo en conta o exposto en ambos os preceptos, argumenta o Ministerio Fiscal que no seu escrito non pediu responsabilidade civil porque interviña a acusación particular, e que esta solicitou a responsabilidade civil de Ignacio , mais non a dos seus pais, de xeito que considera que estes non están obrigados a responder civilmente.

Consideramos que o artigo 61.3 da LORPM é unha norma imperativa, é dicir, que o que nel establece o lexislador opera independentemente de que o solicite Ministerio Fiscal ou a acusación particular, e sexa de maneira expresa ou non. Téñase en conta a similitude das regras ou normas que establecen o réxime xurídico da responsabilidade civil tanto no ámbito civil coma no penal.

O citado artigo 61.3 non fai máis que dispor o mesmo que no eido civil dispón o artigo
1903, parágrafo segundo, do CC : "Os pais son responsables dos danos causados polos
fillos que se encontren baixo a súa garda ."E tales normas responden a unha razón de

pura lóxica: dado que os menores -polo xeral- non contan con patrimonio propio nin poden obter recursos por si mesmos, co fin de que as vítimas sexan resarcidas dos danos sufridos, e que non queden frustrados os dereitos dos prexudicados, o lexislador penal e o lexislador civil estenden aos proxenitores dos menores a obriga de responder civilmente dos danos causados polos seus fillos, xa que, en tanto que aqueles sexan menores, están baixo a súa garda e custodia e, polo tanto, os seus pais responden por eles.

Cómpre tamén invocar neste caso un motivo de economía procesual, dado que se lle imporía á vítima ter que acudir de novo aos tribunais de xustiza, pero agora á xurisdición civil, para obter a indemnización das lesións sufridas; e iso, logo de prosperar a súa pretensión na vía penal, cando sempre o éxito nesta leva consigo, xunto á declaración e o recoñecemento da súa propia responsabilidade (penal), a responsabilidade civil.

Non podemos, pois, acoller o recurso, ao considerar demasiado formalista e restritiva a interpretación que realiza o Ministerio Fiscal dos artigos xa citados da devandita lei”.

Inasistencia no justificada del perjudicado al acto de la audiencia, sin que nadie le representara ni ejerciera las acciones en su nombre. Improcedencia de la indemnización reconocida

SAP Ciudad Real secc. 1ª nº 1/2011, de 21 de junio Ponente: Alfonso Moreno Cardoso
“La pretensión demandada por el perjudicado Luis Alberto no debió ser acogida habida cuenta que, si bien su hija Raquel participó que no podía comparecer al acto de la comparecencia por hallarse hospitalizado, es lo cierto que ni se justificó, ni, por aquél, persona alguna realizó la defensa legitima de sus derechos mediante la oportuna representación que, entre otros aspectos, hubiera podido solicitar la suspensión en su caso del acto. Consecuencia de lo cual, en la misma vista, el Juzgador le tuvo por desistido y, sin embargo, se le concede la indemnización pretendida”.

E.- I.-2 PRUEBA

Cuantificación del daño. Impugnación de la pericial. Es a la parte que impugna la pericial a la que le corresponde interesar la citación del perito para el acto del juicio

SAP Málaga secc. 8ª nº 334/2011, de 24 de junio Pte: Arroyal Calero, Juan José
“...en caso de impugnación es la parte impugnante quien debe llamar al perito al acto de la vista para interrogarlo sobre los puntos del informe pericial que la parte recurrente estima que deben ser impugnados, no habiendo solicitado la presencia del perito y limitándose a impugnar de forma genérica la cuantificación es por lo que procede la desestimación anunciada”.

E.- I.-3 POSICIÓN PROCESAL DE LOS RESPONSABLES CIVILES

Desestimación de la nulidad promovida por el responsable civil aunque no pudiera intervenir en el juicio por problemas técnicos en la videoconferencia. La suma reclamada eran 60 euros.

SAP Palencia secc. 1ª nº 6/2011, de 26 de julio Pte: Miguelez del Río, Carlos
“Para la resolución del motivo planteado conviene dejar constancia de los siguientes hechos: a) el Asesor Jurídico de la Ciudad Autónoma de Melilla presentó el correspondiente escrito de alegaciones y propuso la práctica de la prueba que a su derecho convino; b) con posterioridad, la misma defensa solicitó al Juzgado de Menores poder asistir a la vista mediante videoconferencia, lo que se acordó por el juzgado mediante providencia dictada el día 9 de marzo de 2011; c) en la fecha señalada para la vista, 31 de marzo de 2011, no pudo intervenir la defensa de la Ciudad Autónoma de Melilla por problemas técnicos, al no poderse accionar los mecanismos de la videoconferencia, por lo se suspendió la vista y se convocó nuevamente a las partes para el día 7 de abril del mismo año 2011; y d) tampoco en esta segunda ocasión funcionó el sistema de videoconferencia, también por problemas técnicos, y por la Juez de Menores se acordó la celebración de la vista...Desde luego, tiene razón la parte recurrente cuando alega que su asesor jurídico asistió a la sede del Juzgado de Menores de Melilla para asistir a la celebración de la vista por videoconferencia, tal como se había acordado, y que no pudo intervenir al no funcionar los mecanismos técnicos de la videoconferencia. Ahora bien, la Sala atendiendo a las circunstancias concurrentes no considera ajustado a derecho declarar por ello la nulidad de actuaciones, por cuanto la entidad recurrente presentó el correspondiente escrito de alegaciones que, ante los problemas técnicos existentes totalmente ajenos a la voluntad del Juzgado y de las partes, fue reproducido en la vista. Por otro lado, en el acto de la vista se practicó la prueba propuesta por la defensa de la entidad apelante, especialmente la declaración de la víctima menor Zaida y del Equipo Técnico de Menores...En consecuencia, nosotros consideramos que, en este caso concreto en el que se ha declarado la responsabilidad civil de la Ciudad Autónoma de Melilla al pago de 60 euros, no concurre causa de nulidad por cuanto los problemas técnicos surgidos que impidieron la celebración de la videoconferencia fueron ajenos tanto al juzgado como a las partes, y debemos también pensar en otros valores constitucionales reconocidos a todas las personas, concretamente el derecho a la justicia efectiva y a un proceso sin dilaciones, art. 24 de la CE , puesto que de estimarse el motivo de apelación se tendría que volver a convocar nuevamente a las partes a una tercera vista lo que supondría un injusto peregrinaje judicial, y todo ello motivado por los citados problemas técnicos y por no asistir personalmente a la vista la defensa de la entidad recurrente y, además, cuando en la vista celebrada se practicaron las pruebas propuestas en el escrito de alegaciones de la apelante, cuyo contenido no se discute en el escrito de recurso. Por lo tanto, el recurso no puede prosperar”.

E.- II.- CUESTIONES SUSTANTIVAS

Plazo de prescripción de la acción civil ex delicto

SAP Madrid secc. 4ª nº 163/2011, de 6 de julio Pte: Jiménez-Clavería Iglesias, Eduardo
“Tal y como señala la sentencia recurrida, el plazo prescriptivo de la acción ex delito, ejercitada en el presente procedimiento, está regulada en el artículo 1964 del código civil, que establece un plazo de prescripción de 15 años para las acciones personales que no tengan fijados un plazo especial en la ley...El plazo prescriptivo de un año fijado en el artículo 1902 del código civil para la prescripción de la responsabilidad extra contractual, es aplicable, sólo y exclusivamente, cuando se haya finalizado el procedimiento penal, sin pronunciamiento condenatorio civil, caso que no es el que nos ocupa, pues nos encontramos ante la particularidad de la jurisdicción penal de menores, en la que se permite, la conclusión del expediente sancionador y archivo del mismo, por conciliación o reparación de la víctima (artículo 19 LORRPM ), circunstancia que concurre en el caso del menor demandado”.

E.- II.- 1 RESPONSABILIDAD CIVIL DE COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Responsabilidad de la CCAA por actos de menores desamparados. Exclusión de los padres

SAP Málaga secc. 8ª nº 256/2011, de 13 de mayo Manuel Caballero Bonald Campuzano
“La parte recurrente pretende aplicar una interpretación del orden establecido en el articulo 61 estricta y literal, de manera que la responsabilidad civil debe extenderse a los padres de los menores condenados en todo caso y con carácter preferente, pretensión que debe ser desestimada. Dicha interpretación literal implica que se debería declarar siempre la responsabilidad civil de los padres del menor infractor, y sólo de ellos, aunque no fueran titulares de la patria potestad , o hubieran sido privados de su ejercicio, y la tutela, acogimiento o guarda, correspondiera a otras personas...debe atenderse a las efectivas facultades que los diversos responsables tengan atribuidas sobre el menor en el momento de acaecer los hechos que determinen su responsabilidad, facultades que se corresponden con los consiguientes deberes jurídicos de educación y de control o vigilancia del menor. Así, la responsabilidad civil debería atribuirse a las personas citadas en primer lugar en el precepto, y sólo a ellas, cuando agotaran la titularidad y el ejercicio de todas las funciones de educación, vigilancia y control sobre el menor. Cuando ello no suceda así, y otras personas mencionadas a continuación en el precepto que nos educación, vigilancia y control sobre el menor. Cuando ello no suceda así, y otras personas mencionadas a continuación en el precepto que nos ocupa sean titulares o ejerciten funciones integradas en dicho haz de facultades, debe declararse su responsabilidad civil...Al respecto cabe señalar que el menor Fructuoso se encontraba en la fecha de los hechos en situación de desamparo y bajo la tutela de la Junta de Andalucía, desde el 2 de julio de 2009, siendo ingresado en el Centro "Virgen de la Victoria". La responsabilidad de los padres por los actos ilícitos de los hijos que se encuentran bajo su guarda, se configura como una responsabilidad en gran medida solidaria y objetiva cuya razón de ser se encuentra en la trasgresión del deber de vigilancia que a los padres incumbe, en el desempeño de la patria potestad, y que comprende también los deberes de educación y formación integral del menor, en la tolerancia y respeto de los derechos individuales y propiedad de los demás, estimándose inadecuadas tanto las conductas de dejadez en la educación, como las actitudes de protección y de justificación a ultranza de la conducta del menor...Sentado lo anterior y en nuestro caso, el menor en cuestión se encuentra bajo la custodia de la Junta de Andalucía por resolución expresa de desamparo de fecha 2 de julio de 2009 por lo que

difícilmente puede exigirse responsabilidad a los padres cuando le ha sido retirado el control y el deber de vigilancia y custodia sobre el mismo, deberes y obligaciones que recaían sobre la Junta de Andalucía...En consecuencia ejerciendo la tutela, control y educación de tal menor la Junta de Andalucía, a través de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social, corresponde a la Junta responder civilmente de la actuación del menor Fructuoso , con exclusión de los padres, confirmando así el pronunciamiento que, al respecto, se contiene en la sentencia recurrida”.

Responsabilidad de la Ciudad Autónoma de Melilla como tutora de la menor aunque ésta se encontrara residiendo en Palencia

SAP Palencia secc. 1ª nº 6/2011, de 26 de julio Pte: Miguelez del Río, Carlos
“La resolución recurrida acuerda declarar la responsabilidad solidaria de la Consejería de Bienestar Social y Sanidad de la Ciudad Autónoma de Melilla, en el pago de 60 euros a la perjudicada Zaida con el argumento de que, el momento de ocurrir los hechos objeto de autos, la menor expedientada Federico se encontraba tutelada por dicha entidad. Pues bien, la misma suerte desestimatoria ha de correr el segundo motivo de apelación planteado por la defensa de la Ciudad Autónoma de Melilla, por cuanto consta demostrado que, cuando se produjeron los hechos, la menor expedientada Federico se encontraba tutelada por dicha administración pública y ello aunque estuviese residiendo en el DIRECCION000 de Palencia... la Sala no comparte los razonamientos jurídicos expuestos por la entidad recurrente, toda vez que en el momento de producirse los hechos correspondía a la Gerencia de Bienestar Social de la Ciudad Autónoma de Melilla ejercer el derecho- deber de control y vigilancia de la menor en virtud de la guarda legal asumida sobre la mismo en cuanto sujeta a su tutela, independientemente al hecho de que la menor estuviese residiendo en un centro de Palencia, puesto que según el régimen legal examinado, la responsabilidad de la Administración apelante surge sin más cuando un menor sometido a su guarda legal comete un ilícito penal que origina unos daños y perjuicios, lo que acontece en supuesto actual”.

Menor bajo la guarda de una CCAA. La responsabilidad es de la CCAA y no de la madre aunque en la fecha en que sucedieron los hechos el menor se encontrara pasando unos días con la madre.

SAP Soria, secc. 1ª nº 48/2010, de 23 de julio Pte: Fernández Martínez, Rafael
“En el presente supuesto, ha quedado demostrado por la documentación obrante en el expediente de reforma que en la fecha en que ocurrieron los hechos Carlos Antonio se encontraba con su madre pero ostentaba la guarda del menor la Junta de Castilla y León...La situación mencionada no significa que la madre asumiese la guarda del menor durante el espacio de tiempo que permaneció en su vivienda puesto que la situación legal de Carlos Antonio no cambia, era la Junta de Castilla y León quién seguía teniendo la guarda legal y, por tanto, quien era responsable civil de todos sus actos conforme al art. 61.3 LORPM , no se puede trasladar la responsabilidad a la madre por el hecho de que permaneciese unos días con ella, la Junta de Castilla y León se responsabilizó de él con anterioridad, y no puede trasladarse la responsabilidad a otra persona diferente mientras no se asuma de forma expresa y legalmente. En este caso

ninguna duda existe de quién ostentaba la guarda de Carlos Antonio, todas las partes lo reconocen, y la documentación aportada así lo indica, si el menor permaneció unos días en casa de su madre es la Junta de Castilla y León quien debía vigilarle y el hecho de no hacerlo significa que debe asumir la responsabilidad por los hechos ajenos cometidos por quien permanece bajo sus custodia. En resumen, el art. 61.3º LORPM establece la responsabilidad de padres, tutores, acogedores y guardadores legales o de hecho, por este orden, sin que sea necesario que concurra la responsabilidad de más de uno de los mencionados, y sin que pueda trasladarse la misma a uno u otro según con quien se encuentre en ese momento, el deber de vigilancia, control y custodia permanece a favor de la persona o entidad a la que se le ha encomendado esta labor, por lo que deberá responder solidariamente conjuntamente con el autor de los hechos de los daños y perjuicios ocasionados como consecuencia de su comportamiento, razones por las que el motivo del recurso debe prosperar”.

Menor tutelado. Se condena solo a la CCAA porque independientemente de que deba seguirse o no el orden del artículo 61 los padres del referido menor no fueron llamados a la causa ni citados a juicio.

SAP Málaga secc. 8ª nº 324/2010,de 19 de abril Pte: Caballero Bonald Campuzano, Manuel
“En el recurso de apelación presentado en nombre de la Junta de Andalucía se impugna la sentencia por estimar, en primer lugar, que se ha producido una infracción del artículo 61 de la LORPM al excluirse de la responsabilidad civil a los padres del menor condenado...El primer motivo del recurso debe ser desestimado pues no se ha producido vulneración alguna del artículo 61 de la LORPM en la interpretación que le otorga esta Sala...Al respecto cabe señalar que el menor Maximino se encontraba en la fecha de los hechos en situación de desamparo y bajo la tutela de la Junta de Andalucía. Con independencia de si, en un supuesto como el presente, debe seguirse o no el orden contenido en el referido artículo 61, lo cierto es que los padres del referido menor no fueron llamados a la causa ni citados a juicio en su condición de posibles responsables civiles, sin que la representación de la Junta de Andalucía mostrara en el plenario su oposición a la celebración del acto en su ausencia, ni interesara su suspensión para que se procediera a citarlos, no dirigiendo tampoco el Ministerio Fiscal - única parte acusadora- acción civil contra ellos, por lo que no resultaba posible una eventual condena de los mismos en cuanto que no fueron parte del procedimiento y ello les originaría una patente indefensión, ello sin perjuicio de que la Administración autonómica pueda repetir en su contra para el abono de la suma satisfecha. A ello debe unirse la circunstancia de que, además, uno de los progenitores parece que ha fallecido”.

E.- II.-3 MODERACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD

Carga de la prueba para moderar la responsabilidad

SAP Zaragoza secc. 6ª nº 328/2011, de 26 de septiembre Pte: Ballestín Miguel, Alfonso
“Se alega también, como petición subsidiaria, que en aplicación de lo dispuesto en el
art. 61.3... se modere la responsabilidad civil de los padres y se reduzca, al menos, en
un 50%. Sin embargo, esta rebaja cuantitativa se considera totalmente improcedente por

cuanto, como es sabido, el fundamento de tal responsabilidad civil está en una supuesta culpa "in educando", que corresponde a los progenitores...Bien es cierto que tal precepto legal también contempla la posibilidad de modulación de la responsabilidad civil de los padres, según los casos, cuando no hubieren favorecido la conducta del menor con dolo o negligencia grave, pero al constituir ésta una excepción a la norma general, es a los padres a quienes corresponde la carga de probarlo, y es por ello que, sino se ha conseguido acreditar tal circunstancia -y al respecto no se considera suficiente el contenido del informe del equipo técnico-, la decisión de la Juzgadora de declarar la obligación de los padres de pago la totalidad de la indemnización, solidariamente con su hijo, se considera acertada”.

Moderación del 50% de la responsabilidad de los padres en un supuesto de menor condenado por delito de atentado y faltas de lesiones

SAP Málaga secc. 8ª nº 181/2011, de 1 de abril Ponente Manuel Caballero Bonald Campuzano
“...se solicita su moderación...y la consiguiente reducción en un 50% , pues para la apelante los padres del menor condenado han actuado respecto del menor aplicando las medidas de protección necesarias, tratando de solventar sus déficit y procurando su desarrollo integral, actuando, en definitiva, con toda la diligencia que le es exigible en la educación de su hijo...En el presente caso, del informe emitido por el Equipo Técnico se deduce que el menor está integrado en un grupo familiar "estructurado y funcional en sus relaciones", manteniendo una "dinámica y organización familiar normalizada" con correctas pautas educativas y buen control sobre el cumplimiento de la normativa familiar, siendo la respuesta del menor en el ámbito familiar "muy buena", con vínculos afectivos positivos entre todos con alto grado de colaboración y comunicación. El menor mantiene un rendimiento académico que merece una valoración media-alta, encontrándose la situación del menor "normalizada a todos los niveles"...A la vista de lo expuesto se ha de concluir que, por más que la responsabilidad que nos ocupa tenga un carácter cuasi- objetivo, no es menos cierto que la actuación de los padres del menor no puede decirse que favoreciera la conducta llevada a cabo por el mismo en los concretos hechos por los que resultó condenado por dolo o negligencia grave, por lo que se está en el caso de reducir la responsabilidad civil declara respecto de dichos padres en un 50%, tal y como se interesa en le recurso” .

Delito de lesiones. Moderación de la responsabilidad civil de los abuelos del menor en un 50%. Circunstancias familiares especiales.

SAP Málaga secc. 8ª nº 182/2011, de 1 de abril Ponente Manuel Caballero Bonald Campuzano
“En el presente caso, del informe emitido por el Equipo Técnico se deduce que los abuelos, ambos ya jubilados, son los responsables legales del menor pues la madre presenta un trastorno mental y se encuentra ingresada en un Psiquiátrico en Inglaterra . El menor ha estado en tratamiento por consumo de tóxicos con un psicólogo privado . Ha estado matriculado en el colegio internacional de Fuengirola y, posteriormente, en el St Anthony Internacional de Mijas costa. Es el abuelo materno quien acompaña al menor a al entrevista con el Equipo Técnico, apreciándose "unas relaciones

interpersonales positivas". No se puede concluir, en definitiva, que los abuelos maternos hayan favorecido la conducta del menor con dolo o negligencia grave y, por más que la responsabilidad que nos ocupa tenga un carácter cuasi-objetivo, no puede afirmarse que la actuación de los abuelos maternos favoreciera la conducta llevada a cabo por el mismo en los concretos hechos por los que resultó condenado con "dolo o negligencia grave", por lo que se está en el caso de reducir la responsabilidad civil declarada respecto de dichos abuelos en un 50%, tal y como se interesa en el recurso y teniendo en cuenta las especiales circunstancias familiares que concurren en la labor educativa que corresponde a tales abuelos”.

La carga de la prueba del actuar diligente que permita fundar la moderación de la responsabilidad solicitada corresponde a los padres. La madre tiende a justificar y minimizar las actuaciones de su hijo. La existencia de anteriores comportamientos indebidos por parte del menor exigía un plus de diligencia.

SAP Navarra secc. 1ª, nº 83/2010, de 21 de mayo Pte: Gesto Alonso, Blanca
“En lo que se refiere a la facultad moderadora de la responsabilidad solidaria, prevista en el artículo 61.3, es doctrina reiterada de esta Sala que la carga de la prueba del actuar diligente que permita fundar la moderación de la responsabilidad solicitada, corresponde a los padres del menor condenado. Y, ciertamente, como señala la Juez a quo tal diligencia no ha quedado probada en el presente supuesto a juzgar por la conducta del menor y la hora en la que se produjeron los hechos; incluso debemos compartir la apreciación del Ministerio Fiscal sobre el informe del equipo técnico del que se desprende que la madre de Luciano tiende a justificar y minimizar las actuaciones de su hijo...la existencia de anteriores comportamiento indebidos por parte del menor exigía un plus de diligencia por los padres en sus deberes de guarda y custodia y, en definitiva, de vigilancia de las actividades del menor”.

Rasgos principales de la facultad de moderación. Es una posibilidad para el juez. No afecta al menor. No puede generar una exoneración total.

SAP Soria, secc. 1ª nº 48/2010, de 23 de julio Pte: Fernández Martínez, Rafael
“...la facultad de graduación o moderación de la responsabilidad civil, debemos señalar que no afecta nunca al menor responsable directo. Y es, sin duda, una disposición mucho más severa que la del art. 1903 CC, pues en éste cabe la exculpación total de la repación civil para estas personas, sólo se puede graduar o moderar en el caso de que no hayan favorecido con dolo o culpa grave la conducta del menor. Se establece una posibilidad que se le concede al Juez, no una obligación (el Juez podrá moderar según los casos)...El menor es el principal responsable civil... en ningún caso va a ser posible excluir o exonerar de responsabilidad a estos otros responsables solidarios, ni aunque acrediten haber actuado con la máxima diligencia, sino que, si por el contrario no han favorecido la conducta infractora del menor con dolo o negligencia grave, el Juez podrá, en su caso y además de forma no obligatoria sino facultativa, moderar, en el sentido únicamente de reducir pero no excluir, dicha responsabilidad”.

Menor que causa lesiones a un tercero estando tutelado por la Generalitat, que
había otorgado el acogimiento simple del menor a su abuela paterna. No procede

condenar civilmente a la abuela pues nadie se ha dirigido contra la misma. No procede la moderación de la responsabilidad de la Generalitat.

SAP Tarragona secc. 4ª nº 338/2011, de 14 de julio Pte: Barcenilla Visus, Mª de los Angeles
“La Generalitat de Catalunya interpone recurso de apelación contra la sentencia que le condena como responsable civil solidaria de los hechos cometidos por el menor tutelado Segundo...Funda la apelante su recurso en un motivo principal en el que invoca que siendo la abuela del menor su guardadora de hecho, la misma responde civilmente de los hechos que se le imputan, al haber incumplido su obligación de velar por el, tenerlo en su compañía, educarle y proporcionarle una educación integral, denunciando seguidamente la infracción del artículo 61.3...considerando que,en todo caso, el único deber incumplido habría sido el de supervisar las funciones de guardia, educación y formación que incumbían a la abuela del menor, por lo que resultaba obligada la moderación de su responsabilidad...en el trámite de conclusiones definitivas, ni el Ministerio Fiscal ni las acusaciones personadas interesaron la condena de la abuela del menor tutelado por la recurrente como responsable civil solidaria, por lo que difícilmente podía el juez de menores decretarla so pena de vulnerar el principio dispositivo que rige en cuanto al ejercicio de la acción civil...Pero es que, además, no podemos desconocer que no cabe invocar situación litisconsorcial, en supuestos de solidaridad obligacional habida cuenta de que, si admitiéramos la hipótesis que plantea la apelante referente a la responsabilidad solidaria del menor, el tutor y el guardador de hecho, hipótesis que, como seguidamente razonaremos no aceptamos, el acreedor estaría facultado para dirigirse contra cualquiera de los deudores solidarios o contra todos ellos simultáneamente (artículo 1.144 del Código Civil), por lo que no es posible oponer la excepción de litisconsorcio pasivo necesario por parte del obligado solidario al que se reclame omitiendo a los demás...la Sala considera con los apelados, que la expresión "por este orden" que se contiene en el artículo 61.3º LORPM, debe ponerse en relación con el artículo 61.1º LORPM, y no puede significar ni más ni menos que lo que significa: que escogido el régimen especial, se aplicará el criterio legal de imputación especial y no el del régimen general contemplado en el Código Civil...Ello sentado, y entrando a conocer de la pretensión subsidiaria de la recurrente en el sentido de que se proceda a la moderación de su responsabilidad, invocando nuevamente al hecho de que el menor se hallara bajo la guarda de su abuela, debe de ser asimismo desestimada, teniendo en cuenta que la posibilidad de aminorar tal responsabilidad desplaza a quien la invoca la carga de la prueba, y en el caso de autos, la apelante se limita a afirmar de manera genérica que era la abuela la que tenía la obligación de detectar y solicitar la ayuda y asesoramiento, sin acreditar que, en efecto, existió una actuación diligente tendente a dar efectividad al deber de control y vigilancia que los tutores han de tener sobre los menores a su cargo. Incluso el informe del equipo técnico sugiere que tales medidas de control y vigilancia no fueron las que hubieran sido deseables desde el momento en el que el citado informe no hace referencia a la adopción de medida alguna por parte de la administración no obstante constatar que es la segunda vez que el menor comparece ante instancias judiciales...Procede,en consecuencia, desestimar el recurso interpuesto confirmando la resolución que se recurre”.

E.- II.-4 CUESTIONES RELATIVAS A LA APLICACIÓN DEL BAREMO

Aplicación del baremo a delitos dolosos. Factor de corrección entre 10 y 20%

SAP Madrid secc. 4ª nº 163/2011, de 6 de julio Pte: Jiménez-Clavería Iglesias, Eduardo
“Por último, es adecuado a las circunstancias del caso y a la entidad de las lesiones padecidas por Aquilino, la cuantificación de las mismas realizadas en la sentencia, así como la aplicación del baremo del Anexo de la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor a la responsabilidad civil dimanante del ilícito penal, tanto culposo como doloso, así como el incremento en un porcentaje que puede situarse en un 10 o 20%, Acuerdo de unificación de criterios de orden penal de la Audiencia Provincial de Madrid que se adoptó en fecha 29/5/04 y que establece lo siguiente: "Conviene aplicar, como criterio orientativo, el baremo previsto en el Anexo de la Ley de Responsabilidad civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor al cálculo de indemnizaciones de perjuicios causados en delitos dolosos...Tal aplicación presenta como ventajas la uniformidad e igualación de los criterios indemnizatorios, y también la facilitación de las impugnaciones de las víctimas y acusados al contar con unos razonamientos notablemente objetivados. Sin perjuicio de ello, es conveniente que las indemnizaciones resultantes sean incrementadas para los casos normales en un porcentaje que puede situarse en un 10 ó 20 %, sobre todo cuando el daño moral de la víctima es más acentuado. Todo ello sin excluir la posibilidad de realizar otro tipo de valoración teniendo en cuenta todas las circunstancias concurrentes."

E.-II.-5 REPARACIÓN, RESTITUCIÓN E INDEMNIZACIÓN

Delito de encubrimiento. Gastos generados por la búsqueda del cadáver a la Administración General del Estado

SAP Sevilla secc. 3ª nº 508/2011, de 20 de octubre Pte: Holgado Merino, José Manuel
“El menor ha sido condenado por delito de encubrimiento, su conducta ha consistido en ayudar a deshacerse del cuerpo de Marcelina, para impedir su descubrimiento, habiendo manifestado que fue arrojado la río. Esta actuación ha generado gastos para su búsqueda. Esto, unido a su conducta posterior y su negativa a colaborar en el descubrimiento del cuerpo, negando los hechos y su participación justifica sobradamente que él y por extensión legal sus padres, corran con los gastos porque esta búsqueda viene motivada por él, sin perjuicio de los que ocurra con los mayores acusados...En este sentido, es de aplicación el artículo 113 del Código Penal cuando señala que la indemnización de perjuicios materiales corresponderá no solo a lo que se hubieran causado al agraviado sino también los que se hubiesen irrogado a los familiares o a un tercero...Este tercero perjudicado es la Administración General del Estado y lo es, no por el silencio del menor, sino porque éste ha contribuido, con la ocultación del cuerpo y sus manifestaciones reiteradas, al despliegue de medios materiales en averiguación del paradero del cuerpo de Marcelina, hasta ahora, sin resultado positivo”.

Para resolver la cuestión de si debe o no incluirse el IVA en las indemnizaciones debe valorarse la prueba practicada para acreditar ver si se ha producido enriquecimiento

SAP Málaga secc. 8ª nº 324/2010,de 19 de abril Pte: Caballero Bonald Campuzano, Manuel
“Para resolver la cuestión de si debe o no incluirse el IVA en las indemnizaciones como la presente habrá de valorarse la prueba practicada para ver si ese enriquecimiento se ha producido o es seguro que se vaya a producir, pues para poderlo apreciar es necesario que haya quedado acreditado. En el supuesto de autos nada consta al respecto, y dicha prueba incumbía en todo caso a la parte recurrente, para lo cual podía haber requerido la presentación de las referidas declaraciones trimestrales, lo que no ha hecho, siendo su inactividad en este punto total, porque ni siquiera interesó el interrogatorio sobre tales extremos . En estas circunstancias, como señala la STS 10 julio 1997 "el asegurado, ahora recurrido no ha obtenido una ganancia indebida, por la simple razón de que la parte aseguradora, ahora recurrente, no ha sufrido un real y efectivo empobrecimiento, puesto que el haber abonado el Impuesto del Valor Añadido de una factura cargada al montante de la indemnización, y la hipotética posibilidad de una desgravación fiscal posterior del importe de dicho IVA no puede constituir dato suficiente y probatorio de un beneficio patrimonial incorrecto con respecto al asegurado, parejo a un empobrecimiento de la aseguradora; y se habla de hipotética posibilidad, pues no existe en autos dato probatorio alguno que sustente la tesis de la deducción en su correspondiente declaración de IVA el importe correspondiente a la mencionada factura.”

E.-II.-6 SUJETOS RESPONSABLES. SOLIDARIDAD

Agresión en Centro Docente. Se condena al menor y a los padres. No procede la condena al Centro por cuanto no se ha ejercitado acción contra el mismo y además conforme al orden de prelación del art 61.3 LORPM deben responder los padres. No es aplicable el art 1903 CC

SAP Cáceres secc. 2ª nº 258/2011, de 6 de julio Rosario Estefani Lopez.
“Respecto a la aplicación al caso de autos del art. 1903.5 CC ., conviene reseñar que la parte recurrente olvida que nos encontramos ante un ámbito especial, la responsabilidad penal del menor, con una normativa específica de aplicación que regula todas las cuestiones relativas a la responsabilidad civil, por lo que es esa normativa y no la citada, norma de aplicación general, la que debe aplicarse al caso enjuiciado. Sentado lo anterior, procede desestimar el recurso interpuesto por cuanto el art. 61.3 de la LORPM , precepto que establece un orden de prelación en cuanto a quien debe responder en caso de responsabilidad civil del menor de 18 años, es nítido al establecer que responderán los progenitores del menor, tal como acaece en el asunto que nos ocupa.”

Exoneración de responsabilidad civil de los padres al haber sido declarado en desamparo su hijo más de un año antes de ocurrir los hechos

SAP Burgos secc. 1ª nº 300/2011, de 6 de octubre Luis Antonio Carballera Simón
“Al respecto y -según la defensa del recurrente-, debe exonerarse al padre la responsabilidad de los progenitores por cuanto, según la documentación adjuntada, se acredita que el mismo fue suspendido de la Patria Potestad del hijo con anterioridad a los hechos enjuiciados, y que el mismo se encuentra bajo la tutela de la Administración, algo a lo que no se opuso el Ministerio Fiscal, en la vista celebrada en el día de la fecha...En efecto, la razón de ser por la que deben de responder los padres, es por el hecho de que los mismos son responsables de la educación del hijo y en cierta forma responsables de las carencias que en este sentido pueda tener, sin que nada pueda liberarles de esta obligación, salvo que, como se acredita en el presente caso, no surja dicha obligación legal, desde el momento mismo en que, desde fecha 15 de abril de 2009, el hijo del ahora recurrente, fue declarado en situación de desamparo, asumiendo su tutela legal, por Ministerio de la Ley, la Administración de Familia de la Junta de Castilla y león, promoviendo el acogimiento familiar administrativo, con fecha 21 de Abril de 2010, es decir, con anterioridad a la fecha de comisión de los hechos enjuiciados, que tuvieron lugar el 18 de Junio de 2010, lo cual exonera al recurrente de cualquier responsabilidad civil, de ahí que deba estimarse el recurso interpuesto al respecto”.

Fundamento de la responsabilidad solidaria. Es más relevante el deber de educación y el adecuado uso de las facultades de corrección que la culpa in vigilando.

SAP Soria, secc. 1ª nº 48/2010, de 23 de julio Pte: Fernández Martínez, Rafael
“La Ley impone a los padres no sólo el deber de velar por los hijos y tenerlos en su
compañía, sino también el de educarlos y procurarles una educación integral, e idéntico
compromiso exige a los tutores y a los acogedores e incluso al guardador de hecho al tratarse de una institución tuitiva a la que son aplicables las obligaciones del tutor, y qué duda cabe que estos otros aspectos son mucho más relevantes en el origen de los comportamientos delictivos del menor que los simples defectos en el ejercicio del deber de guarda en que se suele fundamentar la responsabilidad civil extracontractual y la responsabilidad civil ex delicto; es decir, se considera que el fundamento de este nuevo modelo de responsabilidad civil se encuentra no sólo en el deber de guarda sino también en el deber de educación y en el adecuado uso de las facultades de corrección que los padres, tutores, acogedores o guardadores tiene sobre su hijo, pupilos, acogidos o sometidos a su guarda”.

Responsabilidad solidaria: improcedencia de respetar el orden del art 61 SAP Málaga secc. 8ª nº 334/2011, de 24 de junio Pte: Arroyal Calero, Juan José
“Hay que señalar que el régimen establecido por la llamada Ley de Menores, es, de alguna manera, innovador, tal y como señala la Exposición de Motivos, en su apartado 8, y, de entre las distintas opiniones doctrinales existentes se considera que ha optado por la acoger la tesis de la solidaridad pues cumple una doble finalidad perseguida por el legislador, en primer lugar, amparar mejor lo derechos de las víctimas protegiéndolas frente a la frecuente insolvencia de menor infractor, asegurándoles así la indemnización de los daños sufridos, y en segundo lugar, conseguir una mayor implicación de los padres y demás responsables, citados en el precepto analizado, en el proceso de educación y socialización de los menores imponiéndoles consecuencias civiles de las infracciones que estos cometan por la trasgresión o infracción del conjunto de deberes que tienen sobre ellos, evidentemente, nos referimos a aquellas personas que, en el momento de causarse los daños, ejercieran sobre el menor infractor las facultades contenidas en la patria potestad... el legislador ha pretendido que la responsabilidad civil recaiga, de entre aquellas personas enumeradas en dicho precepto, en la que, en el momento de causarse los daños por el menor, ejerciera sobre el mismo los contenidos de la patria potestad; otra interpretación conduciría al absurdo, por ejemplo, de atribuir a unos padres a quienes se les hubiera privado de la patria potestad la obligación de responder por los daños causados por un hijo cuya guarda y custodia se hubiera encomendado a un tutor”.

E.-II.-9 COMPENSACIÓN DE CULPAS

Concurrencia de causas. Compensación en lesiones en agresión de dos menores entre sí
SAP Sevilla secc. 3ª nº 293/2011 Ponente Luis Gonzaga De Oro Pulido Sanz
“El artículo 116 del Código Penal establece que toda persona criminalmente responsable de un delito o falta lo es también civilmente si del hecho se derivaren daños o perjuicios. Por otro lado el artículo 114 del mismo texto legal dice que si la víctima hubiere contribuido con su conducta a la producción del daño o perjuicio sufrido el Juez o Tribunal podrá moderar el importe de su reparación o indemnización...Aunque es cierto que en el caso de infracciones dolosas como la presente, la jurisprudencia del Tribunal Supremo resulta particularmente restrictiva a la moderación o compensación, no la excluye ( sentencias del Tribunal Supremo de 30 de abril de 1998 , 19 de marzo de 2001 y 2 de octubre de 2002 , entre otras)...En el supuesto hoy examinado, es un hecho indiscutido, que en el curso del incidente los dos menores se enzarzaron en una riña y que ambos se golpearon, sufriendo los dos lesiones de similar entidad: Leopoldo tardó en curar 7 días con dos de impedimento, y Evaristo , 8 días con tres de impedimento. En estas circunstancias, se considera que la solución más equitativa es la de considerar que entre las contrapuestas acciones de resarcimiento se produce una compensación total que las extingue conjuntamente, conforme al artículo 1156 del Código Civil ; debiendo apreciarse esta compensación como total, a fin de evitar una prima económica, por razones normalmente aleatorias, a quien resultó llevar la peor parte en la pelea, pero que más que perjudicado debe considerarse copartícipe de un mismo hecho punible. Por la forma en que se produjeron los hechos, la participación de los dos menores en ellos, y la entidad de las lesiones sufridas por ambos contendientes, parece más acertado como postula dicho recurrente, efectuar una mutua compensación de las indemnizaciones que habrían de derivarse de las lesiones, al haberse causado en pelea o forcejeo mutuo, siendo por otro lado semejante la trascendencia de las lesiones en cuanto a su magnitud dañina”.

E.-II.-10 PLURALIDAD DE RESPONSABLES Establecimiento de cuotas

SAP Navarra secc. 1ª, nº 83/2010, de 21 de mayo Pte: Gesto Alonso, Blanca
En lo que se refiere a la posibilidad de establecimiento de cuotas, es preciso significar que las dos sentencias recaídas en expediente de reforma y recurso de apelación atribuyen a todos los menores condenados el mismo grado de responsabilidad. En tal sentido nuestra jurisprudencia viene declarando de forma reiterada, que cuando intervienen varios autores en la producción del daño o bien cuando el daño resulta producido por un grupo de personas cuyas responsabilidades personales no es posible determinar o individualizar, la reparación del daño es solidaria; es decir, la Jurisprudencia se manifiesta a favor de la solidaridad en todos aquellos casos en los que nos encontramos ante varios sujetos responsables en la comisión de un acto ilícito común...En el derecho penal, el carácter solidario de la obligación de resarcimiento viene expresamente recogido en el artículo 116.2 del CP para los casos de coautoría y de pluralidad de cómplices pretendiendo con ello favorecer la debida protección del perjudicado.

F.- RECURSOS

La interposición del recurso de casación no afecta a la firmeza de la sentencia AAP Cádiz secc. 4ª nº 342/2010, de 16 de septiembre Pte: Martínez del Toro, Susana
“Confunde el recurrente en primer lugar, lo que es la firmeza de la sentencia y la suspensión de la ejecución de la misma, considerando que la sentencia dictada por esta Sala no es firme por el hecho de haberse presentado contra ella recurso de casación para la unificación de doctrina conforme al artículo 42 de la LORPM , y olvida que nos encontramos en la jurisdicción de menores ante un recurso extraordinario que se regula en ese artículo, sin que puedan aplicarse literalmente ni los artículos de la LECriminal de los recursos, los de la ejecución ni los del mismo recurso de casación...Los fundamentos en los que se basa el auto recurrido para, por un lado, no declarar la nulidad de lo actuado, y por otro, proceder a la ejecución de la sentencia condenatoria, no se recogen solo en la STS de 3 de febrero de 2003, sino también en la STS de 7 de noviembre de 2004 y en los autos TS de 25 de noviembre de 2002 y de 3 de junio de 2004, y concretamente este Auto indica que" la naturaleza extraordinaria de este recurso no solo se manifiesta en su carácter tasado -solo puede ser interpuesto para resolver, en determinados supuestos de especial gravedad, las contradicciones doctrinales a que se refiere el apartado 2 del artículo 42 LORPM - sino en su carencia de efectos suspensivos", coincidiendo con lo ya reflejado en la STS de 3 de febrero de 2003 sobre la "carencia de efecto suspensivo por lo que es acertada, en este punto, la doctrina mantenida en la resolución recurrida según la cual las sentencias dictadas en apelación por las Salas de Menores de los TSJ -o, en su defecto, por las Secciones de las Audiencias Provinciales constituidas en Salas de Menores- alcanzan firmeza desde el mismo momento de su pronunciamiento. El derecho a una segunda instancia reconocido a todo sentenciado en causa penal por el artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos está satisfactoriamente garantizado, en el derecho sancionador de menores, por el recurso de apelación establecido en el artículo 41 LORPM , que es de pleno conocimiento, de lo que es legítimo deducir que, aún quedando limitadamente abierta la posibilidad de impugnar en algunos casos las

sentencias resolutorias de la apelación, las mismas deben tener la condición de ejecutorias tan pronto sean dictadas

Doctrina general sobre el recurso de casación para unificación de doctrina. Carencia de efectos suspensivos. Inadmisión del recurso de casación: es insubsanable el defecto consistente en no especificar las contradicciones entre resoluciones.

ATS de 27 de junio de 2011, rec. 20735/2010 Pte: Jorge Barreiro, Alberto G.
“El recurso de casación para unificación de doctrina, regulado por el art. 42 LORPM , es un remedio extraordinario cuya finalidad es reforzar, a través de la jurisprudencia de esta Sala, la garantía de la unidad de doctrina -y consiguientemente del principio de seguridad jurídica y del derecho a la igualdad de todos ante la ley- en el ámbito del derecho sancionador de menores. Debe entenderse que la naturaleza extraordinaria de este recurso no sólo se manifiesta en su carácter tasado -sólo puede ser interpuesto para resolver, en determinados supuestos de especial gravedad, las contradicciones doctrinales a que se refiere el apartado 2 del art. 42 LORPM - sino en su carencia de efecto suspensivo. La finalidad del nuevo recurso es reforzar la garantía de la unidad de doctrina " en el ámbito del derecho sancionador de menores ", quedando explicitado el sentido de esta frase en el art. 42.2 LORPM en que se dispone que las contradicciones doctrinales que pueden dar lugar al recurso tienen que estar referidas a " hechos y valoraciones del menor que,siendo sustancialmente iguales, hayan dado lugar, sin embargo, a pronunciamientos distintos "...La cuestión central en este tipo de recursos estriba en la unificación de doctrina, esto es, la sentencia de contraste lo que tiene que poner de manifiesto es que la sentencia recurrida se ha apartado de la interpretación de la norma que en las otras sentencias se mantiene. en otras palabras, se trata de examinar la interpretación de la norma para su unificación, pero no de entrar en el análisis de otras circunstancias: para ello el recurso además de contener una relación precisa y circunstanciada de la contradicción, con indicación de las sentencias en que funda la misma, habrá de aportar los informes en que se funda el interés del menor. Pues bien, el escrito del recurso anunciando la intención de recurrir en casación adolecía de la necesaria concreción y aporte al respecto, limitándose a la solicitud de expedición de testimonio de la sentencia manifestando su intención de recurrir en casación, conforme al art. 855 LECrim, es decir su intención era interponer un inexistente recurso de casación, más, conocido por la respuesta de la Audiencia tal posibilidad única de casación para unificación de doctrina de menores, trata de justificarlo alegando que tales omisiones eran subsanables....la técnica de subsanación debe aplicarse a los actos y situaciones en los que el legislador ha abierto esta posibilidad, pero no cabe extenderla a supuestos que no guardan similitud o semejanza con el contemplado en la norma que permite la subsanación, pues ello comportaría un excesivo intervencionismo del órgano judicial y el riesgo de que sus intervenciones suplan conductas negligentes o contumaces de alguna de las partes. Como regla general deberán considerarse insubsanables los incumplimientos de obligaciones procesales anejas al recurso ( STC 26/96 de 13 de febrero), sin que sea preciso acoger la interpretación, entre todas las posibles, que dé el mayor alcance a la posibilidad de subsanación ( SSTC 216 y 218/98 de 16 de noviembre). En atención a las consideraciones expuestas, las alegaciones del recurrente carecen manifiestamente de fundamento, por no ajustarse a las disposiciones del artículo 42 de la LORPM , pues, no puede admitirse la posibilidad de subsanar el

total incumplimiento de las exigencias legales del citado artículo en el escrito de preparación, huérfano de la relación precisa y circunstanciada de la contradicción alegada y de la designación de sentencias contradictorias y los informes en que se funde el interés del menor valorado en la sentencia recurrida; ello implicaría una desnaturalización del recurso y de sus exigencias, e impondría arbitrariamente a la Audiencia la carga de orientar y conducir la conducta impugnatoria de la parte recurrente, cuando es precisamente sobre ella sobre quien recae la obligación de concretar y precisar el objeto del recurso (ver Sentencia num. 1998/1994 de 15 de noviembre, auto 25/9/08 recurso de queja 20211/08 entre otros muchos)”.

G.- PRESCRIPCIÓN

No solo interrumpen la prescripción las actuaciones tendentes a la comprobación de los hechos y a determinar la responsabilidad del menor en su comisión, sino también aquellas necesarias para la tramitación del expediente.

SAP Sevilla secc. 3ª nº 47/2010, de 26 de enero
“Desde esta última fecha (en que se acuerda la apertura de expediente de reforma contra el menor), hasta la sentencia, tampoco ha existido un periodo de paralización de tres meses en el que no se haya realizado actividad procesal sustantiva encaminada a configurar la imputación, esto es, que no se han practicado actuaciones encaminadas a la averiguación del hecho y de la responsabilidad del menor en su comisión. La alegación que también efectúa el apelante, basada en esta ausencia de actividad sustantiva, tampoco puede ser aceptada por este Tribunal que, ya ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre esta misma cuestión en otras resoluciones rechazando la prescripción interesada, y es que consideramos que no solo interrumpen la prescripción las actuaciones tendentes a la comprobación de los hechos y a determinar la responsabilidad del menor en su comisión, sino también aquellas necesarias para la tramitación del expediente como son las realmente efectuadas en éste caso. En este sentido debemos recordar la doctrina jurisprudencial recogida, por todas, en sentencia de 8 febrero 1995, donde se señala que sólo tienen virtud interruptora de la prescripción, las resoluciones que ofrecen un contenido sustancial propio de una puesta en marcha y prosecución del procedimiento, en definitiva reveladora de que la investigación avanza, se amplía, es decir, que el procedimiento persevera consumando sus sucesivas etapas, que las diligencias revelen que la investigación o el trámite procesal avanza superando la inactividad y la parálisis. En este caso, podemos señalar las siguientes actuaciones: El nombramiento de abogado al menor; la declaración del menor como imputado, la incoación del expediente de reforma; el preceptivo informe del Equipo Técnico para cuya elaboración se precisa la citación del menor; la apertura del trámite de audiencia y el señalamiento de audiencia, y dictado de sentencia”.

El informe del equipo técnico es una diligencia de contenido sustancial, pero la fecha determinante para la interrupción de la prescripción es la de la resolución en la que se acuerda tal diligencia.

SAP Valencia secc. 5ª nº 523/2011, de 9 de septiembre Pte: Sifres Solanes, Isabel
“Estamos de acuerdo que el informe del equipo técnico, en este caso en servicio de mediación, es una diligencia de contenido sustancial, pero lógicamente, la fecha determinante para la interrupción de la prescripción es la de la resolución en la que se acuerda la diligencia, y no cada uno de los contactos o entrevistas entre las familias a través del servicio de mediación, volviendo a correr el tiempo hasta el momento en que se produce un resultado efectivo, dándose la circunstancia de que en el caso de autos, el resultado no se produce antes del transcurso del plazo de prescripción de 3 meses, sino que, superado el mismo, consta la diligencia del fiscal haciendo constar que el equipo del servicio de mediación había informado que, de momento, no se había llegado a ningún acuerdo entre las familias de los menores, así como que, no se informaba "por escrito, por la falta material de tiempo, ya que se encuentra en medio de otra mediación", evidenciándose la paralización del procedimiento, que justifica la declaración de la prescripción...Procede, por tanto, estimar el recurso interpuesto y revocar la resolución recurrida, en cuanto condena a Estanislao por una falta de lesiones, procediendo en su lugar su libre absolución, al estimarse la prescripción de dicha falta, con expresa reserva al perjudicado Norberto, de las acciones civiles de las que se pueda valer, contra cualesquiera responsables civiles por los hechos acontecidos el día de autos en el centro escolar”.

Prescripción. No concurre. Improcedente sobreseimiento por prescripción, cuando el Fiscal lo había interesado conforme al artículo 27.4 de la LORPM

AAP Huelva secc. 3ª nº 218/2010, de 15 de noviembre Pte: Pontón Práxedes, Antonio G.
“Resultando que nos hallamos ante unos hechos presuntamente perpetrados el día de 5 de mayo de 2009 e inicialmente calificados como Robo con Fuerza en las cosas en casa habitada con empleo de llave falsa, incoándose el oportuno Expediente f. 54 y 55 en fecha 30 de junio de 2009; los Informes de los Equipos Técnicos se emitieron el 4 de septiembre de 2009 f. 80 a 94; la Comisión del Servicio de Orientación Jurídica notificó la designación de Letrado de Oficio al Ministerio Fiscal el 14 de septiembre de 2009, f. 96...El 15 de octubre de 2009 se notifica al Ministerio Fiscal que en el plazo concedido a la perjudicada Dª Maite no se ha personado ante el Juzgado para ejercitar las acciones civiles...Y de fecha 13 de agosto de 2010 es el Decreto del Fiscal por el que se interesa el Sobreseimiento y Archivo de las actuaciones al amparo del referido precepto, dictándose el Auto que nos ocupa el 7 de septiembre de 2010...Ese relato cronológico procesal del Expediente revela que ciertamente el procedimiento no ha estado paralizado durante el tiempo legalmente exigible para poder apreciar la referida Prescripción, pues se han practicado actuaciones de impulso procesal relevante...En su consecuencia el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal debe ser acogido, acordándose por consiguiente el Sobreseimiento y Archivo del Expediente en virtud de lo establecido en el artículo 27.4 de la LORPM”.

Prescripción. Necesidad de una resolución judicial motivada para la interrupción. No interrumpe ni el Decreto del Fiscal incoando el expediente ni el auto del Juez de Menores incoando diligencias de trámite.

SAP Barcelona secc. 3ª nº 880/2011, de 25 de octubre Pte: Pérez de Rueda, Mª Pilar
“...el art. 132 CP deja claro que la prescripción sólo se interrumpe cuando el procedimiento se dirige contra la persona indiciariamente responsable del delito o falta, y el mismo precepto da una interpretación auténtica de lo que debe entenderse por tal cuando dispone que " se entenderá dirigido el procedimiento contra una persona determinada desde el momento en que, al incoar la causa o con posterioridad, se dicte resolución judicial motivada en la que se le atribuya su presunta participación en un hecho que pueda ser constitutivo de delito o falta"...Sin embargo, en el proceso de menores la decisión de dar inicio a la instrucción de la causa corresponde al Ministerio Fiscal, sin que el Juez de Menores tenga ninguna competencia al respecto. Así se desprende claramente de lo dispuesto en el art. 16 LORPM , que atribuye al Ministerio Fiscal la instrucción de estos procedimientos y en su apartado tercero dispone que " una vez efectuadas las actuaciones indicadas en el apartado anterior, el Ministerio Fiscal dará cuenta de la incoación del expediente al Juez de Menores quien iniciará las diligencias de trámite correspondientes", por lo que tenemos que concluir que el Juez de Menores, en este momento procesal, no tiene ningún tipo de control sobre la decisión adoptada por el Ministerio Fiscal...En estas condiciones, parece claro que cuando el Juez de Menores acuerda iniciar las diligencias de trámite correspondientes no está dictando una resolución judicial motivada, y, desde luego, no está decidiendo la persona contra la cual se va a dirigir el proceso penal de menores, toda vez que, como ya hemos dicho anteriormente, dicha decisión corresponde en exclusiva al Ministerio Fiscal. La Audiencia Provincial de Girona, en varias resoluciones, ha llegado a la misma conclusión cuando afirma que " en ambos casos podría tratarse de una providencia de mero trámite, inmotivada, y en segundo lugar, porque sería necesario que se tratase de una resolución que (...) dirigiera el procedimiento contra la persona indiciariamente responsable del delito o falta (...)" algo que, desde luego, no parece que pueda hacer una resolución que se limite a dar cuenta de la notificación del Ministerio Fiscal, e iniciar unas diligencias sobre cuya apertura no toma el Juez decisión alguna; y que menos aún hace la que abre la pieza de responsabilidad civil, pues dicha pieza no integra propiamente el ejercicio de la acción penal contra el culpable, y sus actuaciones no obstaculizan el cómputo del plazo prescriptivo...Por otra parte, el Decreto del Ministerio Fiscal acordando iniciar la instrucción contra un menor de edad, aún en el caso de que estuviera motivado, no puede equipararse a una resolución judicial. Por resolución judicial no cabe entender otra cosa...que las providencias, los autos y las sentencias, sin que pueda realizarse una interpretación extensiva de dichos preceptos (contraria a la jurisprudencia constitucional que ya hemos citado anteriormente) que permitiera incluir como resoluciones judiciales otras decisiones que, emitidas por funcionario público investido de alguna autoridad, pudieran recaer en un proceso penal; así, las diligencias y decretos de los Secretarios Judiciales, o los decretos del Ministerio Fiscal...De todo lo expuesto, se desprende la necesidad de que la LORPM regule de forma expresa la prescripción, sin remitirse a lo dispuesto en el Código Penal, toda vez que, una aplicación coherente de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, hace en gran parte inaplicable al proceso de menores la regulación de la prescripción contenida en el Código Penal vigente, produciéndose una situación de vacío normativo que comporta consecuencias indeseadas, tanto para el legislador como para los operadores jurídicos, por lo que entendemos que es necesaria una reforma urgente de dicha Ley Orgánica que colme dicha laguna legal...Por todo lo anterior, tenemos que concluir que en el presente caso la falta que se atribuye a las menores Serafina y Amelia, se encuentra prescrita. Efectivamente, los hechos ocurrieron el día 26 de enero de 2009, y en fecha 25 de julio de 2009, el Ministerio Fiscal dicta un decreto acordando incoar

expediente contra Serafina y Amelia Y Amparo por la presunta comisión de UN DELITO DE HURTO. En fecha 9 de junio de 2010 el Juzgado de Menores num. 3 de Barcelona dicta auto acordando la apertura de la fase de audiencia, habiendo transcurrido con creces el plazo de prescripción de tres meses previsto para las faltas cometidas por menores de edad sin que se hubiera dictado ninguna resolución judicial motivada atribuyendo a Serafina ni a Amelia la presunta comisión de la falta por la que finalmente fueron condenadas en primera instancia...En virtud de todo ello es procedente estimar los recursos de apelación interpuestos, y revocar la sentencia impugnada absolviendo a Serafina y Amelia de la falta de hurto por la que venían siendo acusadas en la Instancia”.

Prescripción. Necesidad de una resolución judicial motivada para la interrupción. No lo es el auto incoando las diligencias de trámite. No lo es el Decreto de incoación del Expediente dictado por el Fiscal

SAP Barcelona secc. 3ª nº 654/2011, de 5 de julio Pte: Grau Gasso, José
“Dado que la LORPM solo marca los plazos de prescripción de los hechos delictivos y de las medidas que pudieran imponerse a los menores de edad, parece claro que, de conformidad con lo dispuesto la Disposición Final 1ª de la LORPM , para computar dichos plazos, debemos acudir a lo dispuesto en el Código Penal. Ahora bien, el art. 132 del Código Penal EDL deja claro que la prescripción solo se interrumpe cuando el procedimiento se dirige contra la persona indiciariamente responsable del delito o falta y el mismo precepto da una interpretación auténtica de lo que debe entenderse por tal cuando dispone que "se entenderá dirigido el procedimiento contra una persona determinada desde el momento en que, al incoar la causa o con posterioridad, se dicte resolución judicial motivada en la que se le atribuya su presunta participación en un hecho que pueda ser constitutivo de delito o falta "...Sin embargo, en el proceso de menores la decisión de dar inicio a la instrucción de la causa corresponde al Ministerio Fiscal, sin que el Juez de Menores tenga ninguna competencia al respecto. Así se desprende claramente de lo dispuesto en el art. 16 de la LORPM , que atribuye al Ministerio Fiscal la instrucción de estos procedimientos y en su apartado tercero dispone que "una vez efectuadas las actuaciones indicadas en el apartado anterior, el Ministerio Fiscal dará cuenta de la incoación del expediente al Juez de Menores quien iniciará las diligencias de trámite correspondientes", por lo que tenemos que concluir que el Juez de Menores, en este momento procesal, no tiene ningún tipo de control sobre la decisión adoptada por el Ministerio Fiscal...En estas condiciones, parece claro que cuando el Juez de Menores acuerda iniciar las diligencias de trámite correspondientes no esta dictando una resolución judicial motivada y, desde luego, no esta decidiendo la persona contra la cual se va a dirigir el proceso penal de menores, toda vez que, como ya hemos dicho anteriomente, dicha decisión corresponde en exclusiva al Ministerio Fiscal... Por otra parte, el Decreto del Ministerio Fiscal acordando iniciar la instrucción contra un menor de edad, aun en el caso de que estuviera motivado, no puede equipararse a una resolución judicial. Por resolución judicial, no cabe entender otra cosa, a la vista del tenor literal de los artículos 245 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 141 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que las providencias, los autos y las sentencias, sin que pueda realizarse una interpretación extensiva de dichos preceptos (contraria a la jurisprudencia constitucional que ya hemos citado anteriormente) que permitiera incluir como resoluciones judiciales otras

decisiones que, emitidas por funcionario público investido de alguna autoridad, pudieran recaer en un proceso penal: así, las diligencias y decretos de los Secretarios Judiciales, o los decretos del Ministerio Fiscal...Por todo lo expuesto, tenemos que concluir que en el presente caso la falta de hurto que se atribuye al menor Rodrigo se encuentra prescrita. Efectivamente, los hechos ocurrieron el día 3 de febrero del año 2010 y en fecha 30 de abril del año 2010 el Ministerio Fiscal dicta un Decreto acordando incoar expediente contra Rodrigo por la presunta comisión de una falta de hurto en grado de tentativa. En fecha 28 de julio del año 2010 el Juzgado de Menores dicta un auto acordando iniciar las diligencias de trámite correspondientes y en fecha 20 de octubre del mismo año dicta un nuevo auto acordando la apertura de la fase de audiencia, habiendo transcurrido con creces el plazo de prescripción de tres meses previsto para las faltas cometidas por menores de edad sin que se hubiera dictado ninguna resolución judicial motivada atribuyendo a Rodrigo la presunta comisión de una falta de hurto. En virtud de todo ello es procedente estimar el recurso de apelación interpuesto y revocar la sentencia impugnada absolviendo a Rodrigo de la falta de hurto por la que venía siendo acusado en la instancia.

Prescripción. Necesidad de una resolución judicial motivada para la interrupción. No lo es el auto incoando las diligencias de trámite. No lo es el Decreto de incoación del Expediente dictado por el Fiscal

SAP Barcelona secc. 3ª nº 826/2011, de 5 de octubre Pte: Grau Gasso, José
Prescripción. Necesidad de una resolución judicial motivada para la interrupción. No lo es el auto incoando las diligencias de trámite. No lo es el Decreto de incoación del Expediente dictado por el Fiscal

SAP Barcelona secc. 3ª nº 846/2011, de 6 de octubre Pte: Grau Gasso, José
Nota: estos autos de la SAP Barcelona sobre la prescripción son contrarios a la doctrina sentada por la Circular 9/2011, de 16 de Noviembre, sobre criterios para la unidad de actuación especializada del ministerio fiscal en materia de reforma de menores
Prescripción. Efectos interruptivos del Decreto por el que se incoan Diligencias Preliminares y de la citación en calidad de imputado

SAP Sevilla secc. 3ª nº 104/2011, de 22 de febrero Pte: García López-Corchado, Enrique
“Alega asimismo la defensa apelante que la falta estaría prescrita, pues el procedimiento estuvo paralizado desde el auto de 23 de noviembre de 2009 (incoación de Diligencias Previas) hasta que se tomó declaración al menor el día 18 de marzo de 2010, lapso temporal superior a los tres meses previstos en el artículo 15.1.5º de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero...No obstante, el examen del expediente evidencia que la prescripción no ha llegado a operar en momento alguno del procedimiento. Omite mencionar la defensa que, tras el auto de incoación de las Diligencias Previas, la causa fue remitida a la Fiscalía, que en fecha 25 de enero de 2010 abrió Diligencias Preliminares (f. 10); y que el menor fue citado en calidad de imputado mediante cédula

recibida el día 3 de febrero de 2010 (f. 16), es decir, que conoció la existencia del expediente incluso antes del señalado plazo de tres meses. En definitiva, se han adoptado resoluciones que han interrumpido sucesivamente la prescripción, no habiendo permanecido paralizado el procedimiento más allá del plazo legal prescriptivo, como pretende la defensa.

Nota: este auto de la AP Sevilla en cuanto atribuye efectos interruptivos al Decreto del Fiscal incoando Diligencias Preliminares es contrario a los criterios sentados por la Circular 9/2011, de 16 de Noviembre, sobre criterios para la unidad de actuación especializada del ministerio fiscal en materia de reforma de menores
Prescripción. Efectos interruptivos del Decreto que acuerda la práctica del informe del Equipo Técnico y del que acuerda su unión

SAP Sevilla secc. 3ª nº 293/2011, de 27 de mayo Luis Gonzaga de Oro Pulido Sanz
“Cuestiona el recurrente que la solicitud por el Ministerio Fiscal de informes al Equipo Técnico durante la fase de instrucción tengan efectos interruptivos de la prescripción, compartiendo, esta Sala, el criterio del Juzgador de instancia de atribuirles tales efectos, pues el artículo 27.1 de la LORPM obliga al Ministerio Fiscal a requerir del equipo técnico, la elaboración de un informe o actualización de los anteriormente emitidos sobre su entorno social, y en general sobre cualquier otra circunstancia relevante a los efectos de la adopción de alguna de las medidas previstas en la presente Ley. Es cierto que dicho precepto establece unos plazos para su elaboración por los equipos técnicos pero el hecho de que, como ocurre en el caso de autos, se rebasen los mismos podrá considerarse una irregularidad procesal pero en ningún caso producirá la prescripción sino se superan los plazos establecidos en el artículo 15 de la Ley para la prescripción de las distintas infracciones...La importancia del informe que emite el Equipo Técnico resulta evidente a tenor del artículo 27 , teniendo una clara proyección en el curso del proceso tanto en la medida a adoptar como incluso en su continuación, tratándose de una diligencia de instrucción necesaria, de ahí que los Decretos acordando su práctica, así como los que acuerdan su unión interrumpen la prescripción”

J.- NULIDAD DE ACTUACIONES

No ha lugar a la nulidad de actuaciones interesada pues no está prevista legalmente la declaración de nulidad de las diligencias practicadas por el Ministerio Fiscal en fase de instrucción.

AAP Barcelona secc. 3ª nº 714/2011, de 25 de octubre Pte: Manzano Meseguer, Mª Jesús

1

9

